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Introducción 

 

La presente investigación explora la emergencia de nuevas configuraciones territoriales en 

clave de región étnica producto del proceso de poblamiento, apropiación y titulación de 

territorios colectivos de comunidades indígenas y afrodescendientes en Antioquia, tomando 

como caso de estudio el Bajo Cauca antioqueño. 

Los territorios colectivos de car§cter ®tnico llamados ñtierras de las comunidades negrasò o 

ñresguardosò para las comunidades ind²genas, se definen desde el marco jur²dico nacional 

como aquellas áreas que son poseídas en forma regular y permanente por una comunidad, 

parcialidad o grupo (Decreto 2164 de 1995), y se reconocen como el asentamiento histórico 

y ancestral de estas comunidades para su uso colectivo, que constituyen su hábitat, y sobre 

los cuales desarrollan sus prácticas sociales, económicas y culturales tradicionales (Ley 70 

de 1993). 

Si bien a la fecha se ha avanzado en la titulación de tierras a favor de estas comunidades, el 

reconocimiento de territorios ancestrales, sean o no constituidos ñlegalmenteò, los reviste de 

derechos y un especial manejo por parte de las autoridades municipales, departamentales y 

nacionales por tratarse de comunidades étnicas, poseer un gobierno propio y estar protegidas 

por la Constitución. 

En este sentido, el Estado debe garantizar la autonomía como pueblos en su integralidad con 

la protección y promoción de sus pilares fundamentales: derecho a gobierno propio en sus 

territorios colectivos, derecho a definir las prioridades del desarrollo propio (planes de vida 
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y de etnodesarrollo), derecho al control social aplicando sus normas y procedimientos 

propios, y derecho a hacer parte en la toma de decisiones de política pública y su 

implementación como sujetos colectivos de derecho (Presidencia de la Republica, 2012). 

Sin embargo, en la actualidad la diversidad cultural sigue gravemente amenazada a pesar de 

que la Constitución Política de Colombia de 1991 la reconoce como uno de los principios 

constitutivos de la Nación y su protección como una de las principales obligaciones del 

Estado. Esto se debe a que aún persisten las bases estructurales de discriminación que 

tradicionalmente han afectado a los grupos étnicos; la situación de vulnerabilidad de las 

comunidades a las dinámicas del conflicto armado, y a la exposición de sus territorios a 

grandes proyectos económicos e industrias extractivas (Gaitán, 2012). 

La región del Bajo Cauca no ha sido ajena a esta situación. Sobre la cuenca de los ríos Cauca 

y Nechí, se encuentran asentadas comunidades indígenas y afrodescendientes que habrían 

llegado a la región a partir de migraciones históricas de diversas zonas del país motivadas 

por los procesos de apropiación territorial ligados a la explotación de metales, del suelo y los 

recursos naturales renovables de la región (García, 1993) y como consecuencia del 

desplazamiento originado por el conflicto político y armado.  

Estas tierras se caracterizan por ser cálidas y altamente húmedas, con una gran biodiversidad 

representada en la reserva Bajo Cauca-Nechí y en las ciénagas y bosques que albergan una 

amplia variedad de especies de fauna y flora (Corantioquia, 2012). De igual forma, es 

considerada, junto a la región del Nordeste, como la región aurífera del Departamento, por 

lo tanto, la minería a pequeña, mediana y gran escala ocupa un lugar fundamental en la 

economía local. 
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Debido a la complejidad de su geografía y a la poca presencia de las instituciones del Estado, 

estos territorios en los cuales habitan alrededor de ciento diez comunidades étnicas, son 

centro de interés para los actores armados ilegales, empresa privada, mineros informales y 

emergentes, para la explotación de recursos naturales renovables y no renovables. 

Si bien la minería y el aprovechamiento maderero fueron motor para el proceso de 

poblamiento moderno del Bajo Cauca, el grado de explotación del cual son objeto por parte 

de estos y otros actores, vulneran los derechos territoriales y culturales de las comunidades 

étnicas, y los pone en riesgo de exterminio por desplazamiento, fragmentación social, o 

muerte violenta de sus integrantes. 

Esta región es en la actualidad objeto de interés nacional para la construcción de vías 

regionales y nacionales, y el desarrollo de proyectos minero energéticos, por lo cual en los 

últimos años se ha venido realizando una intervención mayor por parte del ejército y otras 

instituciones que buscan recuperar el control de estas tierras. No obstante, desde la base social 

emergen otros relacionamientos, sentidos, y visiones del territorio que afectan su 

funcionamiento, la estructura de los asentamientos, su interrelación y proyección gracias al 

fortalecimiento político de organizaciones sociales de carácter étnico y su movilización por 

la reivindicación de su derecho al territorio. 

La territorialidad ejercida por parte de estos actores coexiste en el espacio en un 

entrecruzamiento constante que deviene en re-configuración permanente del territorio. En 

este escenario es necesario hablar de otro ñorden territorialò que es objeto de inter®s para los 

estudios urbano-regionales en cuanto permite comprender nuevas dinámicas territoriales y 

enrutar los procesos de planificación hacia el análisis de unidades territoriales de carácter 
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especial, que además de facilitar su administración y proyección, permitirían brindar 

herramientas para el reconocimiento y la protección de los derechos fundamentales de las 

comunidades indígenas y afrodescendientes. 

De acuerdo a lo anterior, este trabajo se estructura a partir de cuatro capítulos que contienen 

los resultados del proceso investigativo donde se da respuesta a la pregunta por los efectos 

del proceso de poblamiento, apropiación y titulación de territorios colectivos de carácter 

étnico en la configuración territorial de la región del Bajo Cauca antioqueño. La metodología 

implementada hizo uso de técnicas cualitativas como la revisión documental, el análisis de 

contenido, la observación participante y la elaboración de entrevistas semiestructuradas con 

informantes claves de la región, que permitieron recolectar información en el estudio de caso, 

y su posterior organización y sistematización para la presentación de los hallazgos. 

Así las cosas, el Capítulo I desarrolla la pregunta por el proceso histórico de reconocimiento 

y constitución de territorios colectivos en Colombia desde la época de la conquista a la 

actualidad y su incorporación en la normatividad nacional. Esta exploración histórica y 

normativa se enfocará posteriormente en la revisión del tratamiento que la ley y los ejercicios 

de planificación territorial hacen de los territorios étnicos y su incidencia en la autonomía 

territorial; y por ultimo finaliza con la revisión de conceptos y categorías claves para la 

comprensión del fenómeno abordado y la metodología aplicada en esta investigación.   

Por su parte en el Capítulo II  se presentará la región objeto de estudio, principales 

características y aspectos político administrativos que permitan su conocimiento por parte 

del lector y brindarán un primer acercamiento al proceso histórico de poblamiento y 

apropiación territorial del Bajo Cauca antioqueño. Finalmente se hace una descripción de los 
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actores que participan en la construcción de territorio, sus intereses, discursos y prácticas que 

se ven representadas en las múltiples territorialidades que tienen lugar en el área de estudio 

y que son determinantes en el uso, control y significación del espacio. 

El capítulo III  desarrolla el objetivo de identificar configuraciones territoriales emergentes 

producto de las dinámicas identitarias que históricamente han sido determinantes en la 

construcción social del territorio-región. En este sentido se realizó una caracterización de las 

comunidades indígenas y afrodescendientes que habitan en el Bajo Cauca antioqueño, sus 

referentes culturales, el relacionamiento que han establecido con el territorio y la descripción 

de sus formas organizativas que se fortalecen y movilizan por su sentido de pertenencia. 

Estos aspectos permitirán comprender la importancia de incorporar la visión de desarrollo 

propio o buen vivir presente en  los planes de vida de las comunidades indígenas y los planes 

de etnodesarrollo de las comunidades afrodescendientes en los procesos de planificación 

territorial y ambiental, toda vez que la región se reconoce como un territorio interétnico e 

intercultural; por lo tanto al hablar de desarrollo territorial se ponen en juego multiples 

sentidos y concepciones de vida que son significativas a la hora de proyectar el futuro para 

la región.   

Por último, en el marco del proceso de implementación de los acuerdos de paz, se establecerá 

un escenario posible para los territorios étnicos desde la visión de diferentes actores en lo 

referente a la transformación de la ruralidad, mediante la gestión institucional y comunitaria, 

y la construcción de la paz territorial desde lo local. 

El capítulo final de esta investigación contiene los principales hallazgos de acuerdo a los 

objetivos planteados sobre los efectos territoriales a escala local y regional que genera el 
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proceso de poblamiento, apropiación y titulación de territorios colectivos de carácter étnico, 

sumado a los procesos identitarios y de movilización social que son claves en la construcción 

social del territorio. En este escenario se evalúan las posibilidades y obstáculos para 

trascender el orden de lo local mediante iniciativas de asociación en clave de región que 

incorporen otras visiones de desarrollo. 

Finalmente, el propósito de esta investigación es el de aportar a la afirmación y el 

reconocimiento de las comunidades indígenas y afrodescendientes de la región del Bajo 

Cauca antioqueño, las cuales han sido durante años objeto de persecución, desplazamiento, 

y vulneración de sus derechos. 

Hago especial mención del Pueblo Senú, al cual me une un cariño profundo por todas las 

vivencias que hemos compartido y el acompañamiento al camino de resistencia que han 

iniciado de la mano con otros pueblos indígenas. Con estas comunidades el país hereda deuda 

histórica que dejó el proceso de colonización y que continúa con la negación que el gobierno 

hace de su existencia, por lo tanto, estamos obligados a continuar promoviendo su 

visibilización, el reconocimiento de su identidad y la protección de su cultura como 

patrimonio de la nación. Espero de esta forma contribuir a su lucha. 
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Capítulo I. Derecho al territorio: del reconocimiento político al ordenamiento de 

territorios étnicos en Colombia 

 

En este capítulo se realiza un primer acercamiento al proceso histórico de reconocimiento y 

constitución de territorios colectivos en Colombia como derecho fundamental de los pueblos 

indígenas y afrodescendientes, y como mecanismo para la protección de la diversidad étnica 

y cultural del país. La re-construcción de los hitos históricos y los principales avances en 

materia de normatividad brindan elementos claves para la comprensión del fenómeno que se 

aborda a lo largo de esta investigación.  

Luego se examina la inserción de esta figura en la legislación concerniente al ordenamiento 

territorial y sus ejercicios en diferentes escalas, de modo que sea posible analizar el 

tratamiento que los municipios, departamentos y el gobierno nacional dan a estos territorios 

de carácter étnico en la actualidad, y su acercamiento a la categoría de región. 

Posteriormente se abordan los aspectos teórico-conceptuales presentes en la literatura y en 

los debates actuales alrededor de las categorías de región, territorio e identidad con el fin de 

brindar elementos de análisis para el objeto de esta investigación. 

Por último, se presenta la metodología desarrollada durante el proceso de investigación, los 

enfoques, métodos y técnicas utilizadas para dar respuesta a las preguntas planteadas en torno 

al fenómeno abordado en este trabajo de investigación de tipo cualitativa, y se presentarán 

algunos apuntes en relación a la experiencia vivida por la investigadora con el fin de ahondar 

en los aciertos y desaciertos de este proceso. 
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1.1. El territorio: Un derecho fundamental 

 

El reconocimiento de los territorios colectivos como derecho fundamental de los pueblos 

indígenas y afrodescendientes en Colombia, tiene su origen en las luchas reivindicativas que 

estas comunidades, especialmente indígenas, lideraron a través de la historia. 

La conquista y colonización europea del continente americano a partir del siglo XVI modificó 

de forma significativa la relación que los pueblos originarios habían establecido con el 

territorio. Habitaban estas tierras que hoy conforman el país llamado Colombia múltiples 

sociedades y culturas, de diversidad lingüística, simbólica y de organización social y política 

configurada en cacicazgos, capitanías y parcialidades (Langebaek, 1992 en ONIC, 1995 p. 

3); distribuidas de manera desigual a lo largo y ancho del espacio a partir de las diferentes 

zonas de vida, muchas de ellas asociadas a grandes ríos como el Magdalena, Cauca, Atrato, 

Darién, Sinú, y San Jorge. Estos pueblos, entre los que se encontraban los Tairona, Arawak, 

Caribes, Muiscas y Zenú, ñformaban parte de largas tradiciones regionales que 

paulatinamente forjaron su propia identidad socio-cultural, no obstante, los diversos procesos 

de intercambio e interacción económica, social y simbólicaò (ONIC: 1995, p. 3) conformando 

unas primeras geografías indígenas originarias del continente. 

Durante el proceso de colonización los pueblos indígenas fueron objeto de segregación 

espacial producto del exterminio de una amplia población indígena, el saqueo de territorios 

ancestrales y el sometimiento de los gobiernos locales, lo cual causó una alta fragmentación 

social y organizativa a partir del control territorial por parte de los europeos y el exilio de las 

comunidades originarias hacia otras zonas a pesar de la resistencia indígena. 
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Con la fundación de ciudades y poblados como parte de la estrategia de poblamiento español, 

se dio paso a una nueva forma de ocupación territorial, asociada al asentamiento de los 

conquistadores y sus huestes, la repartición de tierras según un ñordenò jerárquico pre-

establecido y la legitimación de otras formas de posesión como la propiedad pública y 

privada. El diseño urbano de estos territorios trasladaría el nuevo orden social a la realidad 

física (Rama, 1984) mediante la re-distribución y re-significación cultural del espacio. 

La creación de instituciones como la encomienda, el repartimiento, y la mita minera y urbana, 

fueron el mecanismo mediante el cual subordinaron los indígenas y les exigieron pago de 

tributos y la realización de trabajos forzados en minas, haciendas y ejidos. Producto de estas 

prácticas, el desarraigo y la aparición de nuevas epidemias, hubo una significativa 

disminución de la población indígena, lo cual quiso ser subsanado mediante la aplicación de 

medidas proteccionistas por parte de la corona como la Ordenanza de 1528 que prohíbe los 

servicios personales para los indígenas, las llamadas Leyes Nuevas de 1542 para el buen 

tratamiento y conservación de los indios, y la declaración de los indígenas como ñvasallos 

libresò permitiendo ñla esclavización solo mediante la declaración de la guerra justa, un 

recurso legal que lejos de proteger a los indígenas, garantizó su sujeción a la corona y al 

cristianismoò (DNP, 2004 p. 36). 

Como respuesta a la necesidad de nueva mano de obra, el régimen colonial importó población 

africana en condición de esclavos para asumir dichas labores en favor del proyecto español.  

Esta nueva población estuvo inicialmente condicionada a la voluntad de los esclavistas y las 

zonas de explotación de las tierras del litoral Caribe, las zonas mineras, y los valles cálidos 

interandinos. Sin embargo, años más tarde durante el proceso de liberación producto de la 

resistencia, compra y manumisión, desarrollaron diversas relaciones de convivencia y 
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conflicto territorial con algunos pueblos indígenas, y se asentaron en los bosques tropicales 

y húmedos del litoral Pacífico mediante una ocupación homogénea en comunidades 

alrededor de las cuencas y costas. En la región Andina donde antes explotaban oro, sal y 

ejecutaban trabajos agrícolas, conformaron comunidades de agricultores que fueron 

desarrollando un fuerte sentido de pertenencia y arraigo con el territorio (Ibíd. p. 36). 

Para el caso de las comunidades afrodescendientes se presenta una discontinuidad en la 

historia de ocupación del territorio ancestral, toda vez que la migración forzada de la 

población africana hacia el continente americano y su condición de esclavitud que significó 

un proceso permanente de fragmentación cultural y organizativa, fueron determinantes en el 

proceso de asentamiento en tierras aledañas a las zonas de trabajo, minería y otros factores 

producto de la interacción con la sociedad dominante y el nuevo territorio. Sin embargo, estas 

comunidades en el proceso de re-construcción de su identidad, reivindican como parte de su 

cultura formas propias de habitar, significar el territorio y establecer relaciones sociales de 

tipo comunitario. 

La colonia se erigió como una sociedad estratificada, en la cual fue determinante la 

pertenencia étnica para la adquisición y goce de derechos, entre los cuales estaba el derecho 

al territorio. La estructura dominante de esta época se encontrada basada en la diferenciación 

de clases sociales a partir de su origen (blanco-europeo, criollo, mestizo, mulato, indígena, 

negro o zambo) y función dentro de esta sociedad como funcionarios, comerciantes, 

religiosos, encomenderos etc. Cada sector contaba con un grado de poder sobre el territorio, 

excepto los indígenas y negros esclavizados que brindaban tributo a la clase dominante, 

prestaban servicios personales y trabajaban de manera forzada en las minas y plantaciones 

(Ibíd. p. 36).   



15 
 

Si bien con la Independencia y la conformación de la República se eliminaron parte de las 

medidas de explotación y subordinación de los indígenas, trajo pocos cambios en lo referente 

al reconocimiento de territorios ancestrales y la valoración de estas comunidades y su cultura 

como parte fundamental en la construcción de país. Los gobiernos republicanos desarrollaron 

sobre la base de ideas liberales y universalistas ñuna sistemática acción para liquidar el 

régimen comunal de los resguardos de indígenas, dividir las tierras y crear una población 

propietariaò (Ibíd. p. 39). Gran parte de los resguardos fueron disueltos con el propósito de 

rematar sus tierras, declarados vacíos o fueron reducidos gracias a la expansión de los 

municipios sobre las tierras colectivas. 

Sumado a esta misión divisionista que fragmentó una vez más los territorios ocupados por 

los ind²genas, se adoptaron medidas ñproteccionistasò orientadas a la incorporaci·n de esta 

población a la civilización, especialmente aquellas que habitaban las tierras bajas, de selva y 

sabana, alejadas de los centros urbanos. En este sentido fue clave el proceso de cristianización 

de los indígenas, el cual se desarrolló como ñun proyecto cultural-nacional civilizador basado 

en la escolarización y la enseñanza del castellano, el cristianismo y algunas prácticas 

económicas como la ganaderíaò (Ibid. p. 39). Dicha estrategia permitió afianzar la soberanía 

nacional en zonas con poca presencia del Estado y en poblaciones que se resistían a su 

integración. 

La movilización social y resistencia de las comunidades étnicas por la defensa de sus 

territorios ha sido fundamental para la evolución de las políticas y los avances legislativos 

referentes al tema de tierras y el reconocimiento político, social e institucional de esta 

población.  
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Para finales del siglo XIX y principios del siglo XX Colombia ya contaba con una 

normatividad referente al tratamiento de los territorios indígenas. Durante esta época se 

expidieron una serie de normas como la Ley 89 de 1890 que ordenaba y orientaba la manera 

como debían ser gobernados ñlos salvajesò y su reducción a la vida civilizada, pero a pesar 

de conservar un corte integracionista, estableció la figura de cabildo como forma organizativa 

y de autoridad de estas comunidades y el resguardo como propiedad colectiva indígena. Esta 

y otras normas posteriores fueron motivo de rebelión social, pero también brindaron 

herramientas jurídicas al movimiento indígena, principalmente el liderado por Manuel 

Quintín Lame para la devolución de sus tierras. 

Para Nury Yagari, mujer del pueblo Embera Chamí:  

La normativa que se da en el reconocimientos de los derechos son conquistas 

históricas y reivindicaciones políticas que el movimiento indígena a nivel nacional ha 

hecho desde la época de la Colonia para acá sobre todo con ese contraste que se tiene 

que en un momento se reconoció la figura que se llamó resguardo que hoy por hoy 

nosotros le hemos dado una connotación distinta a la figura que se creó en ese 

momento y no fue por hacer un beneficio a los indígenas o por reconocer un territorio 

o un pueblo indígena X o Y, sino porque era un mecanismo de explotación económica 

que tenía la corona española en ese momento (N. Yagari. comunicación personal 11 

de mayo de 2017). 

Durante los años 70 las reivindicaciones étnicas emergieron y se fortalecieron como reacción 

a diversas situaciones de presión sobre los territorios indígenas producto de la violencia, la 

apropiación y explotación de la tierra por parte de terratenientes, la apertura de fronteras y la 
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modernización de los países latinoamericanos (Ulloa, 2004). En este sentido, ñlos 

movimientos ind²genas empezaron a tener mayor incidencia pol²tica (é) por ser actores con 

capacidad de acción y con poder para la reconfiguración de concepciones nacionales de 

identidad, desarrollo, democracia y naturalezaò (Ibíd., p 19). 

Con su participación en el movimiento por la tierra que dio paso a la creación de la 

Asociación de Usuarios Campesinos ïANUC-, y posteriormente de manera autónoma desde 

el Concejo Regional Indígena del Cauca ïCRIC-, la Organización Nacional Indígena de 

Colombia ïONIC-, las Autoridades Indígenas de Colombia ïAICO- y otras organizaciones 

independientes, los indígenas reivindicaron más que el derecho a la tierra, el derecho al 

territorio: ñUn pedazo de tierra le sirve a una familia, pero un territorio es la condición para 

la existencia de un puebloò (Salazar, 2000 p. 2). 

De acuerdo con Astrid Ulloa (2004): 

Las acciones políticas de los movimientos indígenas de ese entonces ayudaron a 

cambiar las políticas nacionales y a crear programas especiales en el ámbito nacional, 

que permitieron mayor participación de los indígenas y un cierto grado de autonomía 

en sus territorios (p. 30).  

En este sentido, el proceso organizativo y de movilización social fue fundamental para las 

reformas legislativas y constitucionales que años más tarde incorporaron la discusión por 

derechos de las comunidades étnicas y la necesidad urgente de proteger la diversidad cultural 

del país. 

El Convenio número 169 adoptado en 1989 por la 76a. reunión de la Conferencia General de 

la Organización Internacional del Trabajo (OIT), estableció, como instrumento internacional, 
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un referente en materia de protección de los derechos fundamentales de los pueblos indígenas 

y tribales en países independientes: ñLos gobiernos deberán asumir la responsabilidad de 

desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y 

sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su 

integridadò (OIT, 1989 Articulo 2). Con su aprobación en el país mediante la Ley 21 de 1991 

el gobierno colombiano garantizaría ñla plena efectividad de los derechos sociales, 

económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus 

costumbres y tradiciones, y sus institucionesò (Ley 21, 1991 Articulo 2).  

Con esta ley se daría especial importancia a la relación de estos pueblos con el territorio y su 

carácter colectivo, a través del reconocimiento por el derecho de propiedad y de posesión 

sobre las tierras que tradicionalmente ocupaban, además de la apropiación y uso de otras 

tierras donde se desarrollan sus actividades tradicionales y de subsistencia (Ibíd. Artículo 

14). 

Otro acontecimiento en el año 1991 sería fundamental para estas comunidades. La Asamblea 

Nacional Constituyente convocada este año para promulgar una nueva constitución para el 

país, contó con la participación del movimiento indígena (ONIC y AICO) en representación 

de los pueblos y comunidades étnicas de Colombia, al igual que el movimiento armado 

indígena Quintín Lame quien participo en el debate más no en la votación. Mediante este 

proceso: 

Los indígenas lograron el reconocimiento de sus derechos como pueblos indígenas y 

en especial los territorios como entidades territoriales de la nación; allí jalonaron el 
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reconocimiento de los derechos de las comunidades negras y de los raizales de las 

islas de San Andrés, Providencia y Santa Catalina (Salazar, 2000 p. 2-3 )  

La nueva Constitución Política de Colombia definiría los territorios indígenas como parte de 

su organización territorial bajo la figura de Entidades Territoriales, la cual otorgaría 

autonomía política y administrativa para la gestión de sus intereses como pueblos, gobierno 

propio, control territorial, y su participación en las rentas nacionales (Constitución Política 

de Colombia, 1991 art. 281).  

El proceso de titulación de tierras y su constitución como resguardos se iniciaría nuevamente 

con la creación del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino a 

través de la Ley 60 de 1994, la cual delegaría la competencia de la asignación y la 

adjudicación de tierras a comunidades indígenas al Instituto Colombiano de Reforma Agraria 

ïIncora-, el manejo de baldíos que constituyan el hábitat de estas comunidades y la 

reestructuración y ampliación de los resguardos de origen colonial. Con el Decreto 2164 de 

1995 se reglamentaria el procedimiento para la dotación y titulación de tierras indígenas y en 

el 2003 se le asignaría esta función al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural ïIncoder- 

que hasta el 2015, año en que este último fue liquidado por el gobierno nacional, avanzaría 

tímidamente con los tramites de titulación. 

Por otro lado, de acuerdo con Zapata (2010) en la actualidad el concepto de resguardo 

indígena:  

[Es] adoptado como parte de la territorialidad indígena, que afirma las dinámicas 

históricas y culturales que han prevalecido en el pensamiento de los pueblos 

indígenas, y que han sido significativas en la construcción de la identidad del territorio 
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y las relaciones con la vida, mediante los principios tradicionales transmitidos de 

generación en generación y mantenidos en la actualidad como parte del legado 

ancestral que gobierna las complejas relaciones con el territorio (p. 39). 

Para el caso de las comunidades negras, mediante el Artículo transitorio 55 se estableció la 

necesidad de avanzar en la expedición de una ley que legitimara  ñel derecho a la propiedad 

colectivaò sobre las §reas ñbald²asò que han venido ocupando; lo cual se materializa a¶os 

después con la expedición de la Ley 70 de 1993, donde además de reconocer  su derecho al 

territorio, definiría ñmecanismos para la protección de la identidad cultural y de los derechos 

de las comunidades negras de Colombia como grupo étnico, y el fomento de su desarrollo 

económico y socialò (Ley 70 de 1994, art 1). Años más tarde se reglamentaría el capítulo III 

de esta ley y se adoptaría el procedimiento para la constitución de Consejos Comunitarios 

como máxima autoridad de administración interna dentro de las Tierras de las Comunidades 

Negras y la titulación de sus territorios mediante el Decreto 1745 de 1995. 

Si bien es necesario diferenciar el proceso organizativo afrodescendiente e indígena, la 

movilización de las comunidades tuvo un especial efecto en el reconocimiento de estos 

derechos: 

El movimiento nacional afro fue el que direccionó todo el tema de reconocimiento 

constitucional y legal pues incluyó en esas luchas o esas discusiones que dieron ante 

los entes estatales y judiciales, en este caso las cortes, que se incluyera el 

reconocimiento de las comunidades no solamente desde su figura organizativa sino 

desde  el acceso al territorio su identidad cultural y pues en ese orden de ideas esos 
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resultados que generó esa lucha  hoy día llega al territorio y desde ahí se comienzan 

a gestar las dinámicas locales. (E2. comunicación personal 17 de febrero de 2017). 

Los territorios colectivos de car§cter ®tnico llamados ñTierras de las Comunidades Negrasò 

o ñResguardosò para las comunidades ind²genas, se definen desde el marco jur²dico nacional 

como aquellas áreas que son poseídas en forma regular y permanente por una comunidad, 

parcialidad o grupo (Decreto 2164 de 1995), y se reconocen como el asentamiento histórico 

y ancestral de estas comunidades para su uso colectivo, que constituyen su hábitat, y sobre 

los cuales desarrollan sus prácticas sociales, económicas y culturales tradicionales (Ley 70 

de 1993). 

 

Figura 1. Territorio Colectivo del Consejo Comunitario de Pueblo Nuevo, Zaragoza 

Fuente: archivo personal 
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Si bien a la fecha se ha avanzado en la titulación de tierras de las comunidades negras y 

resguardos indígenas1 como el territorio colectivo Pueblo Nuevo que se observa en la 

Figura1, el reconocimiento de los territorios ®tnicos, sean o no constituidos ñlegalmenteò, los 

reviste de derechos y un especial manejo por parte de las autoridades municipales, 

departamentales y nacionales por tratarse de comunidades étnicas asentadas en el territorio 

nacional y protegidas por la Constitución.  

De igual forma, al tener un gobierno propio, ya sea desde la figura de cabildo para los pueblos 

indígenas y sus autoridades tradicionales, o los consejos comunitarios de las comunidades 

afro cuya función principal es administrar su territorio2, permitiría a estas comunidades gozar 

de suficiente autonomía para la toma de decisiones al interior de sus territorios y en su 

relacionamiento con las demás entidades territoriales.  

Esto ha sido manifestado a través de la jurisprudencia3 de la Corte Constitucional en lo 

referente al derecho de propiedad colectiva de las comunidades indígenas y 

afrodescendientes sobre el territorio que han ocupado ancestralmente, lo cual exige una 

protección constitucional preferente, y reitera: 

La importancia de ampliar el concepto de territorio de las comunidades étnicas a nivel 

jurídico, para que comprenda no sólo las áreas tituladas, habituadas y explotadas por 

la comunidad, por ejemplo, bajo la figura de resguardo, sino también aquellas que 

constituyen el ámbito tradicional de sus actividades culturales y económicas, de 

                                                           
1 Según reportes del Incoder (2015) entre el periodo de 1966 a 2015 se han titulado en el país al alrededor de 733 resguardos 

indígenas (Fuente: memorias taller relacionamiento Estado - pueblos ind²genas ñCriterios orientadores para el ordenamiento 

ambiental territorial entre autoridades ambientales y autoridades ind²genasò 2015).   
2 Ley 21 de 1991, Ley 70 de 1993. 
3 Sentencias T-188 de 1993, T652 de 1998, T-079 de 2001, SU383 de 2003, C-030 de 2008, T-909 de 2009, T-547 de 

2010, T-433 de 2011, T-009 de 2013, T009-2013 
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manera que se facilite el fortalecimiento de la relación espiritual y material de estos 

pueblos con la tierra y se contribuya a la preservación de las costumbres pasadas y su 

transmisión a las generaciones futuras (T-009-2013 en Decreto 2333 de 2014 

Considerandos).  

Mediante el Decreto 2333 de 2014 se establecieron los mecanismos para la efectiva 

protección y seguridad jurídica de las tierras y territorios ocupados o poseídos ancestralmente 

y/o tradicionalmente por los pueblos indígenas de conformidad con el pronunciamiento de la 

Corte Constitucional y como respuesta a las demandas por la amenaza creciente de estas 

comunidades al no poseer resguardo. El procedimiento para adoptar las medidas de 

protección de la posesión de territorios ancestrales y/o tradicionales, las cuales serían 

ejecutadas por el Incoder, requeriría la identificación, delimitación, levantamiento de 

información y demarcación a solicitud de cada comunidad u organización indígena. 

Asimismo, quedarían prohibidas las adjudicaciones de baldíos donde estén establecidas estas 

comunidades a no ser que estuvieran destinadas a la constitución y ampliación de resguardos 

indígenas, y las áreas que ya hubieran sido tituladas a particulares serian revocadas por 

traslapar estos territorios.  

A pesar de constituirse como un mecanismo válido y necesario para la garantía de los 

derechos de las comunidades étnicas, en este caso indígenas, el Estado ha manifestado su 

poca capacidad para la aplicación de la normatividad concerniente al reconocimiento de 

comunidades étnicas, sus territorios tradicionales y la adjudicación de títulos colectivos, lo 

cual ha llevado al incremento de conflictos por el uso de la tierra y el grado de vulnerabilidad 

de estas comunidades por no contar con un territorio reconocido legalmente donde fuera 

posible ejercer su autoridad y jurisdicción especial. 
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En este contexto, a pesar de que la Constitución Política de Colombia de 1991 reconoció la 

diversidad cultural como uno de los principios constitutivos de la Nación y su protección 

como una de las principales obligaciones del Estado. En la actualidad, 

La diversidad cultural sigue amenazada gravemente, no sólo por la persistencia de 

situaciones estructurales de discriminación que tradicionalmente han afectado a los 

grupos étnicos, sino por desafíos contemporáneos derivados de la exposición de sus 

territorios y comunidades a las dinámicas del conflicto armado, y más recientemente 

a la influencia de grandes proyectos económicos e industrias extractivas (Gaitán, 2012 

p.7). 

La titulación de tierras no sería el único problema a resolver por parte de estas comunidades. 

Si bien se han presentado avances legislativos en esta materia, el Estado debe garantizar la 

autonomía como pueblos en su integralidad con la protección y promoción de sus pilares 

fundamentales: derecho a gobierno propio, derecho a definir las prioridades del desarrollo 

propio representado en sus planes de vida y de etnodesarrollo; derecho a la justicia propia, y 

derecho a la consulta previa de modo que puedan hacer parte en la toma de decisiones de 

política pública y su implementación como sujetos colectivos de derecho  (Presidencia de la 

Republica, 2012). 

Desde el Plan de Desarrollo Nacional 2010-2014 el gobierno nacional definió dentro de los 

factores de crecimiento económico el sector minero-energético debido a su potencial para 

atraer capital extranjero a costa de la explotación de los recursos naturales y minerales:  

La quinta locomotora de crecimiento es el sector minero-energético. Es innegable que 

este sector es y será en los próximos años uno de los ejes centrales de la economía 
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colombiana. Las actividades de exploración y explotación de petróleo en el país se 

han disparado en los últimos años y contamos con una inmensa riqueza minera, 

especialmente carbonífera (PND 2010-2014 p. 208).  

Con el desarrollo de programas que permiten atraer mayores flujos de inversión privada 

compitiendo con una laxa regulación ambiental y social, y con pocos requerimientos por 

parte del gobierno, en las diferentes regiones del país se ha incrementado la implementación 

de proyectos extractivos como hidroeléctricas, extracción de hidrocarburos y minerales, entre 

otros-, los cuales condicionan y propician una serie de transformaciones territoriales que 

afectan los ecosistemas y el hábitat de sus pobladores, además de generar cambios en las 

dinámicas culturales y socio espaciales.  Dichas transformaciones entrarían en conflicto con 

los valores sociales y modos de vida tradicionales de las comunidades, destruyendo formas 

y relaciones productivas sustentables y propiciando la fragmentación de los territorios con 

graves impactos al interior de los pueblos. 

Esto es un escenario común para las comunidades étnicas del Bajo Cauca antioqueño: 

En el tema específico con comunidades afro en donde más se vulnera el tema es con 

el tema de la minería donde básicamente a veces la gente desconoce que hay un 

consejo comunitario, que hay un reglamento interno, que hay unas acciones definidas 

o planificadas para el territorio y las mismas comunidades a veces por cualquiera que 

sea la razón no tienen la capacidad de decirle al que llega ñmire que es que aquí 

tenemos un territorioò. Entonces la gente a veces tiene la concepción que el territorio 

es de nadie y además de eso muy pocos casos las mismas familias de algunos consejos 

permiten ese tipo de cosas y eso se convierte en una vulneración porque el solo hecho 
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que una persona se niegue a que no haya minería en el territorio ya genera unas 

consecuencias [é]. (E2. comunicación personal 17 de febrero de 2017). 

En este contexto, la defensa del territorio y la pervivencia cultural se convirtió en una 

prioridad para las comunidades étnicas y sus organizaciones. La reivindicación de sus 

derechos fundamentales obligó al Estado colombiano implementar medidas para garantizar 

la consulta previa para las comunidades indígenas y afrodescendientes que podrían verse 

afectadas con la implementación de obras, proyectos o actividades en sus territorios, y la 

toma de medidas legislativas o administrativas que puedan vulnerar la autonomía y su 

desarrollo propio. 

La ratificación del Convenio 169 de 1989 de la OIT en el país mediante la Ley 21 de 1991 

se reconoció la necesidad de promover la participación política de estas comunidades en la 

toma de decisiones que afecten sus territorios, y con la expedición de una serie de normas 

como el Decreto 1320 de 1998 mediante el cual el Ministerio del Interior reglamenta la 

consulta previa con las comunidades indígenas y negras para la explotación de los recursos 

naturales dentro de su territorio; la Directiva Presidencial N° 1 de 2010 ñque garantizan el 

derecho a la consulta previa de los grupos étnicosò y la Directiva Presidencial N° 10 de 2013 

que ñestablece la guía para la realización de la consulta previaò, y el más reciente Decreto 

2613 de 2013 el cual delega obligaciones a las instituciones públicas, privadas y civiles 

garantes de este derecho; el gobierno nacional manifiesta su pretensión de avanzar en la 

gestión del desarrollo siendo consecuentes con el proceso de reconocimiento de estas 

comunidades, sin embargo debido a la poca capacidad del Ministerio del Interior4 para 

                                                           
4 Ver Decreto 2893 de 2011 por el cual se delegan funciones en materia de consulta previa al Ministerio del Interior. 
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atender las demandas territoriales en esta materia y producto de la alta y cada vez más 

creciente intervención de obras civiles de carácter nacional y de proyectos extractivos, ha 

sido necesaria la intervención de las organizaciones sociales y movimientos políticos 

reunidos alrededor de la problemática ambiental y social que afecta las comunidades 

indígenas y afrodescendientes: 

ñ[é] Hoy no s·lo somos atropellados por quienes detentan el poder en la naci·n y 

los actores armados, sino también por quienes representan intereses de las 

multinacionales de la minería, madera, petróleo, biodiversidad y farmacéutica, que 

tienen interés sobre nuestros territorios, las cuales intentan generar la guerra en los 

mismos, culpabilizarnos y desplazarnos, para que no exijamos ningún derecho. En 

este momento, por ejemplo, está cursando en el Congreso un proyecto de ley 

presentado por el gobierno, de Desarrollo Rural, en el cual se plantea el desmonte de 

todos nuestros derechos territoriales [é]ò  

Comunicado de la ONIC, con motivo de la conmemoración del 12 de octubre, en Revista Etnias y 

Política (2007)5. 

La Corte Constitucional, en defensa de los derechos territoriales y culturales de las 

comunidades étnicas del país y la ausencia de garantías para su aplicación, se ha visto 

obligada a intervenir ñdeclarando inexequibles leyes prioritarias para el modelo de desarrollo 

propuesto por los gobiernos, tales como: la Reforma del Código Minero, la Ley de Desarrollo 

Rural y la Ley de Desarrollo Forestalò (Gaitán, 2012 p. 7). En lo que concierne a las 

                                                           
5 Bastidas, E. (2007) Territorios indígenas y Proyecto de Desarrollo Rural. Revista Etnias y Política. Bogotá: Ediciones 

Antropos.  
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actuaciones legislativas y administrativas, especialmente las que involucran el uso, manejo y 

aprovechamiento de recursos naturales o que son decisorias para su desarrollo propio, ñla 

declaratoria de inexequibilidad de varias leyes por parte de la Corte Constitucional a causa 

del incumplimiento de estos requisitos, es un indicador incontrovertible de la ausencia de una 

institucionalidad y una voluntad política acorde con el compromiso de naciónò (Ibíd., p. 9). 

De acuerdo a lo anterior, es necesario hallar otros mecanismos o instrumentos que 

contribuyan a la defensa de los territorios étnicos garantizando su inserción en las políticas 

de Estado como parte de la estructura territorial y funcional de la nación, pero conservando 

su autonomía administrativa local y regional, de modo que responda a los intereses y 

necesidades de los pueblos que habitan estos territorios. 

 

1.2.Los ámbitos de la planificación territorial  

 

La planeación en Colombia, materializada en el ordenamiento territorial para la 

administración y la gestión del desarrollo, debe concebirse como un ejercicio integrador que 

permita establecer y visibilizar otro tipo de organización político-administrativa del país 

acorde con las nuevas geografías y dinámicas que emergen de los procesos locales y 

regionales.  

De conformidad con la Constitución Política de Colombia de 1991, el territorio nacional se 

encuentra conformado por entidades territoriales reconocidas como los departamentos, los 

distritos, los municipios y los territorios indígenas, a las cuales se les confiere autonomía para 

su administración y gobierno, y la capacidad de gestionar sus prioridades e intereses. No 
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obstante, la característica más importante de las entidades territoriales es que la ley le otorga 

las competencias necesarias para definir su modelo de desarrollo mediante instrumentos de 

planeación como los Planes de Desarrollo y los Planes de Ordenamiento Territorial, siempre 

y cuando cumplan con los principios de coordinación y concurrencia con la nación. 

En este sentido es necesario resaltar la importancia que en el marco de la descentralización 

territorial del Estado se ha dado a los municipios como ñentidad fundamental de la división 

político-administrativaò (Trujillo, 2007 p. 201), y como ñcélula básica del sistema de 

planificación y del ordenamiento territorialò (García, 2010 p. 9), fundamentado en la Ley 

Orgánica de Ordenamiento Territorial 1454 de 2011, y en la Ley 388 de 1997 mediante la 

cual se brindan los principios, las herramientas y las disposiciones necesarias en materia de 

regulación territorial para orientar su transformación desde la gestión público y privada del 

suelo para el desarrollo urbano (García, 2010). 

De acuerdo a lo anterior, el ordenamiento territorial se concibe más allá de la identificación, 

distribución, organización y regulación de las actividades humanas en un determinado 

territorio equivalente a la ñordenación de los usos del sueloò (Gómez, 2001 p. 29), la 

ordenación del territorio ñdebe interpretarse como la proyección en el espacio de las políticas 

económicas, social, cultural y ambiental de una sociedad, y el sistema territorial, como el 

resultado de aquellasò (Ibíd., p. 30).  

En Colombia, si bien se ha avanzado en la elaboración de los Planes de Ordenamiento 

Territorial por parte de los municipios siguiendo los requerimientos que por ley pretenden 

garantizar los principios de sostenibilidad y equidad de las áreas urbanas y rurales, estos son 
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asumidos como simple medidas regulatorias para el uso del suelo principalmente urbano, 

desvirtuando el propósito principal del proceso de ordenación, el cual debe:  

Propiciar la gestión compartida del territorio, consciente de las limitaciones y 

potencialidades del mismo y con miras a un modelo preestablecido de ocupación y 

utilización, que más allá de fundamentar una normativa, debe trascender hacia la 

realización de los proyectos y cambios en la ocupación del territorio, lo cual involucra 

a toda la sociedad e implica un acuerdo sostenible entre todos los sectores que la 

componen (García, 2010 p. 9). 

Otro aspecto que ha condicionado las prácticas de la planeación, es que a pesar de 

fundamentarse en la distribución equitativa de los beneficios del desarrollo, bajo las 

condiciones del neoliberalismo se ha creado todo un marco institucional que favorece el libre 

mercado, la inversión privada y ñla especialización territorial o aprovechamiento de las 

ventajas competitivasò (Brand, 2009 p. 19), lo cual se ve reflejado en las políticas locales, 

regionales y nacionales de desarrollo territorial y en la ñproducción de diferencias 

geográficasò (Ibíd., 2009). En este contexto son las administraciones municipales quienes 

deben incorporar, en el marco de los procesos de globalización, estrategias para competir en 

los mercados globales a costa del incremento de la inequidad territorial, especialmente en las 

áreas rurales que han sido apartadas significativamente de los procesos de planificación. 

En este marco de actuación, la ley tampoco ofrece las competencias respectivas que se deben 

tener para y con los territorios étnicos. Rave (2005) plantea que los ñPlanes de Ordenamiento 

Territorial desarrollados y la normativa que los estructura hasta el momento han tenido un 

enfoque urbano y han dado un papel pasivo al espacio rural en el cual se incluyen los 
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resguardos ind²genasò (p. 18). Por otro lado, de acuerdo con Porras (2013) existe una fisura 

que en el marco legal en lo referente a las competencias en materia de ordenamiento territorial 

que tienen estas comunidades otorgándoselas a otras entidades territoriales (p. 58.). 

El artículo 7. de la Ley 388 de 1997 que otorga las ñCompetencias en materia de 

ordenamiento territorioò establece que: 

Al nivel departamental le corresponde la elaboración de las directrices y orientaciones 

para el ordenamiento de la totalidad o porciones específicas de su territorio, 

especialmente en áreas de conurbación con el fin de establecer escenarios de uso y 

ocupación del espacio de acuerdo con el potencial óptimo del ambiente y en función 

de los objetivos de desarrollo, potencialidades y limitantes biofísicos, económicos y 

culturales; definir políticas de asentamientos poblaciones y centros urbanos en 

armonía con las políticas nacionales, de tal manera que facilite el desarrollo de su 

territorio; orientar la localización de la infraestructura física-social de manera que se 

aprovechen las ventajas competitivas regionales y se promueva la equidad en el 

desarrollo municipal, concertando con los municipios el ordenamiento territorial de 

las áreas de influencia de las infraestructuras de alto impacto; integrar y orientar la 

proyección espacial de los planes sectoriales departamentales, los de sus municipios 

y territorios indígenas, en concordancia con las directrices y estrategias de desarrollo 

regionales y nacionales. 

Este artículo es declarado inexequible por la Sentencia 795 de 2000 de la Corte 

Constitucional toda vez que se demandó su carácter de Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial y en lo referente a territorios indígenas y ñotros colectivosò expone que ñel tema 
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territorial y la distribución de competencias para su ordenación y desarrollo, afecta en grado 

superlativo a las comunidades indígenas cuyas culturas y cosmovisiones, como se sabe, 

plantean un profundo e inescindible arraigo con la tierraò. Por lo tanto, al ser una ley 

ordinaria, no puede ocuparse de las comunidades indígenas asentadas dentro de los límites 

de las entidades territoriales existentes o de las que en el futuro se establezcan como si debe 

de hacerlo la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial. De acuerdo a esta sentencia:  

Cuando está en juego la autonomía y la forma histórica de vida y de organización de 

personas y grupos - como ocurre con las comunidades indígenas y otros colectivos, 

se percibe con mayor nitidez que las competencias vinculadas a la función de 

ordenación y desarrollo del territorio, tienen una entidad y una relevancia tan 

significativas que su debate y posterior definición deben necesariamente ostentar el 

rango y atención asociados a las leyes orgánicas (Corte Constitucional, Sentencia 795 

de 2000). 

En conclusión, esta ley no ofrece las disposiciones suficientes para el tratamiento de los 

territorios étnicos dentro de los procesos de Ordenamiento Territorial ni se consideraría 

dentro de sus competencias, lo cual se trasladó a la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial 

que sería expedida en el año 2011 y como se verá más adelante, tampoco le haría el abordaje 

respectivo de acuerdo a lo establecido por la Constitución Política de Colombia y lo anterior 

expuesto. 
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Figura 2. Panorámica Resguardo indígena Pablo Muera, Zaragoza. 

Fuente: Archivo Personal 

Por otro lado, los territorios étnicos ubicados en su mayoría en las periferias y baldíos de la 

nación, como el resguardo indígena Pablo Muera que se observa en la Figura 2, constituyen 

áreas inexploradas por los procesos de ordenamiento territorial a la luz de la normatividad 

que faculta a las entidades territoriales para desarrollar dichos ejercicios. Si bien el Decreto 

3600 de 2007 reglamenta lo concerniente al ordenamiento del suelo rural, especialmente en 

la definición de categorías del suelo rural de los municipios para su desarrollo restringido y 

la protección de áreas de importancia ambiental y de potencial productivo, industrial o de 

parcelación, este decreto conserva una lógica urbana, homogeneizadora, y que desconoce 

otros procesos que tienen lugar en la ruralidad profunda, por lo tanto no brinda las 

herramientas necesarias para la incorporación efectiva y/o articulación de territorios de 
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carácter étnico al ordenamiento territorial municipal, principalmente aquellos que no han sido 

titulados.  

De acuerdo a lo anterior, la normatividad actual no establece mecanismos claros para el 

ordenamiento territorial de territorios étnicos, toda vez que: 

La Ley 388 de 1997 se refiere en gran medida a las zonas urbanas, allí se desconoce 

la consulta a los pueblos y no se menciona ni se plantea la definición de las Entidades 

Territoriales Indígenas, estancándose el ordenamiento territorial indígena y obligando 

los municipios a tener una relación de sus planes de desarrollo con el plan de 

ordenamiento territorial. El único mecanismo que surge como mecanismo de defensa 

cultural son los planes de vida, como una acción de autonomía sobre su futuro y una 

forma de control sobre su territorio (Rave 2005 p. 18). 

Contrariamente a lo dispuesto por la Constitución Política de 1991 que otorgó a los territorios 

indígenas la categoría de Entidades Territoriales, y teniendo en cuenta que los territorios 

colectivos de comunidades negras así como los resguardos poseen autonomía administrativa 

y territorial, como se afirmó anteriormente el Estado colombiano no ha definido las 

competencias ni procedimientos que les permita ejecutar procesos de ordenamiento territorial 

que contribuyan a establecer su propio modelo de desarrollo acorde con su cultura y con sus 

formas de apropiación y significación del territorio. 

Si bien para el caso de los resguardos indígenas existe una destinación de recursos 

provenientes de los Ingresos Corrientes de la Nación y Sistema General de Participación, el 

Decreto 1386 de 1994 condicionó que dicha participación dependía de las alcaldías para su 
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administración. Esto se debe a que a la fecha no se ha dado un funcionamiento real y efectivo 

a las Entidades Territoriales Indígenas ïETIS-. 

La Ley 1454 de 2011 por la cual ñse dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorialò 

omitió la reglamentación de las ETI´s conforme a lo establecido en el artículo 329 de la 

Constitución Política de Colombia, por lo tanto tres años más tarde se aprueba el Decreto 

1953 de 2014 producto del proceso de movilización indígena en el país con el fin de crear un 

régimen especial para que los Territorios Indígenas puedan ejercer funciones públicas para 

la administración de estos recursos y su ejecución definidos de manera autónoma por las 

comunidades.  

Con este decreto se darían importantes avances para el reconocimiento de la autonomía 

territorial, sin embargo Nury Yagari (comunicación personal, 11 de mayo de 2017), abogada 

Embera Chamí, argumenta que este decreto no es más que una medida administrativa 

fácilmente revocable, por lo tanto depende de voluntad política y solo se ve aplicable a la 

región del Cauca toda vez que responde a los procesos organizativos de esta zona por lo tanto 

es poco viable su aplicación en otras regiones del país. 

Asimismo, para Luis Eduardo Agudelo abogado experto en temas étnicos existen 

limitaciones para poner en funcionamiento las ETI´s toda vez que:  

ñSe presentan problemas político-administrativos, en términos electorales; por el 

conflicto armado y la ocupación territorial, dado que hay demasiados intereses en 

juego; y tercero por la negociación del acuerdo de paz (que incluye el tema de la 

gestión integral de la ruralidad), por lo tanto, nunca se ha dado la posibilidad de crear 
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las ETI´s teniendo en cuenta que esta medida reconfigura el mapa territorial actual 

afectando la estructura municipalò (comunicación personal 24 de junio de 2017). 

A esta situación se suma la baja capacidad administrativa de las organizaciones indígenas y 

la posibilidad de cumplir con los criterios que establece el mismo decreto.  

 

1.3. Región, territorio y desarrollo en el debate actual 

 

En el ámbito de los estudios urbano-regionales, los espacios o territorios que comparten 

características biofísicas, sociales o culturales constituyen una unidad de análisis para los 

procesos de la planificación urbana y rural, orientados hacia el desarrollo territorial a escala 

regional. 

En Colombia las diferentes escuelas y enfoques que han abordado el tema de la 

regionalización, han hecho uso de criterios que van más allá de meros elementos físicos para 

delimitar el espacio regional: homogeneidad geográfica, funcionalidad en cuanto a las 

relaciones que se establecen entre sus diferentes componentes (Gómez, 2001); y los procesos 

de configuración territorial concebidos como construcciones sociales (Ibarra, 2009). Fals 

Borda (1988), quien es uno de principales autores en materia de configuraciones territoriales 

de carácter regional, establece una concepción ecológica y sociocultural de Región, ñdefinida 

como aquel espacio o nicho ecológico que crea condiciones especiales de vida y sociedad 

que lo diferencian de sus vecinosò (p. 39). 
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En Antioquia, las regiones han sido objeto de delimitación, análisis e intervención por parte 

de diversos actores que han hecho uso de estos enfoques de acuerdo a sus propios propósitos 

e intereses en cuanto al proceso de integración local. 

Desde el contexto institucional-Estatal, el cual ha sido fundamental en la delimitación 

político administrativa del territorio Antioqueño, las sub-regiones6: 

Constituye(n) unidad(es) administrativa(s) básica(s) del nivel supramunicipal 

instaurada(s) por el Departamento para la planificación y administración del 

territorio, como agrupación de municipios configura un subsistema o espacio 

funcional para la organización y el manejo del territorio departamental. Aunque la 

subregión no responda plenamente a homogeneidades territoriales, ella constituye un 

espacio adecuado para adelantar procesos de planificación internos, aun considerando 

sus dinámicas de transformación y ajuste permanente en el marco del sistema 

territorial en que se encuentra inmersoò (Departamento Administrativo de Planeación, 

2002 p. 1-2).  

En este sentido, la planificación territorial es contemplada como una estrategia política 

promotora del desarrollo territorial a escala supramunicipal en la cual prevalecen las 

actuaciones del sector público.  

Otros actores han sido determinantes en la configuración de las regiones antioqueñas, 

principalmente por el relacionamiento con los gobiernos locales para la competitividad 

                                                           
6 Si bien el Departamento Administrativo de Planeación del Departamento de Antioquia hace uso del concepto de 

ñsubregi·nò producto del escalonamiento desde el orden nacional, en este texto se utilizar§ el concepto de regi·n como 

unidad de análisis territorial por su homogeneidad geográfica, funcionalidad y adscripciones culturales.  
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regional en favor del sector privado.  Si bien la consolidación de los centros urbanos mediante 

el mejoramiento de la infraestructura y la oferta de bienes y servicios ha posibilitado la 

integración con las áreas rurales de su influencia para la atención de la población, existe un 

mutuo beneficio económico y social que favorece el desarrollo económico y una mejor 

inserción de los territorios en el proceso de globalización (Departamento Administrativo de 

Planeación, 2006).   

Sin embargo, desde la base social emergen otros relacionamientos y formas de apropiación 

territorial que han propiciado nuevas configuraciones no solo asociadas a los asentamientos 

y su interrelación, sino también de las dinámicas culturales y socioespaciales producto de 

movilizaciones sociales y la reivindicación de su derecho al territorio. 

En este sentido, las regiones se conciben como espacios socialmente construidos, y por lo 

tanto se encuentran en permanente re-configuración. De acuerdo con Clara Inés García 

(1993) estos territorios constituyen ñunidades socioespaciales con dinámicas especificas e 

identidades culturales propias a partir de las cuales ellas pueden ser pensadas como contextos 

sociales globales, como marcos sociales relativamente autónomos en los que se definen 

conflictos, proyectos pol²ticos e identidades socialesò (p. 25). 

Para la comprensión de la problemática que fundamenta el debate actual sobre el 

reconocimiento de derechos étnicos y profundizar en el análisis de nuevas dinámicas 

territoriales asociadas a procesos identitarios y de movilización social en clave de región, es 

necesario realizar un acercamiento a los conceptos de territorio y desarrollo, y cuál es su 

relación. 
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Uno de los conceptos más amplios que se encuentran en la literatura e incluso en la 

normatividad actual es el de territorio, toda vez que por su carácter polisémico puede referirse 

a un ñespacio geográfico que define y delimita la soberanía de un poder políticoò (Echeverri 

2004, p. 260) lo cual  posibilita su administración y gobierno; ño a las tierras que han sido 

ocupadas y poseídas por pueblos y comunidades y que constituyen el ámbito tradicional de 

sus actividades sociales, económicas, culturales y espiritualesò (Decreto 2333 de 2014 

Articulo 3 ). Esta última definición nos acerca un poco más al sentido de territorio como una 

construcción social configurada históricamente partir de dinámicas identitarias (Zambrano 

2001, p. 20).  

Pero en esta multiplicidad de sentidos y significados asociados al concepto de territorio se 

reconoce que en el contexto del objeto de estudio este se asume como el producto o resultado 

de los ejercicios de territorialidad, entendida como el uso, control (y apropiación) del 

territorio en contextos histórico-geográficos específicos, con fines políticos, sociales y 

económicos (Agnew & Oslender 2010, p 195). Identificar la interrelación de ambos 

conceptos dado que ñla territorialidad es elemento constituyente del territorioò (Echeverría 

& Rincón 2000 p. 12), permite comprender que el territorio es producción constante, 

dinámico, cambiante y se encuentra en permanente configuración (Ibíd. p12). 

Hablar de territorialidades nos conduce al reconocimiento de ñidentidades colectivas que son 

movilizadas por el sentido de pertenencia al territorioò (Zambrano 2001, p. 19) y que 

coexisten en el espacio en un entrecruzamiento constante que deviene en re-configuración 

permanente del territorio. Por lo tanto, no es posible concebir un único tipo de organización 

político-territorial producto de la soberanía idealizada del Estado-nación (Agnew & Oslender 

2010, p. 193) que ejerce control y establece fronteras al interior del país; es necesario 
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reconocer que emergen desde lo local procesos de reterritorialización que desafían la 

autoridad hegemónica y trazan nuevos límites dentro del territorio nacional (Ibíd., p. 195). 

 

De acuerdo con Agnew & Oslender (2010) ñel reconocimiento oficial de los territorios negros 

e indígenas ha dado lugar ahora a la aprobación legal de una territorialidad diferencial a nivel 

subnacional que ha creado autoridades territoriales diferentes del gobierno nacional en el 

espacio del Estado-naciónò (p. 197). Si bien en Colombia se ha dado un proceso paulatino de 

re-organización territorial producto de este ejercicio, hay que tener presente ñla existencia de 

fuentes de poder y autoridad ejercidas por otros actores como grupos armados, guerrillas y 

paramilitares que disputan al Estado el control territorial afectando la estructura, 

funcionalidad, y sentidos del territorio, dejando como resultado un país fragmentadoò (Serge, 

2011 p.15). 

Podemos nombrar al menos tres causas asociadas a este fenómeno: la poca presencia del 

Estado y su baja capacidad para gobernar los confines del territorio nacional; la 

problematización de la identidad nacional y el surgimiento de identidades colectivas étnico-

territoriales; y la re significación del desarrollo a escala local y regional producto de la crisis 

global (Escobar, 2014). 

Por sus características fisicobióticas y socioculturales el territorio colombiano es un 

escenario complejo para ser gobernado desde una autoridad centralizada. El proceso de 

colonización deja evidencias que indican el esfuerzo que significó establecer un Estado 

soberano debido a la dificultad de acceso a los confines de la Nación, la instalación de frentes 

de resistencia por parte de las poblaciones marginales de la sociedad colonial habitantes de 
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las periferias, y en algunos casos por existir zonas poco estratégicas para el proyecto de 

urbanización, extracción de recursos, producción y comercialización (Serge, 2011 p. 15).  

Si bien Colombia está constituida como un Estado unitario, la descentralización implicó el 

establecimiento de entidades territoriales conectadas con la autoridad nacional, pero con 

autonomía para la administración de su suelo y la definición de su propio modelo de 

desarrollo. Asimismo, esta estrategia permitiría ñdiluir las tensiones en un marco de 

participación política más amplia e inclusiva (y) sobre todo buscaba fortalecer la democracia 

a nivel municipal y llevar el gobierno más cerca del puebloò (Agnew & Oslender, 2010, p. 

203).  

Esta estructura permitiría trasladar y garantizar el control territorial por parte del poder 

público, no obstante, también promovería territorialidades alternativas como consecuencia 

de una manifiesta debilidad institucional y la apropiación territorial de otros grupos y 

comunidades aliadas en la defensa de sus propias formas de gobierno, uso y manejo de la 

tierra. Como cita Margarita Serge en su libro El Revés de la Naci·n (2011) ñel territorio  

[colombiano] es más grande que la nación y la naci·n es m§s grande que su gobiernoò7 

(Serge, 2011 p.135) por lo tanto ñno existe una soberanía única, reconocida y universal en el 

territorio de la Naci·nò (Ibíd., 136). 

Esta situación, sumada a la existencia de múltiples culturas y visiones del desarrollo, deja 

como resultado una crisis de identidad nacional y la emergencia de identidades colectivas, 

indígenas, afros y campesinas que devienen en movimientos sociales étnico-territoriales por 

las luchas reivindicativas que estos emprenden en contra de las instituciones del Estado 

                                                           
7 Coronel Bahamón Dussan citado por Serge (2011) 
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(Escobar, 2014, p. 67). Aquí se entenderá por movimiento social como aquella ñforma 

organizativa de actores sociales que conscientemente y de manera sostenida implementan 

procesos de protesta cultural o política a partir de un consenso y una identidad colectivaò 

(Oslender 2008, p. 36).  

Estos procesos de deconstrucción y reconstrucción identitaria modifican adscripciones y 

pertenencias de las colectividades al territorio y por ende generan su transformación 

(Zambrano, 2001, p. 20). De acuerdo con Grimson (2010) 

Los relatos nacionales que referían a la homogeneidad fueron desacreditados, no sólo 

por procesos de globalización, sino por dinámicas emergentes indígenas, afro, 

mestizas y regionales desde abajo que repusieron la distancia entre territorio jurídico, 

la cultura en el sentido tradicional y las identidades (p. 4). 

Según Agnew & Oslender (2010) en países de Latinoamérica como es el caso de Colombia, 

los movimientos sociales indígenas y afrocolombianos ñhan conquistado con gran fuerza 

espacios políticos, culturales y económicos durante las últimas dos décadas. Esos logros se 

han reflejado sobre todo en el reconocimiento legal de su propiedad colectiva sobre la tierraò 

(p. 194), lo cual se evidencia en la titulación de resguardos indígenas y territorios colectivos 

de comunidades negras, y en el caso del campesinado en las zonas de reserva campesina. 

Pero el reconocimiento de territorios y territorialidades diferenciales no se refiere solo a la 

legitimación pública e institucional, también se deriva del derecho al buen vivir  como 

alternativa al modelo de desarrollo hegemónico y la confrontación del proceso de 

globalización. 
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El buen vivir  recoge otras perspectivas que no remiten a ñdesarrollos alternativos 

instrumentales (como el Desarrollo Sostenible), sino que es una alternativa a la idea 

occidental del desarrollo como un todoò (Acosta & Gudynas, 2011 p. 71). Si bien este es un 

concepto que se encuentra en construcción, se identifica por incorporar otras visiones y 

perspectivas de carácter pluricultural y multidimensional que se encuentran en el rechazo al 

desarrollismo, construir una ética propia (que reconoce por ejemplo los valores intrínsecos 

en la naturaleza), y promover una actitud de-colonial (ídem, 2011). 

De acuerdo a lo anterior, esto implicaría el cuestionamiento de los discursos y prácticas que 

reproducen la idea de progreso desde una lógica homogénea y convencional asociada al 

extractivismo como forma de explotación y mercantilización de la naturaleza. Y por otro, 

propondría una re-significación del desarrollo mediante ñla transición a modelos 

significativamente diferentes de vida socio-naturalò (Escobar, 2014, p. 68) con otros 

ordenamientos sociales, económicos y políticos desde sus propias visiones del vivir bien, 

para lo cual el territorio sería fundamental.  

La apuesta de los movimientos sociales por el buen vivir, llevaría a la configuración de 

territorios-región como sustento de identidades colectivas de carácter étnico por estar 

constituidas como: 

Unidades geográficas desde la propiedad y continuidad de los territorios colectivos 

de las comunidades negras e indígenas, [y]  como concepción y práctica de la 

definición de una estrategia de defensa social, cultural y ambiental del espacio de 

vida, hacia la estructuración de una región autónoma, que propenda por una opción 

de desarrollo compatible con su entorno ambiental y las relaciones que en el 
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tradicionalmente han mantenido las comunidades (PCN e investigadores, 2007 p. 11 

en Escobar, 2014 p.88). 

 Este es el caso del Pacifico colombiano y de otros contextos donde hoy se disputan derechos 

diferenciales para la pervivencia cultural y el derecho a la vida. 

 

1.4. Aspectos metodológicos de la investigación 

 

Esta investigación de carácter cualitativa y exploratoria se estructura bajo un enfoque 

histórico-hermenéutico que busca comprender e interpretar la realidad social entendida como 

el resultado de procesos históricos de construcción social a partir de la lógica de diversos 

actores. Por lo tanto, la metodología planteó el uso de estrategias y técnicas cualitativas que 

permiten su interpretación y comprensión mediante el acercamiento, la indagación y la 

descripción sistemática de los hallazgos asociados a las dinámicas socio-culturales, prácticas 

y formas de apropiación territorial que devienen en re-configuraciones territoriales 

emergentes en clave de región étnica, y el estudio de hechos político-económicos de 

relevancia para la investigación. 

Para establecer el sistema categorial se realizó una confrontación de las preguntas de 

investigación y los objetivos a través de una matriz que permitiría la identificación de 

categorías y subcategorías y de esta forma establecer las técnicas e instrumentos de 

recolección de información y su posterior análisis. 

De acuerdo a lo anterior, un primer momento consistió en la exploración documental para la 

obtención de información asociada al tema abordado haciendo especial énfasis en la 
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producción público-institucional que representa una voz fundamental en el estudio en 

mención. Esta estrategia cualitativa de investigación documental combina diversas fuentes, 

primaria y secundaria (Galeano, 2004) como textos académicos, informes de gestión, 

informes técnicos, publicaciones institucionales y normatividad para la selección y revisión 

de la información, lo cual será posteriormente confrontado y triangulado con información 

obtenida mediante técnicas diferentes con el objetivo de posibilitar su validación (Ídem, p. 

115). 

Para dicho fin se emplearon técnicas de revisión documental y análisis de contenido, 

mediante un procedimiento que implicó la búsqueda y selección de la información, su 

clasificación y revisión, y la comunicación de resultados mediante la elaboración del contexto 

socio-histórico del fenómeno abordado, estado del arte y el análisis conceptual como base de 

la investigación.  

Entre los tipos de documentos seleccionados y revisados se encuentran aquellos cuya 

intencionalidad es registrar, describir o analizar hechos o acontecimientos sociales, políticos 

o económicos que son de relevancia para el tema de investigación, y documentos escritos, 

material gráfico o audiovisual que por su naturaleza se consideran una fuente fundamental 

para la comprensión del problema. Las fuentes revisadas fueron trabajos de tesis de la 

Universidad Nacional de Colombia, investigaciones elaboradas por el Instituto de Estudios 

Regionales ïINER-, la Organización Nacional Indígena de Colombia ïONIC-, la 

Organización Indígena de Antioquia ïOIA-, informes de proyectos de Corantioquia, textos 

de diferentes disciplinas sociales (antropología, geografía, ciencias políticas etc.); 

normatividad vigente, jurisprudencia, documentos oficiales, prensa, comunicados y 

pronunciamientos; entre otros. 
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Una vez abordado el tema general y definido el problema, se procede a desarrollar el método 

de estudio de caso con el fin de describir y comprender el significado del fenómeno que es 

objeto de interés de esta investigación y que se encuentra localizado en un espacio y tiempo 

específico; por lo tanto, es necesario abordarlo desde sus diferentes aspectos culturales, 

políticos, económicos y sobre todo territoriales (Galeano, 2004).  

En este sentido el procedimiento desarrollado partió de una delimitación del caso y la 

caracterización del objeto de estudio, que para esta investigación seria la región del Bajo 

Cauca por cumplir con los criterios necesarios como potencial de aprendizaje, la confluencia 

de diferentes actores y sectores por ser una zona estratégica gracias a su riqueza natural y el 

potencial minero energético; la ejecución de proyectos de desarrollo, la presencia de 

comunidades negras e indígenas, la factibilidad de acceso a la información y la experiencia 

de la investigadora en la zona. Posteriormente se realizó el proceso de indagación 

caracterizado por el examen sistemático y a profundidad del fenómeno abordado. 

De acuerdo a lo anterior, como parte del desarrollo del estudio, se realizó la fase de campo 

para el levantamiento de información mediante visitas y recorridos territoriales, observación 

participante, encuentros con informantes claves y entrevistas semiestructuradas. Este proceso 

requirió además el ajuste al diseño inicial del proyecto, la confrontación de objetivos y 

revisión del proceso investigativo de acuerdo a lo planteado inicialmente. 

La estrategia denominada observación participante permitió llegar a la comprensión de la 

realidad y del objeto de estudio desde la participación de la investigadora en actividades y 

espacios propios de las comunidades, y la interacción entre observador-observado con el fin 

de insertarse en la experiencia de los otros desde su cotidianidad. Esto permitió avanzar en 
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la ñcomprensión de la lógica y del significado que tienen los procesos sociales para los 

actores que viven y producen la realidad socio culturalò (Galeano, 2004 p. 47). 

En este proceso se realizó el registro y la organización de la información recolectada durante 

los diferentes períodos de campo y el encuentro con informantes claves de la región. Este 

ejercicio posibilitó el hallazgo de hitos históricos y dinámicas culturales de los procesos de 

ocupación territorial, así como las prácticas asociadas a la gestión del desarrollo por parte de 

los actores institucionales, privados y la movilización social producto de los procesos 

organizativos.  

Mediante el método de la triangulación (ver Figura 3) se evaluó la consistencia de los 

hallazgos a través de un procedimiento de confrontación y comparación de la información 

obtenida desde diferentes técnicas o proveniente de fuentes e informantes distintos, toda vez 

que según Hugo Cerda ñdesde un solo §ngulo de observaci·n con una t®cnica o m®todo, o 

centrado en una sola fuente de datos, no se puede alcanzar un alto grado de información de 

los fen·menos que se investiganò (Cerda 1994, en Abad 2015 p. 33). Por lo tanto, la 

intencionalidad detrás del uso de este método es superar la perspectiva del investigador e 

identificar puntos en común que validen el ejercicio interpretativo, lo cual permite su 

comprobación y validación a la luz de los resultados esperados.  

En este sentido se trianguló la información obtenida mediante la revisión documental, el 

trabajo campo que se dividió en la observación participante y la realización recorridos 

territoriales; y la información que fue proporcionada por personas adscritas a los diferentes 

sectores que intervienen en este proceso mediante entrevistas semiestructuradas. Este 

ejercicio permitió conectar e integrar elementos claves a la lectura general del fenómeno 
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descrito de modo que soportaran las conclusiones elaboradas a partir del proceso 

investigativo. 

 

Figura 3. Triangulación de información 

Fuente: elaboración propia 

 

Finalmente se recurrió al uso y producción de cartografía temática para representar la 

espacialidad de los territorios étnicos ubicados en la región del Bajo Cauca y otros hitos o 

procesos claves para la comprensión del tema abordado. Si bien no se realizaron ejercicios 

de cartografía social, los mapas construidos en el marco de esta investigación relacionan 

elementos que fueron identificados desde las diferentes fuentes consultadas y que remiten a 

la pregunta central asociada a las configuraciones territoriales a escala local y regional.

Exploración 
Documental

Visitas de 
campo 

Observación 
participante

Hallazgos

Entrevistas 
semiestructu

radas
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Figura 4. Estructura de la investigación. 
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Capítulo II . Re-construcción histórica del territorio-región 

 

Este capítulo se inicia con una descripción del recorrido histórico del territorio objeto de estudio 

para comprender los procesos de poblamiento y apropiación territorial por parte de las 

comunidades étnicas, campesinas y demás actores que son claves en la construcción del territorio-

región. 

Posteriormente se procede a describir la organización político-administrativa que configura la 

estructura territorial actual, teniendo en cuenta los territorios colectivos titulados a favor de las 

comunidades indígenas y afrodescendientes que operarían según la Constitución Política de 

Colombia como entidades territoriales por su carácter autónomo-especial, lo cual permitiría 

identificar un proceso paulatino de expansión y reconfiguración político-espacial.  

Por último, se abordan los diferentes actores que participan en la construcción de territorio, sus 

discursos y prácticas que se ven representadas en las múltiples territorialidades que tienen lugar 

en el área de estudio. Esto permite no solo observar una estructura que es legitimada desde el 

ámbito público sino cómo su entrecruzamiento deja como resultado la producción de nuevos 

territorios. 

 

2.1. Cronología del proceso de poblamiento del Bajo Cauca 

 

Cuentan los viejos de mi comunidad que nosotros llegamos al Bajo Cauca entre la década 

del 50 y la década del 60 y se debió a dos problemáticas: la primera fue la problemática 
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social, bipartidista donde el liberalismo y el partido conservador tenían una pelea bien 

casada y el conflicto en el resguardo se agudizó. Ya empezó a estar la chusma como le 

llaman los papás de nosotros y empezó esa problemática, ese temor y ese miedo. 

La otra causa es el asunto ya territorial, del resguardo. Dónde sembrar, dónde cultivar 

bastante, dónde mantener la familia. Ante esas dos problemáticas surge la idea de que 

muchos de nuestros abuelos, nuestros papás, los indígenas que hoy están aquí los mayores 

del Bajo Cauca se vinieron. Se venían también a trabajar, se venían de jornaleros los 

convidaban otras personas ñnoË vamos pal Bajo Cauca, ¡Listo vamos!ò, entonces se 

ponían a trabajar en finca y luego se iban para un terrenito muy lejitos y se asentaban ahí 

con su señora con sus hijitos que tenían y ahí se iba poblando la familia. 

El indígena siempre ha tenido la forma de que, donde llega uno van arrimando los otros. 

Como había buen territorio, buena producción, buen espacio donde cazar y donde cultivar, 

cuentan los mayores de mi comunidad que cuando llegaron a Bajo Cauca había mucha 

montaña y que un cultivo de arroz eso era una belleza. Cuentan también que un cultivo de 

maíz todo lo que sembraban producía y que una cosecha alcanzaba la otra, es decir el 

arroz que cortaban este año no se acababa, y llegaba el otro corte y ahí tenían entonces 

la comida era abundante. 

De esa manera se fueron viniendo, ñah que me est§ yendo bienò se tra²an al hermano, se 

venía el primo, el sobrino y de esta manera se fue poblando hasta que muchas de esas 

familias quedaron en un solo lugar, por eso es que en muchas comunidades vamos a 

encontrar una familia por decir Suarez, Montalvo Suarez, Suarez Montalvo, y casi que el 

núcleo de esa comunidad lleva el nombre Suarez, de esa manera llegaron acá.  
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J. Gaspar, comunicación personal, 9 de febrero de 2017. 

Entre las márgenes de los ríos Cauca y Nechí se encuentran asentadas comunidades indígenas, 

negras y campesinas que habrían llegado a la región producto del proceso de colonización y de la 

migración de familias del centro de Antioquia y de otros departamentos como Córdoba y Sucre. 

Estas tierras que hacen parte de las planicies aluviales de estos dos grandes ríos, se caracterizan 

por ser cálidas y altamente húmedas, con un importante patrimonio natural, presente en la reserva 

Bajo Cauca-Nechí, en la Reserva Forestal de Ley 2 de 1959; y en las innumerables ciénagas y 

bosques que albergan gran diversidad de especies de fauna y flora (Corantioquia, 2016). 

Asimismo, es considerada junto a la región del Nordeste como la región aurífera del Departamento, 

donde se extrae el mineral aluvial de los lechos de los ríos, así como de las terrazas y colinas 

mediante métodos de grande, mediana y pequeña minería (Ibíd.). 

Esta actividad productiva ha sido históricamente determinante en el proceso de ocupación y 

poblamiento del Bajo Cauca. Según los relatos Senúes, este territorio ancestral llamado Zenufaná 

se caracterizaba por la explotación de aluviones para la extracción y transformación del oro por 

parte de sus antiguos habitantes. Al igual que Zenufaná, los Senúes habitaban las tierras de Finzenú 

localizadas en la sabana y colinas al oriente del río Sinú, y Panzenú, que dominaba las estribaciones 

de la cordillera occidental y el río Cauca, en la sabana y depresión inundable del río San Jorge. 

Estas regiones ancestrales comprendían un amplio territorio Senú donde predominaban actividades 

productivas especializadas como la orfebrería, el tejido, la agricultura, la minería y la pesca, y por 

lo tanto se daba un constante intercambio cultural y económico (OIA, et al., 2016). Según registros 

históricos, este territorio era también habitado por los indios Nutabes, los cuales estaban 

fuertemente asociados al río Cauca y la práctica del barequeo.  
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Su posterior ocupación por parte de las huestes españolas durante el siglo XVI mediante el 

exterminio de la población Nutabe, la fundación de Cáceres en el año 1576 y la introducción de 

negros esclavos para el trabajo de las minas a lo largo de los ríos Cauca, Man, Tarazá y la quebrada 

El Rayo, dieron paso a la configuración de los primeros poblados, atraídos por la explotación del 

oro (Corantioquia, 2001 en DAP 2009 p.13). Estos asentamientos que datan del siglo XVI y XVII 

se caracterizaron por conservar un patrón nucleado con pequeños centros de población dispersa y 

en constante movimiento por estar asociados a minería y por ende a la búsqueda de yacimientos 

de oro para su aprovechamiento (Instituto de Estudios Regionales, 1995 en Departamento 

Administrativo de Planeación, 2009).  

Bajo la misma lógica fue fundado Zaragoza en el año 1580 como la tercera ciudad colonial de 

Antioquia y significó una zona estratégica por ser el principal punto de entrada al Real de Minas 

de Guamocó, fundado más tarde en 1611 en la Seranía de San Lucas, entre los ríos Nechí y 

Magdalena (García 1993, p. 31). El origen de otros asentamientos también se encontraba 

relacionado con la actividad minera, dado que se instalaban campamentos de paso y descanso para 

los viajeros que venían de Zaragoza y del sur con destino a Santa Marta, Cartagena y Mompóx, 

como es el caso de Nechí, antes llamado San Antonio de Bermejal (Ibíd., p 31). 

Según García (1993) en esta época los indígenas ya diezmados fueron ubicados en resguardos lejos 

de sus zonas de origen, y para el caso de la población negra su rebelión en 1598 logró a pesar de 

su sometimiento construir palenques en las zonas más apartadas de los poblados como es el caso 

de Uré ubicado a 30 km del nordeste de Cáceres (p. 32). 

Entre el siglo XVII y XVIII la minería, motor de crecimiento poblacional y económico decae 

gracias a las epidemias, las amenazas naturales, las rebeliones de esclavos y el hallazgo de nuevas 
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zonas de explotación con mejores condiciones climáticas (Ibíd., p.32), lo cual afectó la bonanza 

de estas ciudades y sus alrededores. Según la autora, con el proceso de independencia a principios 

del siglo XIX el Bajo Cauca fue nuevamente considerado como un territorio estratégico por ser 

ñun territorio de paso para los españoles y patriotas que entraban o salían de la provincia de 

Antioquiaò (García 1993 p. 33)  sin embargo en el proceso de constitución de la República, no 

fueron muy fructíferos los intentos de re-población y activación de la economía local a pesar de 

que dejaron huellas importantes en el territorio como la trasformación de prácticas productivas 

esta vez asociadas a la ganadería, lo cual también predomina en la actualidad.  

 

 

Figura 5. Minería en el río Porce 

Fuente: Archivo personal. 
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Ya en el siglo XX, específicamente a finales de los años 30 toma fuerza un nuevo proceso de 

colonización por parte mineros y trabajadores indígenas, negros y campesinos (ver Figura 5) que 

migraron con sus familias provenientes de zonas como la Costa Atlántica, Córdoba, Sucre; la Costa 

Pacífica, Choco y Cauca, y otras zonas de Antioquia que comenzaron a poblar las márgenes de los 

ríos y luego otras zonas más boscosas y alejadas de la región (ver Figura 6). 

Según relata el Consejero de la Organización Indígena de Antioquia, Richar Sierra:  

La gran población Senú que está en el Bajo Cauca son en su mayoría descendientes de los 

Senúes que habían estado recogidos en los resguardos de San Andrés de Sotavento, que 

habían migrado a esta zona por situaciones de búsqueda de territorios, por mejores 

condiciones y comienzan a configurar las comunidades y reorganizarse en las estructuras 

ancestrales de cabildos y cacicazgos a partir de 1995 en Zaragoza. (R. Sierra, comunicación 

personal, 30 de junio de 2017). 

Por otro lado, las familias Embera Chamí y Embera Eyabida ñhan venido conformando sus 

resguardos y/o territorios desde finales del siglo XIX como producto de un proceso migratorio 

como estrategia de supervivencia y con el fin de mantener vivas sus culturas, las cuales han sido 

objeto de numerosas presiones ocurridas desde el período colonial iniciado en el siglo XVIò 

(Corantioquia & OIA 2015 p. 17). Los Embera se han adaptado a las condiciones ambientales y 

socioculturales del Bajo Cauca y otras regiones de Antioquia, y han logrado establecer sus 

asentamientos en zonas urbanas y rurales, conseguir tierras y ser reconocidos por el Estado, en un 

proceso organizativo basado en el rescate de sus tradiciones culturales (Ibíd. 2015). 
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Figura 6. Corrientes migratorias siglo XX 

Fuente: García, C. I (1993)  

 

De acuerdo a lo anterior, es posible inferir que la configuración territorial actual es el resultado de 

migraciones históricas de diversas zonas del país (ver imagen 4), motivadas por los procesos de 

apropiación territorial ligados a la explotación de metales, del suelo y los recursos naturales 
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renovables de la región. Esta situación ha posibilitado un acercamiento cultural y económico entre 

la población que a pesar de la llegada de nuevos actores se ha fortalecido como estrategia para la 

defensa de este derecho adquirido y la resignificación de los sentidos de territorio como base 

fundamental para la pervivencia étnica. 

 

2.2. Organización político-administrativa del Estado 

 

La Constitución Política de 1991 establece en el Título XI que el territorio colombiano se encuentra 

dividido en departamentos, distritos, municipios y territorios indígenas reconocidos bajo la figura 

de entidades territoriales, lo cual les otorga autonomía administrativa y su delimitación es 

legitimada por las instituciones del Estado. Colombia cuenta actualmente con 32 departamentos, 

1.120 municipios y un distrito capital, las cuales son sus figuras territoriales más representativas.  

 

El departamento de Antioquia posee una extensión de 63.612 km², limita al norte con el mar Caribe 

y con el departamento de Córdoba; al sur con los departamentos de Caldas y Risaralda; al occidente 

con el departamento del Chocó; y al oriente con los departamentos de Bolívar, Santander y Boyacá. 

 

Se encuentra dividido en ciento veinticinco municipios y nueve regiones: Bajo Cauca, Magdalena 

Medio, Nordeste, Norte, Occidente, Oriente, Suroeste, Urabá y Valle de Aburrá; que constituyen 

unidades administrativas y de planificación a escala supramunicipal, cuyos límites están 

diferenciados por la agrupación de municipios que configuran un espacio funcional.  
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Estas regiones poseen además unas características físico-bióticas, hídricas y geográficas que las 

define y diferencia; por lo tanto, son determinantes en la estructura de los asentamientos, en las 

formas de habitar y en los sentidos del lugar (Oslender, 2002) que desarrollan los habitantes con 

su territorio. Para el caso del Bajo Cauca se identifican unos límites naturales asociados a las 

cuencas de los ríos Cauca y Nechí, entre las serranías de Ayapel y San Lucas, por lo tanto, se 

considera un territorio anfibio debido a la importancia y el significado que tiene el río en la vida 

de las comunidades que lo habitan. 

 

Con respecto a su organización político-administrativa, esta se encuentra configurada a partir de 

los límites territoriales de los municipios de Cáceres, Caucasia, El Bagre, Nechí, Tarazá y 

Zaragoza, y posee una extensión de 8.585 km2 que equivale a la sumatoria de los seis municipios, 

y que representa un 13% del área total del departamento de Antioquia (ver Figura 7). 
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Figura 7. Mapa organización político-administrativa Bajo Cauca (ver Anexo 4) 

Autoría: I.F Lucila Morales Meneses  

 

Tabla 1. Información municipios. 

Municipio  Año de 

fundación 

Año en que fue 

erigido municipio 

Área 

total 

Km2 

N° 

Corregimientos  

N° 

veredas 

Población 

proyectada a 

2016 

Cáceres 1576 1903 1.996 5 48 38.850 

Caucasia 1918 1942 1.058 11 50 114.902 

El Bagre 1675 1980 1.951 2 56 49.913 

Nechí 1636 1982 925 5 52 27.238 

Tarazá 1953 1979 1.578 5 52 43.856 

Zaragoza 1581 1770 1.077 3 63 31.129 

TOTAL  8.585   305.888 
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Fuente: DAP (2015). Anuario Estadístico de Antioquia 2015 

 

De los seis municipios Cáceres presenta una mayor extensión, a pesar de que Caucasia registra 

una mayor población, seguido por El Bagre. En términos generales, dichos municipios se 

caracterizan por poseer amplias zonas rurales superiores a las áreas urbanas, lo cual es 

determinante para su desarrollo económico y social.  

 

Al igual que el resto del territorio colombiano, la región del Bajo Cauca se encuentra organizada 

social y económicamente alrededor de una ciudad que ejerce de centralidad y le imprime 

funcionalidad y cohesión territorial (Departamento Administrativo de Planeación, 2006). Dentro 

de la jerarquía de asentamientos, Caucasia es el municipio con mayor funcionalidad, oferta de 

servicios administrativos, públicos, bancarios, comerciales, sociales y culturales, y equipamientos 

por lo cual se cataloga como un Centro de Relevo Principal dado que ejerce una función de apoyo 

a la Metrópoli Regional (para este caso Medellín), y posee funciones polarizantes concentrando a 

su alrededor otros centros y generando relaciones de dependencia con asentamientos de menor 

jerarquía (ídem, 2005).  

 

En segundo lugar, se encuentra El Bagre que cumple la función de Centro de Relevo Secundario 

por su función económica y los servicios administrativos, comerciales y sociales de influencia 

menor que los centros de relevo principal (ídem, 2005 p. 31).  A esta categoría le siguen los Centros 

Locales Principales entre los cuales se encuentra Tarazá y Zaragoza como Centro Local 

Secundario.  
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Por último, Cáceres y Nechí se catalogan como unidades o poblaciones urbanas básicas, las cuales 

ejercen funciones muy elementales para el abastecimiento de sus mismos habitantes en lo 

relacionado con comercio y servicios básicos para un entorno principalmente rural poco dinámico 

(ídem, 2005).  

 

Si bien este es el análisis desde las entidades municipales, existen otras figuras territoriales 

reconocidas por la Constitución y las instituciones del Estado que son parte integral de la estructura 

organizativa del territorio que comprende la región del Bajo Cauca. 

 

Desde el año 1996 el Instituto Colombiano de Reforma Agraria (Incora) inició el proceso de 

titulación de Resguardos Indígenas y de Tierras de las Comunidades Negras del Bajo Cauca, como 

parte del proceso de formalización de la ocupación regular y permanente de un territorio por parte 

de las comunidades étnicas al ser el ámbito tradicional de sus actividades sociales, económicas y 

culturales.  

 

Los territorios colectivos tienen el carácter de inalienables, imprescriptibles e inembargables, 

además de ser una institución legal y sociopolítica de carácter especial, conformada por una o más 

comunidades, y cuyo título de propiedad goza de las garantías de la propiedad privada. Estas tierras 

son administradas por una organización autónoma, ya sean los cabildos indígenas o los consejos 

comunitarios, por lo tanto, su manejo está sujeto al reglamento y los criterios que estos definan.   
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A la fecha se han declarado cuatro resguardos indígenas ubicados en los municipios de El Bagre, 

Tarazá, y Zaragoza8: 

 

Tabla 2. Resguardos indígenas 

Resguardo Resolución/año Área 

Titulada 

(Ha) 

Área 

Titulada 

(Km2) 

Etnia Ubicación 

Jaidezabi Resolución 63 del 25 de 

noviembre de 1996 

4650,7 46,507 Embera 

Eyabida 

Municipio de 

Tarazá 

Pablo Muera Resolución 013 del 10 de 

diciembre de 2002 

2155,1 21,551 Senú Municipio de 

Zaragoza 

Los 

Almendros 

Resolución 119 del 14 de 

diciembre de 2009 

168,7569 1,687 Senú Municipio de El 

Bagre 

Vegas de 

Segovia 

Acuerdo 322 del 03 de 

diciembre de 2013 

1066,16 10,661 Senú Municipio de 

Zaragoza 

Fuente: DAP (2015). Anuario Estadístico de Antioquia 2015 

 

En total se tiene alrededor de 80,407 Km2 de territorio indígena titulado en el Bajo Cauca que 

alberga seis comunidades indígenas de los pueblos Senú y Embera (ver Figura 8) y se tiene en 

trámite la titulación de otros doce en los municipios de Caucasia, Cáceres, Zaragoza y El Bagre. 

 

                                                           
8 Mediante el Acuerdo N° 37 del 11 de diciembre de 2017 se  constituye el Resguardo Indígena Puerto Bélgica, de la etnia Zenú, 

con un (1), predio del Fondo Nacional Agrario (FNA), localizado en jurisdicción del municipio de Cáceres, Departamento de 

Antioquia;  y con el Acuerdo N° 39 de 2017 se constituye el Resguardo Indígena Altos del Tigre, de la etnia Senú, con un, predio 

dividido en dos globos de terreno adquirido por la Comunidad Indígena Altos del Tigre, localizado en jurisdicción del municipio 

de Cáceres, Departamento de Antioquia. 
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Tabla 3: Territorios indígenas en proceso de titulación 

Comunidad/territorio  Etnia Municipio  

Omagá Senú Cáceres 

Puerto Bélgica Senú Cáceres 

Alto el Tigre Senú Cáceres 

Carupia Embera Chamí Cáceres 

El Pando Senú Caucasia 

San Antonio II Senú Zaragoza 

La Dieciocho Senú Zaragoza 

La Sardina Senú El Bagre 

La Lucha Senú El Bagre 

El Noventa Senú El Bagre 

Valle del Sol Senú El Bagre 

Sohibadó Embera Eyabida El Bagre 

Fuente: OIA 

 

Si bien estos resguardos indígenas reciben recursos provenientes del Sistema General de 

Participación para su funcionamiento, su administración aún depende de las administraciones 

municipales incluso después de la promulgación del Decreto 1953 de 2014 mediante el cual se 

crea un régimen especial con el fin de que los Territorios Indígenas (reconocidos en la Constitución 

como entidades territoriales) puedan ejercer funciones públicas para la administración de estos 

recursos y su ejecución definidos de manera autónoma por las comunidades. 
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Figura 8. Escuela Resguardo indígena Los Almendros, El Bagre. 

Fuente: Archivo personal 

 

Tabla 4. Territorios colectivos titulados 

Titulo Colectivo Resolución/año Área 

Titulada 

(Ha) 

Área 

Titulada 

(Km2) 

Etnia Ubicación 

Consejo 

Comunitario La 

Esperanza 

Resolución 1.238 del 30 de 

mayo de 2011 

 

1.464,67 

 

14,6467 

Negros Municipio El 

Bagre 

Consejo 

Comunitario de 

Villa Grande 

Resolución 1.236 del 30 de 

mayo de 2011 

 

663,77 

 

6,6377 

Negros Municipio El 

Bagre 
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Consejo 

Comunitario  

Chaparrosa 

Resolución 1.554 del 21 de 

junio de 2011 

 

1.516,77 

 

15,1677 

Negros Municipio El 

Bagre 

Consejo 

Comunitario Pueblo 

Nuevo 

Resolución 2.540 del 23 de 

diciembre de 2002 

 

235,43 

 

2,3543 

Negros Municipio de 

Zaragoza 

Consejo 

Comunitario El 

Aguacate 

Resolución 2.542 del 23 de 

diciembre de 2002 

 

976,77 

 

9,7677 

Negros Municipio de 

Zaragoza 

Consejo 

Comunitario Bocas 

de Caná 

Resolución 2.543 del 23 de 

diciembre de 2002 

 

2.027,22 

 

20,2722 

Negros Municipio de 

Zaragoza 

Consejo 

Comunitario Porce 

Medio 

Resolución 2.541 del 23 de 

diciembre de 2002 

 

2.888,28 

 

28,8828 

Negros Municipio de 

Zaragoza 

Consejo 

Comunitario de 

Chilona-El Salto 

Resolución de Titulo Colectivo  

No.002918 de 21 de diciembre 

de 2012 

 

198 

 

1,98 

Negros Municipio de 

Zaragoza 

Fuente: DAP (2015). Anuario Estadístico de Antioquia 2015 

 

Para el caso de las Tierras de Comunidades Negras desde el año 2002 a la fecha se han titulado 

ocho territorios equivalentes a 99,7091 Km2 habitados y administrados por ocho consejos 

comunitarios. A diferencia de los resguardos indígenas, estos territorios colectivos no reciben de 

forma directa recursos de los Ingresos Corrientes de la Nación, por lo tanto, su funcionamiento 

depende de los proyectos que sean presentados a los municipios, y de la explotación agrícola, 

forestal, minera e hidrobiológica que realicen al interior de sus territorios. 
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Tabla 5. Relación área total municipios y territorio étnico titulado al 2016 

 

Municipio  Área total 

Km2 

Territorio étnico 

titulado (Km 2) 

Relación porcentaje de 

territorio étnico en cada 

municipio 

Cáceres 1.996 0 0 

Caucasia 1.058 0 0 

El Bagre 1.951 38,139 2% 

Nechí 925 0 0 

Tarazá 1.578 46,507 3% 

Zaragoza 1.077 95,469 9% 

Total 8.585 180,116 2% 

  Fuente información: DAP (2015). Anuario Estadístico de Antioquia 2015 

 

De acuerdo a lo anterior, Zaragoza es el municipio que alberga mayor cantidad de territorio étnico 

titulado y es el segundo con mayor cantidad de comunidades negras e indígenas identificadas en 

el Bajo Cauca (ver Figura 9). 
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Figura 9. Mapa territorialidades étnicas en el municipio de Zaragoza (ver Anexo 4) 

Autoría: I.F Lucila Morales Meneses 

 

 

Tabla 6. Comunidades étnicas en el Bajo Cauca 

 

Municipio  N° de 

Comunidades 

indígenas 

N° de 

Comunidades 

negras 

N° 

Resguardos 

indígenas  

N° Territorios 

colectivos de 

comunidades 

negras 

Territorio 

étnico 

titulado 

(Km2) 

Cáceres 10 2 0 0 0 

Caucasia 7 24 0 0 0 

El Bagre 13 13 1 3 38,139 

Nechí 0 11 0 0 0 
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Tarazá 1 3 1 0 46,507 

Zaragoza 16 10 2 5 95,469 

Total 47 63 4 8 180,116 

Fuente: Gerencia Indígena ï Corantioquia 2017 

 

Si bien desde las instituciones del Estado se ha venido desarrollando un proceso de reconocimiento 

y titulación de estos territorios colectivos, lo que permite el gozo de los derechos que le otorga la 

ley por su carácter étnico y especial, existen alrededor de treinta y ocho comunidades indígenas y 

cincuenta y cinco comunidades negras que no poseen territorio titulado. Para el caso de las 

comunidades que poseen predios de su propiedad o en calidad de ocupación, si esta no se encuentra 

registrada por la Agencia Nacional de Tierras (antes Incoder) o el Ministerio del Interior, no son 

visibles ante las instituciones del Estado, actores armados y empresas privadas, y por ende sus 

derechos territoriales son vulnerados de forma constante. 

 

2.3. Territorialidades múltiples: actores estratégicos en la configuración territorial  

 

Debido a las características socioambientales del territorio, el predominio de la minería y la 

complejidad de su geografía que influye en su desarticulación con el centro del departamento, esta 

región en la cual habitan alrededor de ciento diez comunidades étnicas9 son focos de interés para 

los actores público-institucionales, pero también para grupos armados ilegales, empresa privada, 

                                                           
9 Datos extraídos del documento de caracterización de comunidades étnicas de Corantioquia 2014, documento en construcción  
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mineros informales y emergentes, para la explotación de recursos naturales renovables y no 

renovables.  

La presencia de estos actores y la territorialidad que deviene de los procesos de apropiación, 

control y defensa de sus propios intereses, establecen otros órdenes y fronteras territoriales, más 

allá de la organización política administrativa legitimada por el Estado, que inciden en la estructura 

y funcionalidad del territorio (ver Figura 10). 

 

Figura 10. Mapa territorialidades múltiples escala regional (ver Anexo 4) 

Autoría: I.F Lucila Morales Meneses 
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Para comprender estos ejercicios de territorialidad y la producción de nuevas configuraciones 

territoriales producto de su entrecruzamiento, es necesario conocer los principales actores que 

inciden en el territorio del Bajo Cauca antioqueño. 

Con el fin de promover el desarrollo económico y armonizar las directrices y apuestas del orden 

nacional con los contextos locales, las Gobernaciones Departamentales cumplen un papel 

fundamental en los procesos de configuración territorial de su jurisdicción. Para el caso de 

Antioquia, mediante el Plan de Desarrollo Departamental 2016-2019 se han priorizado siete ejes 

temáticos que buscan posicionar una visión regional al 2019 fundamentada en el incremento de la 

productividad, la competitividad prospera y ambientalmente sostenible.  

La gestión realizada por la Gobernación de Antioquia en el período administrativo 2016-2019, la 

cual se encuentra enfocada en las líneas estratégicas de Competitividad e infraestructura; la Nueva 

Ruralidad, para vivir mejor en el campo; equidad y movilidad social; sostenibilidad ambiental; 

seguridad, justicia y derechos humanos; paz y posconflicto; gobernanza y buen gobierno; guarda 

un profundo interés en promover la legitimación colectiva del gobierno departamental como actor 

determinante en la toma de decisiones por parte de las administraciones municipales y la 

transformación del territorio bajo los criterios y el modelo de desarrollo proyectado por la 

administración de turno. 

Este modelo de desarrollo ligado al concepto de competitividad se enfoca en la articulación de la 

ruralidad y su intervención integral para ser más productiva y competitiva mediante la ejecución 

de proyectos que propendan por el desarrollo empresarial, la legalización de la tierra y de la 

explotación de recursos renovables y no renovables, y el desarrollo de infraestructura local 

integrado al nacional; a su vez que se encamina a cumplir una función estratégica para el 
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crecimiento económico del Departamento. En este sentido el Plan de Desarrollo establece que, en 

lo referente al Bajo Cauca: 

La región podrá contar hacia el futuro con infraestructura moderna para aprovechar su 

potencial exportable (Autopistas de la Prosperidad y la Troncal Occidental). El impacto de 

la represa de Hidroituango representa otra oportunidad para aprovechar las externalidades 

positivas generadas en el avance de este megaproyecto (Antioquia 2016, p. 85). 

En este sentido desde la Gobernación de Antioquia la subregión del Bajo Cauca se reconoce como 

un territorio que sobrepasa el límite urbano-municipal y establece conexiones inter-regionales 

mediante el desarrollo de infraestructura para el incremento de la competitividad del Departamento 

y la integración de la ruralidad como actor estratégico. 

Por otro lado, con el fin de garantizar la sostenibilidad ambiental a escala regional, las 

Corporaciones Autónomas Regionales constituyen un actor fundamental dado la función que les 

otorga la ley y la importancia que tienen los recursos naturales en el desarrollo del territorio y de 

sus habitantes.   

Las Corporaciones Autónomas Regionales son de carácter público, creados por la ley, integradas 

por las entidades territoriales que por sus características constituyen geográficamente un mismo 

ecosistema o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica. Están dotados 

de autonomía administrativa y financiera, y se encuentran encargados por la ley de administrar, 

dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y 

propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas 

del Ministerio del Medio Ambiente (Artículo 23, Ley 99 de 1993). 
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Para el caso del Bajo Cauca, la Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia ï

Corantioquia- ejerce como autoridad ambiental dado que tiene bajo su jurisdicción ochenta 

municipios de Antioquia, cinco de esta subregión región y los demás correspondientes a las 

regiones Norte, Nordeste, Suroeste, Occidente, Magdalena Medio, Bajo Cauca y las áreas rurales 

de los municipios del Valle de Aburrá. 

Para cumplir con su función administrativa y garantizar presencia en los territorios Corantioquia 

ha desarrollado una estrategia de regionalización materializada en el establecimiento de ocho (8) 

oficinas territoriales de acuerdo a las características geográficas, hidrológicas, poblaciones y de 

centralidad en cuanto a su conexión con otros municipios: Panzenú (Bajo Cauca), Cartama 

(Suroeste), Citará (Suroeste), Tahamies (Norte), Zenufaná (Nordeste y Magdalena Medio), 

Hevéxicos (Occidente), Aburrá Norte y Aburrá Sur (Área Metropolitana).  

Mediante esta estrategia se ha realizado el control y seguimiento al uso de los recursos naturales 

renovables, a la vez que garantiza el reconocimiento de su gestión en el territorio por parte de las 

comunidades, de las administraciones municipales y la empresa privada como determinante en la 

toma de decisiones para el ordenamiento del territorio, el desarrollo de proyectos productivos y el 

mejoramiento de infraestructura. 

Desde Corantioquia existe una visión de la Región del Bajo Cauca (Panzenú) construida 

participativamente durante la formulación del Plan de Gestión Ambiental Regional, pero que sigue 

siendo una mirada institucional que responde a las responsabilidades y competencias de la 

Corporación y que siempre se encuentra mediada por la idea de desarrollo que definen los 

municipios y el sector privado: 
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La territorial Panzenú se proyecta al año 2019 como una subregión amigable con el 

ambiente, en la que el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables se realice 

mediante prácticas adecuadas que garanticen la sostenibilidad de los mismos y una mejor 

calidad de vida para sus pobladores (Corantioquia, 2007 p. 137) 

Dicha visión se encuentra definida en el Plan de Gestión Ambiental Regional ïPGAR- que es su 

instrumento de planificación a largo plazo, y cuenta con otro instrumento a corto y mediano plazo 

que es el Plan de Acción definido en cada administración y que debe incorporar los lineamientos 

del Ministerio de Ambiente.  

Las fronteras del territorio de las CAR se encuentran determinadas por aspectos naturales, limites 

ecosistémicos y alcances de los sistemas hídricos, por lo tanto trasciende los límites municipales 

y su gestión se enfoca en gran medida en la declaratoria de áreas protegidas que son nuevos 

territorios que emergen con un objetivo de conservación, por lo tanto si se desconoce el proceso 

histórico de construcción social y las dinámicas culturales que se tejen en su interior, tienden a 

convertirse en no-lugares10. 

Pero no solo las entidades públicas influyen en el uso, concepción y funcionamiento del territorio. 

En esta región los actores armados desarrollan una estrategia de control territorial basada en el 

establecimiento de fronteras imaginarias y la configuración de corredores para el flujo de 

mercancías, la movilización de grupos y la conexión entre campamentos y zonas estratégicas, por 

lo tanto, su accionar es también determinante en la configuración de los territorios.  

                                                           
10 Marc Auge establece que los No Lugares son aquellos espacios que no puede definirse ni como espacio de identidad ni como 

relacional ni como histórico (Auge, 2000 p. 44). 
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Desde finales de la década del noventa hasta mediados de 2000, el Bloque Mineros y el Bloque 

Central Bolívar que hacían parte de las estructuras de la Autodefensas Unidas de Colombia 

tuvieron injerencia en el Bajo Cauca. En el año 2006 durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez 

se desmovilizaron 5.308 integrantes de ambos bloques, lo cual daría una esperanza de recuperación 

del territorio por parte del Gobierno Nacional y el ejército, sin embargo lo que esto ocasionó fue 

una reconfiguración de la violencia ahora ejercida por bandas criminales emergentes (Bacrim), 

que según el reporte de la Fundación Ideas de Paz estas nacientes estructuras armadas ilegales 

fueron producto de ñla presencia de mandos medios de la AUC que evadieron los procesos de 

reinserción ofrecidos por el Estado y a una intensa labor de reclutamiento, particularmente de 

aquellos desmovilizados de las AUC que regresaron a sus sitios de origenò (Restrepo, 2015 p. 9). 

Entre estos grupos se encontraban Los Paisas y Los Rastrojos, pero quien predominó en este 

territorio fue el óEl Clan Đsugaô tambi®n conocidos como óUrabe¶osô, ñEl Clan del Golfoò o 

ñAutodefensas Gaitanistas de Colombiaò. Desde el año 2008 esta estructura criminal comenzó a 

penetrar en el Bajo Cauca antioqueño para tomar el control territorial y del narcotráfico mediante 

un complejo entramado de redes criminales que les permiten tener el dominio de los diferentes 

municipios y con ello controlar la población y regular diversas actividades tanto ilegales como 

legales. 

De acuerdo con Restrepo (2015) la expansión y consolidación de este grupo se debe a su 

armamento y organización, la capacidad de reclutamiento, la articulación con la economía 

informal, y la inclusión al negocio de la droga de aquellos territorios históricamente aislados y 

olvidados por las instituciones y los mercados nacionales e internacionales. 
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Su estructura retoma el modelo de las guerrillas y las AUC dado que se conforman por bloques y 

frentes que a su vez se fragmentan en un conjunto de unidades subordinadas: 

Tabla 7. Estructuras Autodefensas Gaitanistas de Colombia. 

 

Bloque Pacificadores del Bajo Cauca 

 

Área de operaciones 

 

Frente José Felipe Reyes 

 

 

 

 

Bajo Cauca y Norte 

 

Frente Lorenzo 

 

Frente Julio Cesar Vargas 

 

Frente Libertadores de Bajo Cauca 

 

Fuente: Restrepo (2015). 

 

Estos frentes se distribuyen por los seis municipios del Bajo Cauca antioqueño, para los cuales se 

ha identificado unos centros de operación asociados a centros poblados estratégicos por su 

conexión con otros territorios, rutas terrestres y fluviales de narcotráfico, contrabando y cultivos 

de coca entre otros. 

 

Tabla 8. Centro de operaciones Autodefensas Gaitanistas de Colombia. 

Municipio  Central de Operaciones 

Cáceres Corregimiento Piamonte 
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Caucasia Cacerí, Cuturú, Zona Urbana Las Malvinas 

Tarazá La Caucana, Barro blanco 

El Bagre Puerto López 

Nechí Corregimiento Colorado, franjas fronterizas del 

municipio de Ayapel, Córdoba, y San Jacinto del 

Cauca y Montecristo, Sur de Bolívar 

Zaragoza Buenos Aires, Puerto Colombia y El Pato 

Fuente información: Restrepo (2015). 

 

Como consecuencia de este tipo de territorialidad ejercida por los grupos armados, se reconocen 

otros límites asociados a las zonas que son controladas por dichos actores, en la cual realizan la 

función de autoridad en el flujo y manejo del territorio, situación que es conocida por los gobiernos 

municipales sin lograr recuperar el control y por el contrario logran influir en la toma de decisiones 

sobre el mismo. Por otro lado, estos territorios se caracterizan además por la sobre explotación de 

recursos naturales renovables (en especial la madera) y no renovables (minería), por lo tanto, 

ejercen una presión significativa en los territorios habitados por comunidades étnicas, cuya 

estrategia es la negociación en la delimitación de fronteras y la legitimación mutua de la autoridad 

que ambos poseen, así ambas territorialidades se entrecrucen de forma permanente. 

Si bien dentro de esta estructura armada predomina la disputa por territorios y rutas del 

narcotráfico, no poseen un discurso político ni existe una ofensiva permanente en contra de las 

guerrillas. Su relacionamiento puede basarse en la confrontación por fronteras, población e 

intereses o bien de convivencia y acuerdos a partir de mutuos intereses de preservar control 

territorial (Restrepo, 2015 p. 7). 
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De acuerdo con las declaraciones realizadas por el General Oscar Naranjo, actual Vicepresidente 

de la Republica, ñ[El] Gobierno para nada reconoce la condición seudo política que han pretendido 

darse cuando se autodenominan Autodefensas Gaitanistas de Colombiaò (El Colombiano, 2017), 

por lo tanto no se considera una posible negociación al no ser reconocido como un actor político 

en el territorio. 

En este sentido los grupos guerrilleros representan otro actor estratégico en el Bajo Cauca. Las 

Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia ïFARC-EP- tenían presencia en las áreas rurales 

de los seis municipios, con el Frente 36 que tiene accionar en los municipios de Tarazá, Cáceres y 

El Bagre; el Frente 18 en el municipio de Tarazá y la Columna Móvil Mario Vélez en Cáceres 

(FIP et al., 2014) hasta el año 2017 que inicia el proceso de concentración en las Zonas Veredales 

Transitorias de Normalización (ZVTN) y el desarme producto de la firma de los Acuerdos de Paz 

con el Gobierno Nacional. 

 

Tabla 9. Estructura grupos guerrilleros en el Bajo Cauca. 

Grupo Municipios/área rural  Presencia 

 

FARC 

Tarazá, Cáceres, El Bagre Bloque Iván Ríos ï Frente 36 

Tarazá Frente 18 

Cáceres Columna Móvil Mario Vélez 

 

ELN 

Cáceres, Zaragoza Frente de guerra noroccidental- 

Frente Compañero Tomás ï 

Frente José Antonio Galán 

Fuente: FIP et al 2014. 
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Por su parte, el Ejército de Liberación Nacional -ELN- se ha establecido en los municipios de 

Cáceres y Zaragoza con Frente de Guerra Noroccidental y los Frentes Compañero Tomás y José 

Antonio Galán. Sin embargo, pobladores de la región argumentan que la guerrilla del ELN tiene 

presencia también en el municipio de El Bagre y posiblemente en Tarazá teniendo en cuenta la 

desmovilización de las FARC-EP, por lo tanto, se convierte en un escenario de disputa para los 

grupos que quedan en la zona.  

Si bien los grupos guerrilleros históricamente se han caracterizado por poseer un discurso político 

y una disputa frontal contra el Gobierno Nacional por el estado de la ruralidad en Colombia, la 

distribución de tierras y la desigualdad, actualmente se han identificado alianzas con otros actores 

armados para el control del narcotráfico, la explotación minera de oro, la extracción de recursos 

naturales de forma ilegal y la extorsión a la ciudadanía especialmente a comerciantes. De acuerdo 

con la Fundación Ideas Para la Paz (2014), las FARC-EP (y el ELN que también se han sumado a 

estas actividades delictivas) se encargan del cultivo y el procesamiento de la coca, la cual es 

vendida posteriormente a las bandas criminales cuya tarea es la comercialización. 

Ambos grupos guerrilleros han sido identificados por parte de las comunidades como una 

autoridad en las zonas rurales de los municipios, por lo tanto, sus acciones para el control territorial 

son determinantes para su funcionamiento y apropiación por parte de otros actores. Con respecto 

a las comunidades étnicas, si bien se da una legitimación mutua de autoridad territorial 

especialmente para aquellas que poseen un título de propiedad colectiva, en muchas ocasiones 

cumplen la función de mediadores para la resolución de conflictos internos y externos, y también 

tienden a imponer sus intereses y mandatos ante los pobladores, especialmente campesinos.  
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Actualmente el Bajo Cauca es también centro de operaciones de empresas privadas que tienen 

interés en la explotación de recursos naturales renovables y no renovables a pequeña, mediana y 

gran escala.  

El oro es el recurso más apetecido en esta región desde su proceso de poblamiento. Si bien el Bajo 

Cauca es rico en otros recursos como los bosques, la fauna, el sistema hídrico que incluye 

acuíferos, ciénagas, quebradas y ríos, su uso y afectación está asociada en gran medida a la minería 

aurífera. Este potencial es conocido no solo por los pobladores del Bajo Cauca, empresas 

nacionales y extranjeras han hecho presencia en los seis municipios, pero también pequeñas 

empresas locales y mineras emergentes de la región o de otras zonas del Departamento y el País 

que se movilizan a lugares con poca presencia del Estado y fácil acceso al recurso. 

Entre las empresas más representativas se encuentra Mineros S.A., la cual opera en los municipios 

de Zaragoza y El Bagre realizando minería subterránea y aluvial para la extracción de oro. Su área 

de acción está delimitada por el título minero otorgado por la autoridad minera competente, sin 

embargo, para su proceso de producción se requiere del uso de los recursos naturales renovables 

por lo tanto los impactos que este ocasiona se extiende hacia otros territorios, los que se encuentran 

asociados al recurso hídrico. 

Si bien la empresa ha generado relaciones estratégicas con los municipios y algunas comunidades 

gracias a su aporte al sistema general de regalías y la inversión que realizan desde las áreas de 

responsabilidad social empresarial y de compensación ambiental, los pobladores del territorio 

continúan identificando impactos ambientales negativos generados por la actividad minera que no 

logran ser mitigados a pesar de su buena gestión ante la autoridad minera y ambiental. 
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Figura 11. Minería río Porce 

Fuente: Archivo personal.  

Si bien la minería y el aprovechamiento maderero fueron motor para el proceso de poblamiento 

del Bajo Cauca y la fundación de sus principales centros urbanos (ver Figura 11), el grado de 

explotación del cual son objeto por parte de estos y otros actores, vulneran los derechos territoriales 

y culturales de las comunidades étnicas, y pone en riesgo su existencia misma ya sea cultural o 

física, por su tendencia al desplazamiento, la dispersión y el asesinato de sus líderes cuando su 

accionar entra en conflicto con los intereses de otros actores.  
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Capítulo III. Configuraciones territoriales emergentes 

 

 

El tercer capítulo inicia con una descripción de las dinámicas, los usos y las significaciones del 

territorio por parte de las comunidades étnicas, lo cual afecta no solo la concepción que se tiene 

del mismo, sino también su funcionalidad y estructura a través del tiempo. 

Luego se procede a develar cómo influye la idea de buen vivir en el desarrollo territorial desde la 

emergencia de otros escenarios futuros deseados para las localidades y la región, los cuales deberán 

ser determinantes en los procesos de ordenamiento territorial, la proyección y ejecución de 

proyectos de desarrollo, y la toma de decisiones sobre este territorio. 

Por último, se establece un escenario posible para los territorios étnicos durante el proceso de la 

implementación de los acuerdos de paz en lo referente a la transformación de la ruralidad mediante 

la gestión institucional y comunitaria, y la construcción de la paz territorial desde lo local. 

 

3.1. La construcción social de los territorio s étnicos 

 

El Bajo Cauca se encuentra habitado por grupos de familias de ascendencia indígena y negra que 

se han reconocido bajo la categor²a de ñcomunidadò por su forma de localización, sus 

construcciones identitarias y las relaciones que se establecen en su interior.  

Pero esta noción de comunidad va más allá de una aparente homogeneidad y afiliación en los 

individuos que la conforman.  De acuerdo con Oslender (2008) esta categoría debe concebirse 

como ñuna construcci·n social que se evoca, usa y aplica de manera estrat®gica en un proyecto 
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político libertario en el que construir unidad es estratégicamente esencial, a la hora de confrontar 

las redes de los poderes dominantesò (p. 101). Por lo tanto, conformar comunidad puede 

considerarse un acto de resistencia para la pervivencia cultural que los legitima como actores 

políticos en la construcción del territorio. 

Para uno de los líderes afrodescendientes de la región:   

ñLas comunidades [étnicas] han empezado un ejercicio de reconocimiento cultural, 

organizativo, político y podríamos decir que, de autonomía, no solamente a partir de lo que 

la norma puede plantear sino también porque ellos mismos afirman su identidad, por lo 

tanto, consideran que lo principal es articularse desde allí y en ese contexto reconocen su 

territorio bajo las mismas características culturalesò. (E2, comunicación personal, 17 de 

febrero de 2017) 

En este escenario la construcción de una etnicidad afrodescendiente o indígena fortalece el sentido 

de comunidad, toda vez que permite establecer una relación diferenciada del nosotros/ellos, y ancla 

su afirmación identitaria a un lugar específico donde tienen lugar el mundo de la vida. Así las 

cosas, la etnicidad del Bajo Cauca se encuentra sustentada en la ñpluralidad de identidades locales, 

diferenciadas de una u otra forma, pero con objetivos comunes que sobrepasan las diferencias que 

pudieran impedir una política estratégica colectivamente conceptualizadaò (Oslender 1999, en 

Oslender, 2008 p. 101). 

Desde una perspectiva histórica, el Bajo Cauca se ha venido configurando como un conjunto de 

territorios étnicos e interétnicos definidos y delimitados por las comunidades en su proceso de 

apropiación. Así las cosas, se tienen que el proceso de poblamiento deja como resultado la 

localización de cuarenta y siete comunidades indígenas y sesenta y tres comunidades 
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afrodescendientes distribuidas en las áreas urbanas y rurales de los municipios de Cáceres, 

Caucasia, El Bagre, Nechí, Tarazá y Zaragoza, las cuales a su vez establecen otros límites 

territoriales de acuerdo al uso y significación que le otorga cada grupo étnico. 

Estas comunidades representan una población significativa para los municipios, pero si bien para 

la mayoría no existe una figura de propiedad colectiva formalizada, cada una ha venido 

desarrollando un proceso histórico de construcción social del territorio. De acuerdo con Escobar 

(2014) ñen el discurso ®tnico-territorial el territorio no se ve tanto en términos de propiedad 

(aunque se reconoce la propiedad colectiva); sino, de apropiación efectiva mediante prácticas 

culturales, agrícolas, ecológicas, económicas rituales etc.ò (p. 90). Por lo tanto, el territorio es 

resultado de las relaciones que lo constituyen, es material y simbólico, pero más que todo es ñun 

proceso de apropiación socio cultural de la naturaleza y de los ecosistemas que cada grupo social 

efectúa desde su cosmovisi·n u ontolog²aò (Ibíd. p. 91). 

 

3.1.1. Comunidades afrodescendientes 

 

Cada grupo étnico ha establecido un tipo de relacionamiento propio con el territorio que ocupa en 

el Bajo Cauca. Para las comunidades afrodescendientes, provenientes de los territorios de los 

departamentos político-administrativos del Chocó, Cauca y Atlántico, los ríos Nechí, Porce y 

Cauca representan referentes locales de su territorio y se conciben como espacios articuladores 

que posibilitan el encuentro y la interacción entre la población. Evidencia de esto es que muchas 

comunidades han adoptado el nombre de quebradas y ríos para sus propios Consejos Comunitarios, 

como es el caso de ñPorce Medioò por el r²o Porce, ñChilona el Saltoò por la quebrada Chilona, y 
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ñEl Aguacateò por la quebrada Aguacate, lo cual permite establecer una relación importante no 

solo como referente espacial sino como elemento fundamental para la vida de estas comunidades. 

Pero además estos ríos son determinantes para el desarrollo de sus actividades domésticas, 

económicas y socioculturales. La minería aluvial es la principal actividad económica para estas 

comunidades, al igual que la pesca y la navegación que es su medio de transporte (ver Figura 12), 

pero también se brinda como un servicio para otros habitantes del territorio. El cultivo y la 

recolección de coca ha sido una actividad significativa para la generación de ingresos tanto en 

comunidades afrodescendientes como indígenas, sin embargo, gracias al proceso de paz, esta 

región fue priorizada para la sustitución de cultivos de uso ilícito que apunten a la soberanía 

alimentaria y al fortalecimiento de economías propias.  

 

Figura 12. Usos del río. Río Nechí desde el Consejo Comunitario Chilona el Salto 

Fuente: Archivo personal.  
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De acuerdo con una mujer afrodescendiente perteneciente al Consejo Comunitario de Pueblo 

Nuevo:  

El hecho de que el territorio sea atravesado un río, si cambia muchas dinámicas culturales 

a diferencia de otras subregiones [é] Pero [en cuanto a sus prácticas culturales] si están 

más enmarcados a la parte de la minería y también se utiliza mucho el tema pesquero como 

una actividad diferente a la minería y a la misma preservación del medio ambiente. (E9, 

comunicación personal 6 de septiembre de 2017). 

Otra característica asociada a las formas de apropiación territorial de comunidades 

afrodescendientes es la ocupación de las márgenes de los ríos mediante la construcción de 

viviendas que en su mayoría suelen presentar una estructura palafítica (ver Figura 13) con el fin 

de evadir las afectaciones que podría producir un incremento del caudal.  

Su cercanía a los ríos y quebradas permite aprovechar el enriquecimiento del suelo gracias a la 

inundación de los terrenos aledaños para el establecimiento de cultivos transitorios, dando acceso 

directo al aprovisionamiento de pescado que es parte fundamental en la dieta de las familias. Sin 

embargo, la minería ha afectado su percepción frente a la calidad del agua, por lo tanto, han optado 

por establecer cultivos de peces en suelos que también han sido intervenidos por esta actividad. 
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Figura 13. Viviendas palafíticas. Territorio Colectivo Consejo Comunitario Porce Medio. 

Fuente: Archivo personal 

 

Al interior de los territorios también se ha generado una relación significativa con los complejos 

de humedales, los cuales son concebidos como ñincubadoras de pecesò. Si bien son otro tipo de 

sistemas hídricos, brindan servicios de aprovisionamiento, regulación y son referentes culturales 

para el sustento de prácticas culturales como la pesca y la comunicación entre comunidades.   

Hay un asunto que tiene que ver con el bosque y con el agua, ahora que hemos estado en 

esos ejercicios de consulta previa que yo les escucho las historias y cómo se relacionan 

ellos con el agua, el negro es anfibio por naturaleza porque si ellos venían por el Chocó 
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están en el océano Pacifico o en los ríos grandes que están ahí el Atrato, el San Juan, el 

Baudó (C. Vélez, comunicación personal, 22 de junio de 2017) 

Los bosques para las comunidades afrodescendientes representan una fuente de madera para la 

construcción de viviendas y el consumo del hogar y la caza también es una práctica recurrente para 

el aprovisionamiento de alimento. Las comunidades afrodescendientes al igual que los indígenas 

manejan un concepto de veda que es resultado del conocimiento que tienen de los ecosistemas y 

los ritmos de la naturaleza para garantizar la sostenibilidad de estos recursos. Si bien el cuidado 

del ambiente se ha venido construyendo como un discurso bandera en sus luchas reivindicativas, 

lo que se pretende proteger es la disponibilidad y acceso a estos recursos que son fundamentales 

para su vida en comunidad. 

Actualmente en el Bajo Cauca habitan alrededor de 63 comunidades afrodescendientes 

organizadas en Consejos Comunitarios: 

 

Tabla 10. Consejos Comunitarios del Bajo Cauca. 

# Municipio  Consejo Comunitario Resolución Municipal y/o Título 

1 Cáceres Consejo Comunitarios  Afrodescendiente 

de Las Pampas 

Resolución Municipal No. 236 de 1 

de agosto de 2016 

2 Cáceres Consejo Comunitarios Afrodescendiente 

de Puerto Bélgica 

Resolución Municipal No. 069 de 19 

de febrero de 2013 

3 Caucasia Consejo Comunitario Mayor de las 

Comunidades Negras de Caucasia 

Resolución Municipal 1571 de 9 de 

septiembre de 2014 

4 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Barrio Chino 

Resolución Municipal No. 1415 de 

julio 23 de 2014 



88 
 

5 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Cacerí 

Resolución Municipal No. 1403 de 

julio 23 de 2014 

6 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

El Pando 

Resolución Municipal No. 1416 de 

julio 23 de 2014 

7 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Galandria 

Resolución Municipal No.1404 de 

julio 23 de 2014 

8 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

La Esmeralda 

Resolución Municipal No. 1409 de 

julio 23 de 2014 

9 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

La Ilusión 

Resolución Municipal No. 1410 de 

julio 23 de 2014 

10 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

La Reversa 

Resolución Municipal No. 1411 de 

julio 23 de 2019 

11 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Margento 

Resolución Municipal No. 1412 de 

julio 23 de 2014 

12 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Palanca 

Resolución Municipal No. 1413 de 

julio 23 de 2014 

13 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Tigre III 

Resolución Municipal No. 1414 de 

julio 23 de 2014 

14 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Ciénaga Colombia 

Resolución Municipal No.923 de 20 

de mayo de 2015 

15 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano  El 

Delirio 

Resolución Municipal No. 1216 de 

24 de julio de 2015 

16 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano  La 

Unión Cacerí Medio 

Resolución Municipal No. 1217 de 

24 de julio de 2015 

17 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Quebradona del Medio 

Resolución Municipal No.821 de 

abril 27 de 2015 
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18 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano del 

Corregimiento El Palomar 

Resolución Municipal No.1230 de 27 

de julio 2015 

19 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Tigre 1 y 2 

Resolución Municipal No. 946 de 21 

de mayo de 2015 

20 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Puerto Triana 

Resolución Municipal No. 945 de 21 

de mayo de 2016 

21 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano 

vereda La Raya 

Resolución Municipal No.1085 de 24 

de junio de 2015 

22 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano La 

Virgen 

Resolución Municipal No. 1086 de 

24 de junio de 2015 

23 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano 

Cuturú Emprendedores 

Resolución Municipal 2183 de 22 de 

noviembre de 2016 

24 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano La 

Garrapata 

Resolución Municipal 2184 de 22 de 

noviembre de 2016 

25 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano 

Pueblo Nuevo 

Resolución Municipal 2185 de 22 de 

noviembre de 2016 

26 Caucasia Consejo Comunitario Afrocolombiano Río 

Viejo 

Resolución Municipal No. 130 de  17 

de enero de 2017 

27 El Bagre Asociación Consejo Mayor Comunidades 

Negras de El Bagre-ACOMACONEBA 

Resolución Municipal  No. 478 de 11 

de marzo de 2016 

28 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Chaparrosa 

Resolución de Titulo Colectivo No. 

01554 de 21 de junio de 2013 

29 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Nueva Esperanza 

Resolución de Titulo Colectivo No. 

01238 de 30 de mayo de 2012 

30 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Villa Grande 

Resolución de Titulo Colectivo  No. 

01236 de 30 de mayo de 2012 
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31 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Tarachica 

Resolución de Titulo solicitado 18-

11-2002 

32 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Dos Bocas 

Resolución Municipal No. 1020 del 

16  de mayo de 2011 

33 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

El Real 

Resolución Municipal  No. 939  del 

26  de marzo de 2014 

34 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Los Colonos  

Resolución Municipal No. 477 de 11 

de marzo de 2016 

35 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

La Capilla 

Resolución Municipal No.1017 de 

mayo 16 de 2011 

36 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Los Mellizos  

Resolución Municipal  No. 483 de 19 

de julio de 2016 

37 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Puerto Claver- AfroClaver 

Resolución  Municipal No. 082 del 

17 de enero de 2014 

38 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Puerto López 

Resolución Municipal No.1019 de 

mayo 16 de 2011 

39 El Bagre Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Villa Larga 

Resolución Municipal  No. 486 de 16 

de agosto de 2016 

40 Nechí Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Bijagual 

Resolución Municipal No. 1219 de 

28 de Abril de 2014 

41 Nechí Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Cargueros 

Resolución Municipal No. 775 de 25 

de junio de 2013 

42 Nechí Consejo Comunitario  Afrodescendiente 

de Colorado 

Resolución Municipal No.  423 de 

noviembre 14 de 2012 

43 Nechí Consejo Comunitario Afrodescendiente La 

YE 

Resolución Municipal No. 776 de 25 

de junio de 2013 
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44 Nechí Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Las Flores (Cocoaflo). 

Resolución Municipal No. 1221 de 

28 de abril 2014 

45 Nechí Consejo Comunitario Afrodescendiente 

Quebrada Ciénaga 

Resolución Municipal No. 1220 de 

28 de abril de 2014 

46 Nechí Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

la vereda La Trinidad- AfroCarimagua 

Resolución Municipal No. 0067 de 

18 de marzo de 2016 

47 Nechí Consejo Comunitario Afrocolombiano ï 

Afrocañopescado 

Resolución Municipal 333 de 10 de 

octubre de 2016 

48 Nechí Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Las Conchas-COAC 

Resolución Municipal 349 de 13 de 

octubre de 2016 

49 Nechí Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Corrales - Afrocorrales  

Resolución Municipal 0413 de 10 de 

noviembre de 2016 

50 Nechí Consejo Comunitario Afrocolombiano de 

Puerto Iguana-COCOAPI 

Resolución Municipal 0493 de 21 de 

diciembre de 2016 

51 Tarazá Consejo Comunitario Afrodescendiente 

Barro Blanco 

Resolución Municipal 155 de 13 de 

marzo de 2017 

52 Tarazá Consejo Comunitario Afrodescendiente La 

Caucana 

Resolución Municipal 104 de 1 de 

marzo de 2017 

53 Tarazá Consejo Comunitario Afrodescendiente  

Puerto Antioquia 

Resolución Municipal 106 de 2 de 

marzo de 2017 

54 Zaragoza Asociación de Consejo Mayor de 

Comunidades Negras de Zaragoza-

ACOMADEZA 

Resolución Municipal No.  

 

55 Zaragoza Consejo Comunitario de la comunidad 

negra de El Aguacate 

Resolución de Titulo Colectivo 

No.002542 de 23 de diciembre de 

2002 
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56 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Bocas de Caná  

Resolución de Titulo Colectivo  

No.002543 de 23 de diciembre de 

2002 

57 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Chilona-El Salto 

Resolución de Titulo Colectivo  

No.002918 de 21 de diciembre de 

2012 

58 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Porce Medio  

Resolución de Titulo Colectivo  

No.002541 de 23 de diciembre de 

2002 

59 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Pueblo Nuevo 

Resolución de Titulo Colectivo 

No.002540 de 23 de diciembre de 

2003 

60 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

El Retiro 

Resolución Municipal No.258 de 24 

de marzo de 2014 

61 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

La Porquera 

Resolución Municipal No.259 de 28 

de marzo de 2014 

62 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de  

Naranjal - La Tolva 

Resolución Municipal No.054 de 

2016 

63 Zaragoza Consejo Comunitario Afrodescendiente de 

Villa Servera  

Resolución Municipal No.172 de 

Junio 16 de 2017 

Fuente: Corantioquia (2017) 
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3.1.2. Comunidades indígenas  

 

Las comunidades Embera del Bajo Cauca también han establecido una relación significativa con 

el río en tanto que representa parte de su territorio ancestral y guardan relación con los sitios 

sagrados (Jaidé) donde habitan los espíritus (Jai).  

El Pueblo Embera se encuentra disperso por todo el departamento de Antioquia y reciben su 

nombre dependiendo de sus particularidades culturales, dialectales y geográficas. Se reconocen 

como Embera Chamí, Embera Dóbida y Embera Eyábida11. Los Embera Chamí provienen 

originalmente de San Antonio del Chamí en Risaralda, y son los Embera más cercanos a los cascos 

urbanos, por lo tanto, han sido los más propensos a ser afectados por un proceso de aculturación. 

Representan el 20% de la población Embera del departamento de Antioquia y se encuentran 

ubicados actualmente en la subregión del suroeste en los municipios de Valparaíso, Támesis, 

Pueblo Rico, Ciudad Bolívar, Andes y Jardín; en el Urabá en los municipios de Apartadó y 

Chigorodó. En el nordeste en los municipios de Vegachí, Remedios y Segovia; en el norte en 

Anorí, en el Magdalena Medio en Puerto Berrio; y en el Bajo Cauca en los municipios de El Bagre 

y Cáceres (OIA, 2012). 

Los Embera Dóbida son los habitantes del río, por lo tanto, se encuentran ubicados en zonas 

ribereñas principalmente en el Atrato Medio en la subregión de Urabá, en el municipio de Vigía 

del Fuerte y representa un 4% de la población indígena de este pueblo en el Departamento. De 

acuerdo con OIA (2012) ñeste pueblo ha conservado la mayoría de los elementos culturales, como 

la cestería, pintura facial y pintura corporal, la lengua materna y la práctica de la medicina 

                                                           
11 Los Embera Oibida que significa habitante de selva comparen características con los Eyabida sin embargo se encuentran 

ubicados en la profundidad de los bosques, a jornadas de camino y con condiciones difíciles de acceso (OIA, 2012). 
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tradicional en la figura del jaibanáò (Ibid., p.24). A la fecha no se ha identificado presencia de 

Embera Dóbida en el Bajo Cauca. 

Por último, los Embera Eyábida, que significa ñhabitante de la monta¶aò, equivalen al 76% de la 

población Embera de Antioquia y se encuentran asentados al interior de las áreas rurales de la  

subregión de Urabá en los municipios de Turbo, Apartadó, Chigorodó, Mutatá y Murindó; en el 

occidente en los municipios de Dabeiba, Uramita y Frontino; en el suroeste en el municipio de 

Urrao; en el norte en el municipio de Ituango; en el Magdalena medio en el municipio de Puerto 

Berrio; y en el Bajo Cauca en los municipios de Tarazá y El Bagre (OIA, 2012). 

El agua es un elemento fundamental en las historias de origen de este pueblo indígena, por lo tanto, 

hace parte integral de su cultura y del territorio que habitan:  

Según la historia se contaba que esta tierra no tenía agua, que existió un árbol grande que 

producía el agua y que trataron de tumbarlo en tres días, la gente cansada y ya casi por 

caer el árbol cuando iban al día siguiente para terminar el corte se encontraba otra vez 

sanado, lucharon entonces por tumbarlo hasta que lo lograron y cuentan que el agua brotó 

y que viene del árbol Jenené. 

La hormiga Jenzerá (conga) cargaba el agua y amarraba a la gente que sufría por falta 

del agua. El árbol no quería caer a la tierra, pero el animal sidima que es una especie 

parecida a la ardita muy pequeñita y muy ágil, entonces subió al palo para ayudar a 

tumbarlo y cuando cayó el árbol apareció el mar, se formaron los ríos, las cañadas, los 

manantiales.  

Historia ñEl Árbol de Jenen®ò   
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Plan de vida Comunidad Indígena Sohibadó12 

También se menciona el agua en las historias de Karagabí, personaje mítico de los relatos 

fundacionales:  

Karagabí fue el creador del hombre y de todo cuanto existe, menos del agua. 

Sabiendo Karagabí la importancia que tenía el agua para su pueblo, le pidió a su 

padre que le enseñara a conseguir el agua. Su padre le dio una varita que, al 

golpearla contra dos piedras, por la mitad salía un hilito de agua. No obstante, su 

padre le advirtió que no la derrochara pues era escasa y debía alcanzar para todos. 

Entonces Karagabí le transmitió a los Embera que todos los días fueran a recoger 

el agua, muy de mañanita, que él estaría allí repartiéndola. Y así fue. Los Embera 

iban y hacían cola con una totuma y Karagabí las llenaba. Y así fue por mucho 

tiempo.  

Historia ñEl Origen del Aguaò. 

Plan de vida Comunidad Indígena Sohibadó13 

Las familias Embera Chamí del Bajo Cauca se han asentado cerca de los cascos urbanos, como es 

el caso de la comunidad indígena Carupia en el municipio de Cáceres, lo que ha generado 

transformaciones en la forma de relacionarse con el territorio. Su economía se encuentra 

actualmente asociada a las dinámicas urbanas de comercio, obtención de servicios básicos, y 

hábitos alimenticios. Ocupar las áreas urbanas ha implicado también una constante lucha por 

                                                           
12 Plan de vida del suroeste, OIA, 2008 en Corantioquia y OIA 2015. 
13 Corantioquia y OIA 2015 
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reivindicar su autonomía y el derecho de establecer un gobierno propio en su territorio, lo cual se 

disputa permanentemente con el gobierno municipal y los grupos armados. 

Por el contrario, las comunidades Embera Eyábida como Sohibadó en El Bagre (ver Figura 14) y 

Jaidezabi en Tarazá, se han establecido al interior de las áreas rurales, en zonas boscosas y cercanas 

a los ríos Nechí, San Pedro, Tarazá y Cauca. Estas comunidades han conservado gran parte de sus 

prácticas culturales como la caza, la construcción de viviendas tradicionales, la pesca, el uso 

tradicional de plantas para la pintura corporal y la realización de rituales por parte del jaibaná; y 

han dotado de sentido y significado el territorio desde su propio sistema simbólico mediante el 

cual se identifican los sitios sagrados y otras áreas de importancia cultural. 

 

Figura 14. Comunidad indígena Sohibadó, El Bagre. 

Fuente: Archivo Personal 

Si bien las comunidades Embera eran tradicionalmente nómadas y presentaban un tipo de 

ocupación dispersa, actualmente establecen asentamientos concentrados nucleados con pocas 
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viviendas esparcidas por el territorio, para lo cual se han definido linderos naturales que les permite 

un mayor control del territorio, pero también la emergencia de conflictos con pobladores vecinos. 

Por ejemplo, en el caso de Sohibadó, el río San Pedro y la quebrada ñEspanta Muchachoò se 

reconocen como fronteras en la dirección norte y sur, pero también permite el encuentro e 

intercambio con otras comunidades y territorios. Por otro lado, se han identificado hitos naturales 

estructurantes del territorio como la quebrada Sohibadó y el antes mencionado río San Pedro el 

cual es parte fundamental de la comunidad toda vez que constituye su principal vía de acceso, es 

fuente de alimento y recreación (Corantioquia y OIA, 2015). 

Las comunidades Embera en el contexto del Bajo Cauca han establecido relaciones estratégicas 

especialmente del orden organizativo con las comunidades Senúes, las cuales representan la mayor 

población indígena de esta región. 

La cultura Senú ha sido gravemente afectada por el proceso de colonización, la disolución del 

resguardo San Andrés de Sotavento en los años 40 y posteriormente la violencia bipartidista de los 

años 50 que aceleró el despojo de los territorios indígenas y obligó a gran parte de la población 

Senú a buscar nuevas tierras en los antiguos territorios macro étnicos de Urabá y Bajo Cauca (OIA, 

2000). 

Antiguamente la economía Senú estaba basada en una agricultura especializada fortalecida 

mediante sus conocimientos de hidráulica, lo cual se evidenciaba en la construcción de sistemas 

de canales en forma de espina de pescado que establecieron en la zona del Bajo Cauca y San Jorge. 

Este tipo de obra les permitía controlar las crecientes de los ríos en épocas de lluvia, contar con 

abundante pesca en todo el año y aprovechar los diques o camellones para la agricultura, los cuales 

abonaban con la extracción de limo en los canales. Otro rasgo característico era la elaboración de 
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orfebrería y tejidos, lo cual se apoyaba en el intercambio económico de productos y materiales con 

otros grupos indígenas (Ibíd., 2000). 

Actualmente los poblados Senúes del Bajo Cauca se encuentran ubicados en las áreas tanto urbanas 

como rurales de los municipios, donde han construido sus viviendas tradicionales (ver Figura 15) 

y donde tienen lugar las relaciones sociales, familiares y económicas de estas comunidades. Si 

bien los ríos son esenciales para la pesca, la minería y la comunicación entre comunidades, los 

resguardos y asentamientos Senúes se encuentran principalmente ubicados al interior de las áreas 

boscosas, y se identifican cambios en las técnicas de cultivo y cosecha, adoptando prácticas 

campesinas como resultado del proceso de aculturación. 

 

 

Figura 15. Vivienda Senú, Comunidad indígena El Noventa, El Bagre. 

Fuente: Archivo Personal 
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En este sentido, para estos indígenas el bosque representa un ecosistema fundamental para el 

cuidado de la vida, a diferencia de las comunidades afrodescendientes y los Embera, los Senúes 

continúan siendo agricultores y tejedores, por lo tanto, establecen usos diferenciados del suelo y 

aprovechan del bosque otros recursos como las plantas para sus tejidos y construcciones, la 

madera, el agua, y la fauna silvestre, otra fuente de alimentación. 

Los Senúes del Bajo Cauca también tienen como oficio la minería, y según el libro OIA et al. 

(2016) Trenzando hilos de Sabiduría. Arte Ancestral Senú en Antioquia, esto es gracias a que las 

familias que están asentadas en este territorio son originales de la región Zenufaná, que se 

encontraba al sur oriente en los ríos Cauca y Nechí, y que fue llamada la ñtierra de productores de 

oro, por lo cual sus habitantes eran mineros expertos que explotaban los aluviones de los ríos 

cercanosò (OIA 2016 p. 16). 

Además de la minería, la agricultura y el establecimiento de los poblados, la construcción y bautizo 

de viviendas tradicionales, las comunidades Senúes del Bajo Cauca aún desarrollan como práctica 

cultural el cultivo, el trenzado y la pintura de la cañaflecha para la elaboración del sombrero 

vueltiao y otros productos o artesanías como cestería. Si bien hasta hace poco todos estos productos 

eran cosidos en Tuchín, gracias al proceso organizativo y el acompañamiento de diversas 

instituciones públicas y privadas, estas comunidades han adquirido autonomía en toda la cadena 

productiva, lo cual fortalece su identidad indígena mediante la conservación de este tipo de 

prácticas. 

En términos generales la ñconfiguración de los territorios indígenas obedece a la reconstrucción 

del espacio sagrado, desde donde se generan sus políticas, sus comportamientos, propiciando la 

búsqueda de alternativas de manejo de sus propios territoriosò (Zapata, 2010 p. 69). Si bien existen 
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diferencias entre los distintos pueblos en la forma de concebir y reivindicar su derecho al territorio, 

el movimiento indígena representado por las organizaciones indígenas regionales y nacionales 

promueven la resignificación de conceptos como la tierra, ñque remite al espacio productivo-

cultural y el territorio como espacio socio-cultural, los cuales recrean y configuran la esencia de la 

identidad y la cultura como parte de un proceso biológico, social, cultural de conservación y 

permanenciaò (Ibíd. p. 69). 

En el Bajo Cauca se han identificado alrededor de cuarenta y siete comunidades y cuatro 

resguardos indígenas pertenecientes a estos pueblos: 

 

Tabla 11. Comunidades indígenas del Bajo Cauca. 

# Etnia Comunidad/Cabildo 

Indígena 

Municipio  Resguardo Indígena 

1 Senú Omagá Cáceres En proceso de compra de tierras y 

constitución de resguardo 

2 Senú Alto del Tigre Cáceres En proceso de constitución de 

resguardo 

3 Senú Puerto Bélgica Cáceres En proceso de constitución de 

resguardo 

4 Senú Puerto santo Cáceres Sin Resguardo 

5 Senú Isla de la Dulzura Cáceres Sin Resguardo 

6 Senú Guarumo Cáceres Sin Resguardo 

7 Senú José de los Santos Cáceres Sin Resguardo 

8 Senú Campanario Cáceres Sin Resguardo 
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9 Embera Chamí Carupia Cáceres En proceso de compra de tierras y 

constitución de resguardo 

10 Senú Jardín Cáceres Sin Resguardo 

11 Senú Quebradona Delirio Caucasia Sin Resguardo 

12 Senú Tigre 2 Caucasia Sin Resguardo 

13 Senú Tigre 1 Caucasia Sin Resguardo 

14 Senú El Pando Caucasia En proceso de constitución de 

resguardo 

15 Senú La Unión Caucasia Sin Resguardo 

16 Senú La Jagua Caucasia Sin Resguardo 

17 Senú Colibrí (Senufaná) Caucasia Sin Resguardo 

18 Senú Almendros El Bagre Los Almendros / Resolución 119 

del 14 de diciembre de 2009 

19 Senú El  Noventa El Bagre En proceso de constitución de 

resguardo 

20 Senú La Sardina El Bagre En proceso de constitución de 

resguardo 

21 Senú El Aguacate El Bagre Sin Resguardo 

22 Senú Esmeralda-progreso El Bagre Sin Resguardo 

23 Senú Luis Cano El Bagre Sin Resguardo 

24 Senú La Lucha El Bagre En proceso de constitución de 

resguardo 

25 Senú Las Dantas El Bagre Sin Resguardo 

26 Embera 

Eyabida 

La Corona El Bagre Sin Resguardo 

27 Senú Bamba El Bagre Sin Resguardo 
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28 Senú Puerto Claver/Valle 

del Sol 

El Bagre En proceso de constitución de 

resguardo 

29 Embera 

Eyabida 

Sohibadó El Bagre En proceso de constitución de 

resguardo 

30 Embera Coron-Coro El Bagre Sin Resguardo 

31 Embera 

Eyabida 

Jaidezabi Tarazá Jaidezabi / Resolución 63 del 25 

de noviembre de 1996 

32 Senú Pablo Muera Zaragoza Pablo Muera / Resolución 013 del 

10 de diciembre de 2002 

33 Senú Playa Guinea Zaragoza Sin Resguardo 

34 Senú Playa Alta Zaragoza Sin Resguardo 

35 Senú Boca la Raya Zaragoza Sin Resguardo 

36 Senú Jala Jala Zaragoza Sin Resguardo 

37 Senú Vegas de Segovia Zaragoza Vegas de Segovia / Acuerdo 322 

del 03 de diciembre de 2013 

38 Senú Los Castillos Zaragoza Vegas de Segovia / Acuerdo 322 

del 03 de diciembre de 2013 

39 Senú San Antonio de 

Boroco 

Zaragoza Vegas de Segovia / Acuerdo 322 

del 03 de diciembre de 2013 

40 Senú Unión-Pato Zaragoza Sin Resguardo 

41 Senú La Dieciocho Zaragoza En proceso de constitución de 

resguardo 

42 Senú San Antonio Carretera Zaragoza Sin Resguardo 

43 Senú La Esperanza Zaragoza Sin Resguardo 

44 Senú Alto Quebradona Zaragoza Sin Resguardo 

45 Senú Buenos Aires Zaragoza Sin Resguardo 
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46 Senú San Antonio 2 Zaragoza En proceso de constitución de 

resguardo 

47 Senú La Clarita Zaragoza Sin Resguardo 

Fuente: Corantioquia (2017). 

 

3.1.3. Formas organizativas 

 

Como se dijo anteriormente, el territorio es ese escenario en el cual tiene lugar el sistema 

organizativo representado en las formas de gobierno, en las estructuras políticas y sociales que dan 

forma a las sociedades indígenas, afrodescendientes y campesinas. De acuerdo con el Comité 

Indígena P.N.R. (1990) ñla tierra representa uno de los elementos constitutivos del proceso 

organizativo ind²gena y su carencia significa su descomposici·n como organizaciones socialesò 

(p. 29). Pero esta afirmación no solo aplica para los pueblos indígenas, el territorio más que la 

tierra es base fundamental para la pervivencia cultural de las comunidades étnicas. 

En este sentido es necesario profundizar en las formas organizativas que son propias de estas 

comunidades y cómo se han venido re-estructurando en función del desarrollo propio y sus 

estrategias de defensa territorial. 

Las comunidades afro han adoptado la figura de Consejo Comunitario como forma organizativa 

definida por la Ley 70 de 1993 para la administración de los territorios colectivos como el que se 

observa en la Figura 16, por lo tanto, tienen como función:  

Delimitar y asignar áreas al interior de las tierras adjudicadas; velar por la conservación y 

protección de los derechos de la propiedad colectiva, la preservación de la identidad 

cultural, el aprovechamiento y la conservación de los recursos naturales; escoger al 
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representante legal de la respectiva comunidad en cuanto persona jurídica, y hacer de 

amigables componedores en los conflictos internos factibles de conciliaci·nò (Art²culo 5).  

Sin embargo, a pesar de que no todas las comunidades cuentan con tierras adjudicadas, se han 

conformado los Consejos Comunitarios como estrategia de reconocimiento ante las instituciones 

y desde allí se establecen los liderazgos, los reglamentos, las formas de control y la autoridad que 

es legitimada por toda la comunidad.  

 

Figura 16. Escuela Territorio Colectivo del Consejo Comunitario Bocas Caná. 

Fuente: Archivo personal 

Para un líder que ha participado en todo el proceso organizativo de estas comunidades: 



105 
 

Una de las figuras [organizativas] básicamente son los consejos comunitarios pero también 

hay asociaciones de las comunidades afro de los municipios; pueden haber otras figuras 

que todavía no están implementadas por que igual también están permitidas no 

necesariamente tienen que ser solamente los consejos comunitarios pero a nivel de 

territorio, por ejemplo, la gente se ha ido consolidando como asociaciones de consejos 

comunitarios lo que se conoce como consejos comunitarios mayores también asociados a 

los consejos menores y en ese orden de ideas, deben de hacer parte de una figura 

departamental que no está operando en este momento que es la consultiva departamental 

pero que también está establecida para que esa sea la dinámica, desde lo local los consejos 

comunitarios y las otras figuras, a nivel departamental pues la consultiva departamental y 

esta a su vez espacios nacionales que son las consultivas nacionales asociadas también a 

una serie de consejos nacionales de planeación de cultura, de paz , bueno una serie de 

instancias que se han creado también. (E2. comunicación personal 17 de febrero de 2017). 

Por lo tanto, existen también otras formas organizativas que buscan integrar los Consejos 

Comunitarios con el propósito de acceder a otros beneficios principalmente de tipo económico, 

como la conformación de asociaciones y corporaciones entre Consejos Comunitarios de un mismo 

municipio como es el caso de Afronechí, Aneza (Asociación de Negritudes de Zaragoza), 

Coafrodeca (Corporación de Afrodescendientes de Caucasia), Afrotarazá y Afrocáceres.  

Asimismo, se ha venido desarrollando la iniciativa de conformar, tomando como ejemplo el 

proceso organizativo indígena, Consejos Comunitarios Mayores en algunos municipios como 

Caucasia, El Bagre y Zaragoza, que más allá de querer canalizar recursos para sus comunidades, 

buscan además fortalecer sus procesos organizativos a otras escalas y ámbitos. En este sentido se 

ha creado en El Bagre la Asociación Consejo Mayor Comunidades Negras de El Bagre ï
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Acomaconeba-, la Asociación Consejo Comunitario Mayor de Zaragoza -Acomadeza- y el 

Consejo Comunitario Mayor de Caucasia. 

Por su parte, los indígenas mantienen como base fundamental de su organización social el núcleo 

familiar desde el cual se constituye la comunidad, por lo tanto, es común encontrar lazos 

consanguíneos entre sus miembros lo que supone una alta tasa de endogamia y el reconocimiento 

de liderazgos que se han consolidado históricamente y que están asociados a estas familias 

fundadoras definidas como autoridades tradicionales. 

Algunas comunidades han sido el foco de dispersión de otras familias que hoy se constituyen como 

una comunidad independiente, como es el caso de Carupia del municipio de Cáceres cuyos líderes 

fundadores migraron del resguardo Embera Chamí Karmata rua (Cristiania) ubicado en el Suroeste 

Antioqueño. En cuanto a los Senúes, las comunidades que habitan en el Bajo Cauca son producto 

de la migración de familias provenientes de San Andrés de Sotavento en Córdoba, por lo tanto, no 

solo se guarda una relación desde el lugar de origen sino en las posibles relaciones de parentesco 

y en uniones matrimoniales que se han venido estableciendo entre comunidades 

Los indígenas también cuentan con un tipo de organización conocida como ñcabildoò desde la cual 

ejercen su gobierno, son reconocidos por las instituciones y establecen relaciones de tipo político. 

De acuerdo con la Ley 89 de 1890 los cabildos tienen entre sus funciones distribuir equitativa y 

prudencialmente las porciones de resguardos que se mantengan en común, y a su vez ñse deduce 

que (é) son tambi®n entidades p¼blicas, de car§cter especial, encargadas de proteger a los 

indígenas conforme a las prescripciones de esta leyò (Gómez & Roldán, 1994 p 390).  

De acuerdo con el Comité Indígena P.N.R. (1990)  
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Esta es una nueva forma de organización político-administrativa acorde con la Legislación 

Indígena Nacional, donde se reconoce autoridad de la comunidad y entidad de carácter 

público especial siendo este un fenómeno relativamente reciente, se ha ido consolidando 

superando las dificultades que representa pasar de una organización de tipo familiar a una 

de tipo civil (p. 22). 

Sin embargo, para Nury Yagarí del pueblo Embera: 

[El Cabildo es] una figura no propia, sino apropiada, [la cual] no reflejaba un gobierno 

indígena. A los cabildos le faltaban elementos como hablar de autonomía, hablar de  que 

los gobiernos indígenas administraban el territorio, recursos naturales, un montón de 

elementos que están dentro de su territorio, en términos de territorialidad y ancestralidad, 

porque no era este pedacito de resguardo que estaba creado y avalado por ley sino ese 

territorio y hábitat que permanentemente hace anuncio los indígenas en un determinado 

lugar, que eran los sitios sagrados, la cacería, el tema de los cementerios, de los rituales 

que iban a recorrer. El Cauca dijo, aquí falta ese pedazo, no es resguardo hoy por hoy, sino 

nuestro territorio desde la tradicionalidad y la ancestralidad. (N. Yagari. comunicación 

personal 11 de mayo de 2017). 

Con el Decreto 1088 de 1993 se abre la posibilidad para los cabildos indígenas de conformar 

Asociaciones de Cabildos cuya naturaleza jurídica es pública de carácter especial, por lo tanto, 

además de cumplir con una función política orientando el fortalecimiento de las autoridades 

indígenas, posibilitan un mayor relacionamiento con las instituciones, sectores y otras 

organizaciones para contribuir al desarrollo propio de las comunidades. 
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Los cabildos indígenas del Bajo Cauca, en asociación con otros cabildos del Departamento, han 

conformado la Organización Indígena de Antioquia ïOIA- como una estrategia para fortalecer el 

movimiento indígena departamental y alcanzar el futuro que los pueblos han proyectado para sus 

territorios y comunidades. Según cuenta Richar Sierra, ñLa OIA surge como una estrategia de 

defensa desde la década del 80 donde algunos cabildos Embera, Chamí y Eyabida y también senúes 

de Urabá norte del municipio de Necoclí empiezan a juntarse para exigir derechos que ya estaban 

consagrados en la Constitución de 1991, la Ley 21 de 1991 que recoge el convenio 169 de la OIT.ò 

(R. Sierra, comunicación personal, 30 de junio de 2017). 

Para el Bajo Cauca el proceso organizativo ha promovido además la conformación de cabildos 

mayores en cada municipio, el cual cuenta con un representante reconocido como ñCacique 

Mayorò que se reconoce como autoridad ind²gena municipal y permanece en constante 

comunicación y relacionamiento con los caciques locales para la toma de decisiones sobre sus 

territorios. Por otro lado, la OIA con el fin de fortalecer el movimiento indígena regional, creó el 

Comité Operativo de Autoridades del Bajo Cauca ïCOA-, el cual posibilita un relacionamiento 

político más activo dado que permite el encuentro entre autoridades de los diferentes municipios 

para establecer consensos y proyectar acciones para la región. 

 

La historia del Bajo Cauca en términos organizativos surge a partir de la década del 90, es 

la historia reciente de los procesos reivindicativos de derechos en las comunidades 

indígenas, en gran medida impulsado por una ola que se generó después de la Constitución 

del 91, donde se reconoce esa diversidad cultural del país y permite que los pueblos 

descendientes indígenas nativos americanos empiecen un proceso de reivindicación , la 

Organización Indígena de Antioquia ha sido estratégica en esta tarea de impulsar los 
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derechos de las comunidades indígenas. (R. Sierra, comunicación personal, 30 de junio de 

2017). 

Si bien cada grupo étnico presenta particularidades en sus formas organizativas, las comunidades 

indígenas y afrodescendientes del Bajo Cauca comparten un objetivo común: el reconocimiento 

de sus derechos fundamentales y diferenciales, en lo cual el territorio cumple un papel estratégico. 

Para tal fin los indígenas y las comunidades negras (o afrodescendientes como se autodenominan) 

han debido fortalecer sus propios procesos organizativos, lo cual ha trascendido del ámbito local 

a otras escalas con el propósito de visibilizar y expandir sus luchas reivindicativas. Este proceso 

ha implicado además una reinvención permanente de su identidad, que fluctúa entre la 

construcci·n hist·rica y ancestral de aquello que es ñserò ind²gena o negro, y la definici·n que ha 

dado la ley para su reconocimiento como ñcomunidades ®tnicasò y el acceso a derechos 

diferenciales. 

Aquí se encuentran tres elementos que permiten identificar el tránsito de un caso aislado de gestión 

comunitaria a la configuración de un movimiento social a partir de algunos aspectos claves: 

organización social para el logro de un objetivo común, la reafirmación de identidades colectivas, 

y la emergencia de discursos y prácticas de resistencia cultural asociados a la defensa del territorio. 

Si bien este proceso se ha dado de manera diferenciada entre indígenas y afrodescendientes, 

también se ha desarrollado de forma paralela y existen puntos de encuentro gracias a su condición 

de comunidades étnicas y el grado de vulnerabilidad de sus territorios, muchas veces entrecruzados 

y compartidos.  

Según manifiesta el líder Senú: 
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Un pueblo que ha sido víctima por los procesos de colonización, los procesos de educación 

del mismo gobierno, creemos firmemente en la identidad como plataforma de existencia 

como la posibilidad de visibilizarnos, como la posibilidad de existir. Nuestra puesta está en 

consolidar o consolidarnos como una sociedad indígena, con una real autonomía en el 

ejercicio del gobierno propio, en el ejercicio de nuestros planes de vida, en nuestras propias 

formas y nuestras propias decisiones. (R. Sierra, comunicación personal, 30 de junio de 

2017). 

Por su parte Adolfo Echeverría, representante legal del Consejo Comunitario de Colorado, Nechí 

expone que: 

Nosotros seguimos empeñados en que tenemos unas comunidades étnicas 

afrodescendientes asentadas en estos territorios pero no hemos podido tener ese 

reconocimiento que nos avale para poder desarrollar con más fuerza y tener esa 

autonomía que es la que nos hace a través de la tenencia de tierra poder desarrollar 

actividades económicas que nos permitan el desarrollo de las comunidades, que 

podamos nosotros de alguna manera  tener acceso a la tenencia de tierras que es 

muy importante porque sin eso pues,  no habría, no tiene sentido tener unas 

comunidades en el consejo comunitario, entonces  es una de las cosas en las que 

estamos enrutados y queremos que a través de todas estas sentencias que se han 

hecho , podamos nosotros llegar con argumentos fuertes al Ministerio del Interior 

para poder tener ese reconocimiento pues es lo que nos hace visible ante todas las 

entidades del Estado. (A. Echeverría, comunicación personal, 14 de marzo de 

2017). 
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En ambos discursos se identifican elementos que remiten a la identidad como plataforma política 

y la organización social como medio para alcanzar los objetivos propuestos como comunidades 

étnicas asentadas en un territorio hasta ahora negado desde el ámbito institucional (ver Figura 17). 

Sin embargo, dado que en este proceso se concibe la región como una construcción sociopolítica, 

económica y cultural de relaciones sobre un espacio determinado llamado Bajo Cauca: 

Son los actores sociales a su interior los que, en su quehacer histórico, en su tejer de 

solidaridades y de conflictos, en sus actividades frente a la subsistencia a la vida cotidiana, 

al despliegue del conjunto de su cultura y su intelecto, y en la construcción de sus poderes 

o sus resistencias a los poderes que se le contraponen. Ellos van delineando en el espacio 

su propio sistema de organización social, de control, sobre los recursos y de diferenciación 

frente a otras entidades territoriales de la misma especieò (García, 1993 p. 26). 

 

Figura 17. Guardia indígena del Bajo Cauca. 

Fuente: OIA (2016). 
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3.2. Desarrollo propio y desarrollo territorial:  aspectos claves en la configuración de región 

 

El desarrollo territorial del Bajo Cauca se ha visto directamente afectado por el potencial minero-

energético de la zona, toda vez que la mineria ocupa un lugar estrategico en las economías locales 

independientemente de su condición de formalidad o informalidad; propicia la transformación del 

suelo y los recursos naturales renovables en su estructura y uso; y en el ámbito de lo político es un 

factor decisorio en la proyección de un modelo de desarrollo para los municipios y la región.   

La mineria ha sido fundamental en la construcción historica del territorio. En Colombia ñse han 

dado procesos extractivos desde la conquista y la colonia, los cuales abarcan numerosas formas de 

explotación, extracción y transnacionalización que afectan procesos locales, entendidos como 

aquellos conformados en procesos historicos subnacionalesò (Ulloa, 2015 en Ulloa & Coronado,  

2016 p. 23), sin embargo actualmente este sector ha encontrado el escenario propicio para su 

expansión gracias a la ejecución de programas que permiten atraer mayores flujos de inversión y 

una laxa regulación ambiental, lo que ha promovido el desarrollo de emprendimientos minero-

energéticos privados a pequeña, mediana y gran escala como el proyecto Hidroeléctrico Mayaba 

de I-Consult14, consolidándose como uno de los pilares en las estrategias de desarrollo actuales. 

Pero a pesar del gran peso que tienen los procesos extractivos en las economías nacionales, países 

como Colombia enfrentan bajos niveles de desarrollo humano, el incremento de desigualdades 

sociales y el aumento de la violencia, que van de la mano con una mayor incidencia de la actividad 

                                                           
14 El Colombiano (2016) Antioquia lidera potencial eléctrico del país: Upme. 
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minera y proyectos hidroeléctricos. Este es el caso de la región del Bajo Cauca, donde se concentra 

la actividad minera tanto legal como ilegal, la cual de acuerdo al Índice Multidimensional de 

Condiciones de Vida ï IMCV 15 del 2013 presenta una calidad de vida del 25,8 en el rango del 1-

100, el segundo más bajo de todo el departamento de Antioquia (ver Figura 18).  

 

Figura 18. Ranking valor IMCV 

Fuente: Gobernación de Antioquia (2014) 

Gudynas (2009) en su texto ñDiez tesis urgentes sobre el nuevo extractivismo, contextos y 

demandas bajo el progresismo sudamericano actualò, argumenta que los gobiernos insisten en 

mantener este tipo de modelos extractivistas debido al incremento de las regalías mineras como 

                                                           
15 El ICV-MD está compuesto por 40 variables cualitativas y cuantitativas, las cuales son cuantificadas y resumidas en 15 

dimensiones: 1. Entorno y calidad de vivienda. 2. Acceso a servicios públicos. 3. Medio Ambiente. 4. Escolaridad. 5. 

Desescolarización. 6. Movilidad. 7. Capital físico del hogar. 8. Participación. 9. Libertad y seguridad. 10. Salud. 11. Vulnerabilidad. 

12. Trabajo. 13. Recreación. 14. Percepción de la Calidad de Vida. 15. Ingresos. 
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única fuente de ingreso para los municipios más desiguales del país y paradójicamente los más 

afectados. No obstante, dichos beneficios deben ser examinados detenidamente, ya que las 

regiones más afectadas por este tipo de proyectos siguen siendo las más vulnerables. Por ejemplo, 

si bien en la gráfica anterior se observa una baja calidad de vida en el Bajo Cauca, en el libro 

Informalidad e ilegalidad en la explotación del oro y la madera en Antioquia (Giraldo y Muñoz, 

2012) se informa que en el periodo 2004-2010 se destacan los municipios antioqueños en la 

participación municipal de regalías, entre ellos Tarazá que recibió alrededor de 3.362 millones de 

pesos por año, y los municipios de Caucasia, El Bagre, Cáceres y Nechí, los cuales se ubican en 

los diez principales receptores de regalías en el País (Ibíd. 2012). 

De acuerdo con lo anterior, el modelo de desarrollo que se ha venido implementando de la mano 

con proyectos mineros y energéticos, no generan una compensación social y ambiental efectiva ni 

contribuyen al mejoramiento de la calidad de vida de la población, por el contrario entran en 

conflicto con los valores sociales y modos de vida tradicionales (tanto de grupos étnicos como de 

campesinos) gracias a los impactos negativos en los recursos naturales y por ende en las formas 

de uso aprovechamiento y relaciones productivas locales. Según Ulloa & Coronado (2016) ñlos 

procesos extractivistas implican el control territorial, la apropiación de los recursos locales, el 

desplazamiento de los pobladores del lugar y el acaparamiento de tierras mediante procedimientos 

conflictivos y violentosò (p. 25).  

En este contexto los procesos organizativos y de movilización social son fundamentales en la 

proyecci·n de ñotros desarrollosò para la regi·n asociados a la idea del buen vivir, lo cual se ve 

expresado en  los planes de vida de las comunidades indígenas y los planes de etnodesarrollo de 

las comunidades afrodescendientes del Bajo Cauca.  
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El buen vivir hace parte de las "Alternativas al Desarrollo" que buscan proponer otros marcos 

conceptuales, y ordenamientos que respondan a criterios locales en las formas de valoración, 

apropiación y significación de la naturaleza y el territorio más allá de la valoración económica que 

propicia su destrucción y agotamiento por lo encontrarse según la lógica capitalista en el ámbito 

de lo humano (Ulloa & Coronado 2016). 

Más alla de definir los planes de vida y de etnodesarrollo como un instrumento de desarrollo propio 

construído bajo la lógica capunia16, estos planes representan el sustento político de sus luchas 

reivindicativas y se erigen como una estrategia para el fortalecimiento de su identidad y el 

establecimiento de acuerdos colectivos para vivir bien en comunidad. 

En este sentido los planes de vida han sido definidos por las mismas comunidades indígenas en 

los siguientes terminos: 

 Ese escenario que nos permite reconocernos como sujetos históricos y sujetos de derechos, 

fortalece nuestros cimientos de identidad, de sentidos y de pertenencia a un territorio y una 

cultura. De esta manera comprendemos mejor nuestro presente y podemos trazar rutas de 

mejores futuros.  El plan de vida es el fruto de un pacto construido entre todos los niños, 

jóvenes, adultos, ancianos, hombres y mujeres para trabajar juntos por la vida que 

queremos.ò (OIA, 2008) 

Mientras que para las comunidades afrodescendientes, los planes de etnodesarrollo 

afrocolombianos, ñestán llamados a ser la bandera de nuestras luchas reivindicadoras por el 

derecho al territorio, a un medio ambiente sano y a la explotación mesurada de nuestros recursos 

                                                           
16 Palabra Embera para referirse a los ñno ind²genasò. 
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naturales, con un máximo beneficio de las comunidades asentadas sobre los mismosò 

(Corantioquia y Corama 2013 p.2). 

 

Pero además estos planes posibilitan el diálogo directo con las instituciones públicas para concertar 

las acciones a implementar de forma conjunta, toda vez que los territorios étnicos también se ven 

afectados por el crecimiento poblacional, la necesidad de obtener servicios que permitan atender 

las necesidades de las comunidades en lo referente a suministro de recursos, salud, educación, 

saneamiento, infraestructura, equipamientos etc. Por lo tanto, para las comunidades indígenas y 

afrodescendientes contar con un instrumento que oriente las autoridades tradicionales y las 

comunidades hacia un objetivo común, contribuye a la administración efectiva de sus recursos 

económicos, humanos, naturales, y la realización de ejercicios de ordenamiento del territorio según 

usos y costumbres propias de su cultura para construir el territorio deseado según otros modelos 

alternativos de desarrollo basados en el buen vivir.  

El Decreto 1953 de 2014 en su Artículo 15 estableció que los planes de vida ñson el principio 

rector de los procesos de planeaci·n y administraci·n de las competencias y funciones p¼blicasò 

en lo referente a los territorios indígenas y sus sistemas propios. Por otro lado, el Artículo 32 del 

Decreto 1745 de 1995 ordena establecer mecanismos (como los planes de etnodesarrollo y los 

reglamentos internos) para la administración y el manejo del territorio que garanticen la equidad 

y justicia para los miembros de la comunidad, un aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales en cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad.  

Por lo tanto, existe una clara relación que es reconocida por las instituciones del Estado entre los 

planes de vida y el desarrollo propio o buen vivir de las comunidades étnicas. 
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Pero estos planes no se limitan al ámbito local de los territorios étnicos, especialmente aquellos 

que están titulados. También responden a apuestas identitarias y colectivas como Valle del Sol, un 

proyecto de integración entre comunidades indígenas del municipio de El Bagre que buscan el 

reconocimiento de su territorio ancestral y convertirlo en resguardo, ordenado y planeado 

ambiental y socioculturalmente considerando la importancia del derecho a la tierra (Corantioquia 

& OIA 2015). 

Asimismo, las comunidades étnicas gestionan la incorporación de estos instrumentos en los planes 

de desarrollo municipales, en los planes de ordenamiento territorial, en el Plan Departamental de 

Desarrollo y en los planes regionales de las Corporaciones Autónomas Regionales, por lo tanto, 

trascienden a otras escalas que son estratégicas para su proceso organizativo.  

En la actualidad se han desarrollo ejercicios para la formulación de planes de vida y planes de 

etnodesarrollo en once comunidades indígenas y cuarenta y cinco consejos comunitarios (ver 

Figura 19). 

 

Tabla 12. Comunidades étnicas con planes de vida y planes de etnodesarrollo. 

Municipio  Comunidad Etnia Tipo 

 

Cáceres 

Alto el Tigre Senú Plan de vida 

Las Pampas Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Puerto Bélgica Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

 

 

 

 

 

El Pando Senú Plan de vida 

Barrio Chino Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Cacerí Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

El Pando Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Galandria Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

La Esmeralda Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
La Ilusión Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
La Reversa Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Margento Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
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Caucasia  

Palanca Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Ciénaga Colombia Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

El Delirio Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
La Unión Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Cacerí Medio Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Quebradona del Medio Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Corregimiento El Palomar Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Tigre 1 y 2 Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Tigre 3 Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Puerto Triana Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

La Raya Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
La Virgen Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

 

 

 

 

El Bagre 

Sohibadó Embera Eyabida Plan de vida 

Valle del Sol Senú Plan de vida 

El Noventa Senú Plan de vida 

Los Almendros Senú Plan de vida 

Chaparrosa 

Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Dos Bocas Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
La Arenosa Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
La Capilla Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Los Mellizos Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Nueva Esperanza Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Puerto Claver Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Puerto López Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Villa Grande Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Villa Larga Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

 

Nechí 

Bijagual Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Cargueros Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Colorado Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Las Conchas Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
Las Flores (Los Manguitos) Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

 

 

 

 

 

 

Zaragoza 

Pablo Muera Senú Plan de vida 

Los Castillo Senú Plan de vida 

Vegas de Segovia Senú Plan de vida 

San Antonio de Boroco Senú Plan de vida 

San Antonio 2 Senú Plan de vida 

El Aguacate Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Bocas de Caná Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Chilona-El Salto Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Porce Medio Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 
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Pueblo Nuevo Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

El Retiro Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

La Porquera Afrodescendiente Plan de etnodesarrollo 

Elaboración propia. Fuente información: Corantioquia (2012-2017) 

 

 

Figura 19. Mapa distribución espacial de planes de vida y planes de etnodesarrollo en el Bajo Cauca (ver Anexo 4) 

Autoría: I.F Lucila Morales Meneses 

 

 

Actualmente instituciones como la Gerencia Indígena de Antioquia y municipios de la región como 

El Bagre y Zaragoza han manifestado su interés en promover la construcción de dichos planes al 
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reconocer la importancia de vincular la población étnica en el desarrollo territorial de sus 

municipios, teniendo en cuenta la inversión que por ley deben también realizar en estas 

comunidades por su carácter especial y diferencial, lo cual contribuye además a minimizar posibles 

conflictos de uso a futuro por el choque de intereses en el territorio. 

 

Tabla 13. Incorporación de población étnica en instrumentos de planificación. 

CORANTIOQUIA  

Plan de Acción 2016-2019 

GOBERNACIÓN DE ANTIOQUIA  

Plan de Desarrollo 2016-2019 

Programa IV. Construcción de una cultura ambiental 

responsable y ética para la paz en el territorio 

Línea Estratégica 3. Equidad y movilidad social. 

Proyecto 8. Fortalecimiento de la gestión ambiental en 

las comunidades étnicas y rurales 

Componente: Población Afrodescendiente. 

 

Programa: Coalición de Municipios Afroantioqueños 

 

Actividad 8.1. Acompañar el desarrollo de acciones 

ambientales asociadas a los planes de vida con 

población indígena 

 

Actividad 8.2. Acompañar el desarrollo de acciones 

ambientales a los planes de etnodesarrollo con 

población afrodescendiente 

 

Componente: Población Indígena. 

 

Programa: Indígenas con calidad de vida. 

Fuente: Corantioquia (2016) ï Gobernación de Antioquia (2016) 

En el 10° Congreso Departamental Indígena de Antioquia realizado en el mes de diciembre de 

2016 (ver Figura 20) y que contó con la participación de más de 1.900 indígenas de todo el 
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departamento pertenecientes a los cinco pueblos de Antioquia: Embera Eyábida, Chamí y Dóbida, 

Senú y Guna Dule; se elaboraron los Mandatos Indígenas que ordenan las acciones a desarrollar 

durante los próximos cuatro años, para lo cual se priorizó la construcción de los planes de vida de 

modo que sean: 

 Instrumentos de interlocución con las instituciones estatales y [que] deben ser 

incorporados a los planes de desarrollo municipales, a los planes de ordenamiento 

territorial, al plan de desarrollo departamental y al plan de desarrollo nacional; para que los 

planes de vida incorporen un modelo económico propio, en el marco del buen vivir, que 

permita la sostenibilidad de cada pueblo; y para que el Plan de Vida Regional vele por el 

ordenamiento sostenible del acceso, manejo y uso de los recursos naturales al interior de 

los resguardos y comunidades indígenas. Igualmente se buscarán mecanismos de control, 

seguimiento, visibilización y concertación interinstitucional para resolver conflictos 

territoriales.ò (OIA, Mandatos Indígenas 2016). 

Los planes de vida hacen parte del proyecto político del movimiento social indígena en Antioquia 

representado por la Organización Indigena de Antioquia ïOIA- los cuales vienen fortaleciendo su 

visión de desarrollo propio desde el año 1992 con la formulación del Plan de Desarrollo Indígena 

que planteó inicialmente cuatro ejes de acción: territorial, cultural, demográfica y de desarrollo 

institucional; y posteriormente la construcción de la política organizativa  "Volver a recorrer el 

Camino de los Ancestrosò en el año 2007, con el fin de fortalecer el proceso colectivo de 

reivindicación de derechos de los pueblos indígenas.  

Con este proceso el movimiento indígena le apuesta a una ñreconstrucción del proyecto de vida 

ancestral para ello tiene como pilares o principios de la Política Organizativa el recuperar la tierra 
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para la pervivencia cultural, el ejercicio de la autonomía y la unidad como pueblosò (Morales, 

2016 p. 29). 

 

Figura 20. Décimo Congreso Indígena de Antioquia 2016 

Fuente: OIA (2016) 

 

3.2.1. Interétnicidad y defensa territorial 

 

Dado que el Bajo Cauca se reconoce como un territorio interétnico e intercultural desde una 

perspectiva de construcción social y política, al hablar de desarrollo territorial se ponen en juego 

múltiples sentidos y concepciones de vida que son significativas a la hora de proyectar el futuro 

para la región (Figura 21).   
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Figura 21. Niños indígenas en el Consejo Comunitario Puerto Claver, El Bagre 

Foto Archivo personal 

 

En este escenario en el cual ha primado el interés particular sobre el general representado en el 

modelo extractivista y latifundista, las comunidades afrodescendientes, campesinas e indígenas 

establecen alianzas para la defensa de su territorio común, lo cual ha fortalecido el proceso de 

movilización social y colectiva que se ha encaminado a la proyección de un trabajo conjunto. 

De acuerdo con Adolfo Echavarría del Consejo Comunitario de Colorado, Nechí: 

Nosotros hemos venido con unos procesos multiétnicos donde hemos tenido el 

acercamiento con los indígenas , también con, organizaciones campesinas y bueno lo 
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hemos hecho de una manera en que no hemos tenido diferencias, nos ha faltado el 

fortalecimiento para poder luchar por que estamos en la misma región y queremos pues 

unirnos para poder tener acceso al desarrollo y una de las cosas que tenemos que trabajar 

es la unidad para poder tener esa representatividad  ante los actos gubernamentales. (A. 

Echeverría, comunicación personal, 14 de marzo de 2017) 

En espacios de encuentro promovidos por instituciones como Corantioquia (ver Figura 22), estas 

comunidades han establecido rutas y propuestas para el ordenamiento territorial y ambiental desde 

una visión colectiva y compartida del territorio: 

Proponemos las siguientes acciones o estrategias para la articulación de las 

comunidades étnicas, campesinas y Corantioquia hacia la visión de futuro 

construido de manera compartida. 

Nuestro objetivo es el cuidado, proteger y mantener el territorio, porque es allí 

donde convivimos y adelantamos nuestras actividades ancestrales y originarias. 

Que las comunidades nos volvamos dueñas, protectoras y las autoridades de nuestro 

territorio. Queremos que eso no sea solo en el papel y la ley, sino también en la 

realidad. 

No queremos ser atropellados en nuestros territorios por parte de empresas y el 

gobierno. No queremos más comunidades saqueadas en sus territorios por parte de 

empresas y el gobierno. 

[é] 
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Nuestros planes de etnodesarrollo y planes de vida como herramientas de control y 

planificación de nuestros territorios deben ser cumplidos por nuestras comunidades 

y respetados por los agentes externos que llegan a nuestros territorios ya que son 

una estrategia efectiva y a nuestro alcance. 

El trabajo conjunto entre comunidades indígenas, comunidades negras, mesas 

ambientales conformadas por campesinos y habitantes urbanos de los municipios 

del Bajo Cauca, y todos los actores interesados y afectados por las problemáticas 

ambientales debe fortalecerse y visibilizarse como estrategia de lucha en defensa 

del patrimonio hídrico en nuestra subregión. 

Nuestras acciones en defensa del patrimonio hídrico y por la reivindicación de 

nuestros derechos ancestrales deben orientarse por el reconocimiento del saber y la 

experiencia de vida del otro, partiendo del hecho de que la tarea de la defensa del 

agua y el patrimonio hídrico debe ser asumida por todos.17  

Acta de acuerdos y compromisos encuentro interétnico 2015. (Corantioquia, 2015). 

 

Este pronunciamiento pone en manifiesto la batalla que estas comunidades han emprendido por el 

reconocimiento de sus derechos sobre el territorio, como autoridad tradicional y como espacio de 

vida para su pervivencia cultural, la cual se encuentra asociada a la concepción de justicia social y 

paz territorial. 

                                                           
17 Extraído de las actas de acuerdos, compromisos y propuestas construidas en el marco de los encuentros interétnicos realizados 

el 5 de febrero de 2015 en Zaragoza y el 25 de abril de 2015 en Caucasia. 
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Figura 22. Encuentro interétnico en el municipio de Caucasia 2015 

Fuente: Corantioquia (2015) 

 

 

3.3. Territorios étnicos e interétnicos en el escenario del postacuerdo 

 

Justicia y paz son dos conceptos que a pesar de sus diferencias semánticas son complementarios 

en el escenario del postacuerdo.  
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Más alla de concebir la paz como ausencia de guerra, esta nos remite a la re-construcción de las 

causas estructurales del conflicto armado, lo cual desemboca en el problema de la desigualdad 

social, la inequidad y la violacion sistemática de derechos de la sociedad civil.  

De acuerdo con Catalina Serrano Pérez:  

 

Aunque el modelo de desarrollo no es uno de los puntos a abordar en los diálogos con las 

Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP), su papel 

es definitorio al momento de generar paz en las regiones. Entiéndase por esto último una 

paz que ponga fin al conflicto, sobre todo a través de la disminución de la inequidad, 

particularmente en el escenario rural, de manera que no solo se satisfagan los derechos de 

las víctimas, sino en general los de la población colombiana en todos sus territorios 

(Serrano citado en Ulloa & Coronado 2016  p. 201).  

 

Por lo tanto el deber ser del proceso de paz es ser construido desde la perspectiva de una sociedad 

más justa y democrática, basada en el respeto a los derechos humanos con el fin de lograr una 

verdadera reparación a las víctimas y la sociedad en general (Medina, J. L et al. 2015). 

 

Este proceso que inició en el año 2012 con la instalacion de la mesa de diálogo y negociación entre 

el Gobierno Nacional y las FARC-EP, no finaliza con la firma de los Acuerdos de Paz. Si bien este 

hecho que tuvo lugar el 24 de noviembre de 2016 representó un hito histórico para el País, es la 

apertura a un nuevo horizonte que se encuentra en permanente construcción dado el papel que 

juega la ciudadanía y la voluntad política para su implementación, además de los retos que plantea 
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una posible transformación de las relaciones de poder previamente existentes y que han sido 

determinantes en el desarrollo y la configuración de los territorios. 

 

El Bajo Cauca ha sido históricamente un escenario del conflicto armado, lo cual se evidencia en 

la estructura y los usos del territorio como consecuencia de las llamadas ñeconom²as ilegalesò 

(siembra de coca y minería ilegal), pero tambien en las formas organizativas y las relaciones de 

poder que allí se tejen por el control territorial de los actores armados, y el exterminio, la migración 

y el desplazamiento de la población. 

 

Por estas características, sumado a una baja calidad de vida identificada para esta región, desde el 

orden nacional se ha priorizado como una zona de intervención especialmente en las áreas rurales 

donde se encuentran ubicadas las comunidades étnicas mediante estrategias de consolidación 

territorial como la construcción de centros poblados indígenas (ver Figura 23) y en el marco de la 

implementación de los acuerdos de paz, para la ejecución de Programas de Desarrollo con Enfoque 

Territorial -PDET.  

 

El Acuerdo de Paz (2016) establece que los PDET tienen por objetivo ñlograr la transformación 

estructural del campo y el ámbito rural, y un relacionamiento equitativo entre el campo y la ciudadò 

(p. 21), de forma que sea posible garantizar el buenvivir de la problación; la protección de la 

riqueza pluriétnica y multicultural; el desarrollo de la economía campesina y familiar y de las 

formas propias de producción de comunidades étnicas; el desarrollo y la integración de las regiones 

afectadas por el conflicto armado; el reconocimiento y la promoción de la organización 

comunitaria y política; y finalmente la reparación y la reconciliación (Acuerdo de Paz 2016 p. 21).  
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Figura 23. ñTalanquerasò o poblado ind²gena en el Resguardo ind²gena Vegas de Segovia, Zaragoza. 

Fuente: Archivo personal 

 

Para la ejecución de estos programas el Acuerdo establece que deberá formularse de forma 

participativa un Plan de Acción para la Transformación Regional que deberá incluir todos los 

niveles del ordenamiento territorial, concertado con las autoridades locales y las comunidades 

(Ibíd. p. 22), y que integre un enfoque territorial de las comunidades rurales que tenga en cuenta 

las características socio-históricas, culturales, ambientales y productivas de los territorios y sus 

habitantes; pero además que se elabore con base en diagnósticos que permitan formular planes 

contextualizados a las realidades territoriales y de esta forma propiciar su verdadera 

transformación (Ibíd. p. 22).  
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Mediante el Decreto 893 del 28 de mayo de 2017 del Ministerio de Agricultura, el gobierno 

nacional ordena la creación de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ñcomo un 

instrumento de planificación y gestión para implementar de manera prioritaria los planes 

sectoriales y programas en el marco de la Reforma Rural Integralò (Articulo 1.). 

 

La Agencia para la Renovación del Territorio ïART- creada mediane el Decreto 2366 de diciembre 

de 201518 para la reactivación económica y social de zonas rurales afectadas por el conflicto y su 

fortalecimiento institucional para su integración en el desarrollo del País, ha definido los siguientes 

criterios para su priorización: áreas de cultivos ilícitos en la región (según el Sistema Integrado de 

Monitoreo de Cultivos Ilícitos - SIMCI 2015); grado de afectación por minas en cada municipio 

de la región (según Plan Estratégico 2016-2021 de la  Dirección para la Acción Integral contra las 

Minas Antipersonal); presencia de Contratos Plan en la región; presencia de sedes regionales de la 

Agencia; presencia de Zonas Veredales de Transición en ese territorio; participación en sistemas 

de ciudades19. 

 

De acuerdo con estos criterios, para Antioquia se han priorizado los siguientes municipios: 

 

Tabla 14. Municipios priorizados para los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial 

 

Municipio  Ubicación 

Amalfi Nordeste 

Anorí Norte 

                                                           
18 Posteriormente es modificado por el Decreto 2096 del 22 de diciembre de 2016 que modifica la estructura de la ART 
19 Tomado de la Pagina WEB http://www.renovacionterritorio.gov.co// 
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Briceño Norte 

Cáceres Bajo Cauca 

Caucasia Bajo Cauca 

El Bagre Bajo Cauca 

Ituango Norte 

Nechí Bajo Cauca 

Remedios Nordeste 

Segovia Nordeste 

Tarazá Bajo Cauca 

Valdivia Norte 

Zaragoza Bajo Cauca 

Apartadó Urabá 

Carepa Urabá 

Chigorodó Urabá 

Dabeiba Urabá 

Mutatá Urabá 

Necoclí Urabá 

San Pedro de Urabá Urabá 

Turbo Urabá 

Murindó Urabá 

Yondó Magdalena Medio 

Vigía del Fuerte Urabá 

Fuente: www.renovacionterritorio.gov.co (2017). 

 

Por lo tanto, como puede observarse en la tabla anterior, la totalidad de los municipios del Bajo 

Cauca participarían de este proceso, lo cual atraerá inversión del orden nacional y tendrá una 

vigencia de 10 años. 
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Si bien estos instrumentos y propuestas de intervención se establecen desde una perspectiva 

intercultural y pluriétnica, el no reconocimiento de la mayoría de comunidades étnicas que habitan 

la región por parte del Ministerio del Interior los invisibiliza y excluye de este proceso. Por otro 

lado, no se han tenido en cuenta las formas organizativas sociales y territoriales de los afros e 

indígenas al igual que sus visiones de desarrollo propio, lo cual se ha manifestado en espacios 

convocados para la construcción de los PDET y en escenarios autónomos como el Comité 

Operativo de Autoridades Indígenas del Bajo Cauca ïCOA-.20 

 

Por otro lado, en el orden de lo político, con presentación del acto legislativo que define las 

Circunscripciones Transitorias Especiales para la Paz ïCTEP-, la subregión del Bajo Cauca 

encuentra una oportunidad de garantizar su representación política en espacios de toma de 

decisiones para país, lo cual es estratégico para el reconocimiento y visibilización de los procesos 

identitarios y de movilización social de las comunidades étnicas y campesinas por la defensa del 

territorio. 

 

Las CETP se proponen como un mecanismo transitorio, con vigencia de dos periodos legislativos, 

creadas con el fin de posibilitar una mayor participación y representación política de las 

organizaciones sociales y comunidades étnicas (consejos comunitarios y resguardos indígenas) de 

los territorios que históricamente han sido abandonadas por el Estado (Fundación Paz & 

Reconciliación, 2017). 

 

                                                           
20 Pronunciamiento realizado por las autoridades indígenas durante la reunión del COA realizada el 8 de octubre de 

2017 en el municipio de Caucasia. 
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En este sentido se priorizó por parte del Gobierno Nacional ciento sesenta y siete municipios que 

conformarán las dieciséis CETP, de las cuales Antioquia participa en la Circunscripción tres en 

representación de los municipios de Amalfi, Anorí, Briceño, Cáceres, la zona rural de Caucasia, 

El Bagre, Ituango, Nechí, Remedios, Segovia, Tarazá, Valdivia y Zaragoza. 

 

Pero existen otras percepciones y expectativas que se han generado a raiz del Acuerdo de Paz,  

principalmente alrededor del control territorial y las relaciones de poder que se han reconfigurado 

producto de este proceso. 

 

Para un indigena senú habitante del Bajo Cauca entrevistado en el marco de esta investigación, si 

bien este acuerdo ha implicado la desarticulación de una estructura organizativa que atraía recursos 

importantes de la Nación y que ahora puede invertirse en otras áreas de seguridad social,  vivienda, 

alimentación etc., al desmovilizarse la guerrilla, otros grupos armados entrarían a disputarse el 

control del territorio:  

 

Esos grupos tomarían el control de estas comunidades, de estos territorios, de las vías, de 

los caminos, en fin, etc. etc. ¿Qué pasa con esos grupos?, que esos grupos son violentos, 

esos grupos incluso entre ellos mismos se confrontan y de por medio están los indígenas, 

están los afro, los campesinos, las comunidades organizadas que haga caso omiso a lo que 

ellos dicen, son unos objetos, son sujeto a un atentado, pues a la situación de conflicto que 

ya sabemos cuál es, muerte, desapariciones (J. Gaspar, comunicación personal, 9 de febrero 

de 2017). 
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Ese reacomodamiento de las relaciones de poder producto de nuevos ejercicios de control 

territorial, podría desembocar en el no reconocimiento de otras autoridades como históricamente 

se venía ejerciendo de la mano de la justicia propia, lo cual propiciaría la generación de futuros 

conflictos y confrontaciones por el territorio con estos actores.  

 

Sin embargo a pesar de que otra habitante de la región comparte su preocupación por el control 

territorial que pueda emerger de su desmovilización, para una mujer habitante del Bajo Cauca el 

proceso de paz sería algo positivo para la región: 

 

Imagínese un municipio como en Tarazá particularmente o la zona rural de Cáceres donde 

la presencia fuerte de las FARC del frente 36 ó sea es permanente o de haber sido 

permanente es una forma distinta, el reto es que sale las FARC y es quién lo ocupa? El 

temor de todos es que lo ocupe el Estado realmente y no que lo ocupen las bandas, porque 

nosotros ya tuvimos esa parte metida, es el temor de todos que llegue a ocupar lo que debe 

ser siempre del Estado, yo lo veo positivo porque es la posibilidad de la gente, que se piense 

de forma diferente y el reto mas importante es para la ciudadanía que es que aceptar unas 

personas con un discurso dejar las armas y volver a crecer, yo estoy preparada que un hijo 

de uno se siente con el hijo de un guerrillero en un salón de clases, uno se tiene que pensar 

en eso. Favorece que no haya gente armada en la parte rural donde había presencia y se 

favorece si se dan las condiciones que el gobierno nacional está ofreciéndonos, que llega 

el estado a hacer presencia eso nos daría otra connotación, yo pienso que si, además de las 

inversiones del orden nacional en infraestructura que van a facilitar el desarrollo de una 

región como la nuestra porque no es solamente, ó sea, por ejemplo la ruralidad, todavía en 
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todo el Bajo Cauca se siembra además de coca, digamos se siembra la parte agropecuaria, 

agrícola, en menor escala y se siembra en menor escala porque la gente lo asociación con 

que no es rentable sacarlo pero también hay muchas personas que están volviendo a 

sembrar coca por la cuestión que hay con la minería entonces lo que las personas dicen es 

ñdeme alternativasò, ese es el retoò. (E5, comunicación personal, 22 de junio de 2017). 

 

En este sentido el tema de reconciliación como lo plantea la entrevistada, es fundamental para 

garantizar una verdadera paz territorial. Sin embargo para Nury Yagarí (comunicación personal, 

11 de mayo de 2017) el ejercicio de memoria y de verdad que son requisitos para la reconciliación 

podría generar conflictos, tambien al interior de las comundades étnicas toda vez que hay 

guerrilleros indígenas que también deben ser juzgados por la justicia propia, o por el contrario, si 

las autoridades indígenas deben juzgar aquellos guerrilleros de las FARC-EP que afectaron estas 

comunidades.  

 

La apuesta por la verdad y la memoria permiten reconocer la ocurrencia de las violaciones a los 

derechos humanos y visibilizar las víctimas del conflicto y otros hechos que han permanecido 

ocultos para la sociedad, lo cual es necesario para reconstruir la confiarza y posibilitar la 

integración de estos actores a escenarios de participación política (Medina y Giraldo, Bustillo,  

2015), que velen por un desarrollo equitativo para la región desde otros ordenamientos y 

epistemes.  
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Capítulo IV  Conclusiones 

 

El capítulo final de esta investigación resume los principales hallazgos en materia de 

configuraciones territoriales que emergen del proceso de poblamiento, apropiación territorial y 

titulación por parte de comunidades étnicas y su relación con los procesos organizativos y de 

movilización que tienen lugar en la región del Bajo Cauca.  

 

 4.1. Hacia el análisis de nuevas unidades territoriales de carácter especial 

 

El proceso histórico de ocupación, apropiación y titulación de los territorios comprendidos entre 

las planicies aluviales de los ríos Cauca y Nechí, ha producido una configuración territorial 

particular constituida por los seis municipios, cuatro resguardos indígenas y ocho territorios 

colectivos de comunidades negras. Esta configuración se construye a partir de la división territorial 

del Estado establecida en la Constitución Política de Colombia de 1991, la cual define como 

entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas; a 

su vez que establece ñLa ley podrá darles el carácter de entidades territoriales a las regiones y 

provincias que se constituyan en los términos de la Constitución y de la leyò (Artículo 286)21. 

A este hecho se suma la presencia de alrededor de cincuenta y cinco consejos comunitarios y 

treinta y ocho comunidades indígenas en los seis municipios, que, si bien no siempre poseen 

propiedad colectiva, han ocupado durante años estas tierras, por lo tanto, la ley los reconoce como 

                                                           
21 Las tierras de comunidades negras no se encuentran definidas bajo la categoría de Entidades Territoriales, sin embargo, es un 

tipo de propiedad colectiva que requiere de un manejo especial y aunque son parte de la estructura territorial de los municipios 

gozan de autonomía para su manejo. 
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asentamientos históricos y ancestrales (Ley 70 de 1993, articulo 2) o como territorios ancestrales 

y/o tradicionales (Decreto 2333 de 2014). En este sentido, la ley estipula que debe darse un 

tratamiento especial de dichos territorios teniendo en cuenta las implicaciones que podría traer una 

medida administrativa, legislativa o la ejecución de cualquier proyecto, obra o actividad en las 

zonas de influencia de estas comunidades en perjuicio de su cultura. 

Entre los hallazgos del trabajo de campo y la observación participante se destaca que, si bien se 

cuenta con un número de territorios titulados o reconocidos institucionalmente como propiedad 

colectiva de comunidades indígenas o afrodescendientes en el Bajo Cauca, y otro tanto se 

encuentra en proceso de titulación, sigue siendo significativa la gran cantidad de comunidades que 

no cuentan con la formalización respectiva de sus territorios. En particular este hecho imposibilita 

el cálculo respectivo de la extensión los territorios ocupados por estas comunidades, así como el 

porcentaje de ocupación que representa en cada municipio, sin embargo, es evidente que estos 

territorios poseen una gran extensión sin tener límites definidos gracias al alcance de sus 

actividades y procesos de apropiación. 

Por otro lado, se pueden resaltar los cambios en la estructura de los asentamientos por la 

movilización de familias a otras zonas o incluso municipios dentro o fuera de la región del Bajo 

Cauca, ya sea por motivos internos como conflictos con el cabildo u otros integrantes de la 

comunidad; o externos, como factores económicos, amenazas o desplazamientos provocados. Por 

lo tanto, el número y la conformación de comunidades son variables que tienden a ampliar la 

apropiación de áreas por parte de estas familias, sumado a una alta tasa de natalidad. 
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Otro fenómeno que merece especial reconocimiento es la llamada relaci·n ñcampo-poblado22ò, lo 

cual consiste en la tenencia de viviendas por parte de algunas familias en las áreas urbanas de los 

municipios y dentro de los poblados de comunidades étnicas, resguardos o territorios colectivos. 

Estas viviendas son usadas en ciertas épocas del año para actividades específicas como el cultivo 

de alimentos, asistir a las reuniones del cabildo y para el encuentro con familiares y la comunidad 

en general. 

En resumen, aunque no es estadísticamente significativa la extensión de las áreas tituladas de 

territorios de comunidades étnicas en relación con el tamaño de los municipios (ver Tabla 5), la 

existencia de territorios tradicionalmente ocupados23 por familias indígenas o afrodescendientes, 

y sumado a la tendencia de incrementar la llegada de nuevas familias, así como su crecimiento o 

su dispersión hacia otras áreas, re-configura los usos y tratamientos que deben ser dados a estas 

zonas. El hecho de que cada intervención que tenga lugar en estos territorios, por ley debe ser 

objeto de consulta previa por ser de carácter especial gracias a los derechos diferenciales que 

poseen estas comunidades.  

En este sentido, los municipios deben garantizar la armonización e incorporación de los planes de 

vida y los planes de etnodesarrollo con los planes de ordenamiento territorial y en los planes de 

desarrollo municipal, con el fin de poner en dialogo las diferentes visiones de desarrollo en el 

territorio.  

Por otro lado, a la luz de la Ley 1454 de 2011 es posible conformar asociaciones entre entidades 

territoriales ñpara la libre y voluntaria conformación de alianzas estratégicas que impulsen el 

                                                           
22 Concepto definido y apropiado por las comunidades afrodescendientes. 
23 Se definen como aquellos territorios que ancestralmente han sido ocupados para desarrollar su vida política, social y cultural, y 

que no han sido adjudicados en calidad de resguardos (o territorios colectivos) por el Estado colombiano que los considera como 

terrenos baldíos (Comité indígena P.N.R. p. 28). 
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desarrollo autónomo y auto sostenible de las comunidadesò (Artículo 9). De acuerdo a lo anterior, 

se abre la posibilidad de trascender el orden de lo local mediante iniciativas de asociación en clave 

de región entre municipios, y a futuro revisar la posibilidad de incorporar otras entidades 

territoriales reconocidas por la Constitución como los resguardos indígenas, con el fin de promover 

el desarrollo propio de las comunidades étnicas en cumplimiento del principio de multietnicidad 

ñpara que los pueblos indígenas, las comunidades afrodescendientes, los raizales y la población 

ROM ejerzan su derecho de planeación y gestión dentro de la entidad territorial respectiva en 

armonía y concordancia con las demás comunidades y entidades territorialesò (Ley 1454 de 2011 

artículo 3). 

Ahora bien, el territorio del Bajo Cauca cumple con las características de homogeneidad 

paisajística y geográfica, y se comporta funcionalmente como red de relaciones y servicios entre 

asentamientos, además en términos históricos y culturales la región se configura como un 

territorio-región pluriétnico y multicultural de acuerdo a lo planteado por Escobar (2014) 

fenómeno que deviene de la movilización social y el trabajo conjunto entre comunidades por el 

buen vivir . En consecuencia, estos territorios se han convertido en el soporte material y simbólico 

de identidades colectivas que ven en estas planicies, ríos y bosques un espacio de vida. Al ser 

concebidos como nuevas unidades territoriales de carácter especial, se configuraría por lo menos 

en principio, la base de una estrategia de defensa social, cultural y ambiental que propenda por 

otras visiones de desarrollo armónicas con su entorno y con las relaciones que tradicionalmente 

han mantenido las comunidades.  

En esta dirección puede entenderse los procesos de movilización social y de resistencia política 

que han venido liderando principalmente las comunidades indígenas Senú y Embera del Bajo 

Cauca, y que se manifiestan en las estructuras organizativas que han adoptado, como los cabildos 
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mayores y el Comité Operativo de Autoridades; y en los pronunciamientos, mandatos y acciones 

que han venido desarrollando desde el año 1994.  

Por su parte las comunidades afrodescendientes han avanzado en el fortalecimiento de sus procesos 

organizativos locales, en iniciativas municipales de integración como asociaciones y consejos 

comunitarios mayores; y avanzan de forma articulada en los procesos de consulta previa como 

mecanismo de defensa del territorio. 

Dichos esfuerzos enfrentan múltiples obstáculos que surgen del complejo y cambiante escenario 

de violencia y conflicto que históricamente ha caracterizado el proceso de construcción del 

territorio nacional. En el escenario del post acuerdo aún permanece la disputa por el control 

territorial representado en las territorialidades que tienen lugar a través de los diferentes actores: 

político, comunitario, bandas criminales y guerrilla. Sin embargo, hablar de paz territorial requiere 

pensar más allá de la ausencia de conflicto sino en la oportunidad de construir un territorio más 

justo y equitativo, no obstante, como se ha evidenciado en las diferentes entrevistas, para muchos 

actores locales sigue siendo el tema central.  

En el marco de la implementación de los Acuerdos de Paz, la región del Bajo Cauca puede definirse 

como un territorio en transición pensado desde la Reforma Rural Integral, toda vez que ha sido 

priorizada para la ejecución de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDET- de 

conformidad con el Decreto 893 del 28 de mayo de 2017 y la representación política que obtendría 

con las Circunscripciones Transitorias Especiales para la Paz. 

Estos PDET deberán incorporar un enfoque diferencial, teniendo en cuenta las formas 

organizativas propias de comunidades étnicas y las re-configuraciones territoriales que emergen 

de estos procesos, de estos procesos emergentes, lo cual representa un reto importante para la 
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institucionalidad si se pretende realizar un impacto significativo en materia de reforma integral 

rural. 

En consecuencia, de acuerdo a lo expuesto anteriormente, este territorio requeriría un tratamiento 

especial en cuanto a los procesos administrativos, de ordenamiento e intervención producto de 

dicha implementación por contar con presencia de comunidades étnicas, lo cual queda en 

manifiesto en los mandatos de las autoridades indígenas (ver Anexo 3). 

Como se evidencia en este comunicado, y de acuerdo a los hallazgos de la investigación, son 

múltiples las formas de vulneración que hoy afectan las comunidades étnicas del Bajo Cauca 

antioqueño, sus procesos organizativos y buen vivir.  

El no reconocimiento de su existencia como comunidades étnicas por parte del Ministerio del 

Interior, obstaculiza el cumplimiento y garantía del derecho a la consulta previa especialmente en 

un territorio como el Bajo Cauca que es constantemente objeto de intervención por parte de 

empresas privadas, instituciones públicas y actores armados. Si bien la Directiva Presidencial N° 

10 de 2013 establece que ñes deber del gobierno nacional y del Estado garantizar el goce efectivo 

de los derechos de las comunidades étnicas y la implementación de la Consulta Previa como 

mecanismo para su protecci·n y pervivenciaò; a la fecha se omiten procedimientos como la 

verificación en campo, la elaboración de estudios etnológicos y su registro por parte del Ministerio 

del Interior. 

El proceso de titulación de resguardos indígenas y títulos colectivos también presenta demoras en 

los trámites ante instituciones como la Agencia Nacional de Tierras quien asumió este rol una vez 

disuelto el Incoder. Si bien se ha realizado el respectivo acompañamiento de esta y otras entidades 

como la Gobernación de Antioquia a través de la Gerencia Indígena y la Gerencia de 
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Afrodescendientes y para el caso de los indígenas la OIA, se avanza poco en la compra de tierras 

o la titulación de baldíos a comunidades étnicas, lo cual tiene implicaciones directas en los 

procesos organizativos y en la estructura de los movimientos comunitarios para la defensa 

territorial. 

De acuerdo a lo planteado, es posible concluir que más allá de los procesos de titulación, son los 

procesos culturales de apropiación territorial y la emergencia de movimientos sociales de carácter 

étnico, los que inciden en la construcción social del territorio-región llamado Bajo Cauca por ser 

el epicentro de su proceso organizativo, y por encontrarse en el marco de un contexto político 

específico donde tienen lugar sus luchas reivindicativas. En efecto, se trata de procesos históricos 

acumulados, tal como lo señaló Clara Inés García hace 25 años y que hoy se expone en clave de 

región étnica: 

 ñEn los estudios que caracterizan a la Antioquia del siglo XVIII se habla del país del Bajo 

Cauca. Sus fronteras iban más allá de las que hoy en día delimitan administrativamente 

dicho territorio y tienden a coincidir en parte con las que actualmente se delinean a partir 

de los recientes procesos políticos y sociales que la atraviesan. Todo lo anterior nos habla 

de que allí, desde muy tempranas épocas, se comenzó a delinear un territorio con sabor a 

regi·nò (García 1993 p. 29). 

En el marco del ordenamiento territorial, el concepto de región étnica se propone como una 

categoría que facilitaría la comprensión de las dinámicas territoriales de espacios étnicos en 

múltiples escalas. Su concepción como unidad homogénea de carácter especial permitiría 

proyectar ejercicios de planificación y la construcción de políticas públicas y/o gubernamentales 
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que abarquen y describan las realidades sociales, culturales, económicas etc. ligadas a procesos 

históricos como los evidenciados en el Bajo Cauca antioqueño. 

Actualmente los territorios se convierten en los contenedores de las políticas estatales diseñadas 

desde el pensamiento de la formalidad y legalidad, que ignoran como se configuran las dinámicas 

socio territoriales propias de las comunidades étnicas y/o de base, sus particularidades y sus fines 

últimos de ser culturalmente. 

El reconocimiento de esta categoría y su incorporación en los ejercicios de ordenamiento territorial 

municipal y departamental, permitiría generar procesos a escala y con detalle local, propio, que 

favorezca los desarrollos autónomos / propios y las distintas territorialidades economías que allí 

se evidencian. 

 

4.2. Sobre la experiencia metodológica 

 

Esta investigación tiene origen en la experiencia adquirida durante el trabajo de campo 

desarrollado desde el año 2013 en los municipios del Bajo Cauca antioqueño, el cual se convertiría 

más adelante en el territorio objeto de estudio.  

Si bien los procesos de apropiación territorial por parte de las comunidades étnicas y la titulación 

de sus territorios colectivos configurarían un contexto propicio para la elaboración de la pregunta 

central de la investigación, su desarrollo mismo llevaría a extender la pregunta por los procesos 

sociales, políticos y económicos que tienen lugar en dicho territorio y que son determinantes, no 

solo en la configuración territorial actual de la región, sino en la proyección de un modelo de 

desarrollo propio por parte de las comunidades étnicas del Bajo Cauca. 
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Las constantes visitas a cada municipio y el encuentro con estas comunidades, permitiría observar 

la estructura de los poblados, su relacionamiento con el territorio, su economía y principalmente 

en el conocimiento de sus formas organizativas, gobierno y apuestas políticas, lo cual trascendía 

evidentemente cada localidad y municipio hacia una visión de región por los lazos que han 

establecido con otras comunidades y los procesos que actualmente llevan a cabo en articulación 

con la OIA, y otras instituciones para el desarrollo territorial. 

A pesar de que en esta investigación no fue posible acceder a cada una de los territorios indígenas 

y afrodescendientes, la asistencia presencial o revisión documental de las asambleas, encuentros 

subregionales, y otros espacios convocados de forma autónoma o a través de las instituciones, 

permitieron entablar conversaciones directas con los líderes, representantes, caciques o 

gobernadores con el fin de ahondar en los procesos territoriales y sus apuestas como comunidades 

étnicas. En total se visitaron trece comunidades Senú: Alto del Tigre, El Pando, Almendros, El 

Noventa, Las Dantas, Pablo Muera, Boca la Raya, Vegas de Segovia, Los Castillos, San Antonio 

de Boroco, La Dieciocho, San Antonio Carretera, San Antonio 2; una comunidad Embera Eyábida 

Sohibadó; y ocho Consejos Comunitarios: El Aguacate, Bocas de Caná, Chilona-El Salto, Porce 

Medio, Pueblo Nuevo, El Retiro, La Porquera. Total, veintidós comunidades visitadas. 

Un reto metodológico fue el tratamiento diferencial entre comunidades afrodescendientes e 

indígenas. Ambos grupos étnicos comparten elementos en común como el territorio que habitan, 

sus discursos reivindicativos, el acceso a derechos diferenciales y su condición de vulnerabilidad 

cultural y social. Sin embargo, en términos organizativos el movimiento indígena está mucho más 

fortalecido y esto se ve reflejado en las apuestas comunitarias que han elaborado para la región 

desde la defensa de su autonomía y los avances que han obtenido en materia de titulación de nuevos 

territorios y el reconocimiento en instancias de decisión político-administrativa.  
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En cuanto a los grupos afrodescendientes, se evidencian debilidades para la conciliación de 

intereses, lo cual afecta el trabajo articulado entre comunidades y a su vez el proceso político que 

es fundamental para el éxito de sus demandas y el acceso a derechos diferenciales. Si bien estas 

comunidades reciben un constante acompañamiento por parte de las instituciones, el 

fortalecimiento de su proceso organizativo debe ser autónomo con el fin de trascender la mirada 

local hacia otros escenarios más estratégicos donde se requiere una representación consolidada y 

legitimada para la toma de decisiones.  

Cabe resaltar que las relaciones interétnicas hacen parte de la cotidianidad toda vez que comparten 

el mismo territorio y como se mencionó a lo largo de este trabajo, culturalmente se establecen 

linderos o fronteras mediante acuerdos entre comunidades para el aprovechamiento de los recursos 

naturales con el fin de evitar conflictos futuros. Muchas de estas relaciones se sustentan además 

en alianzas y relaciones afectivas que se van fortaleciendo en el tiempo, como es el caso de la 

comunidad Senú de Puerto Claver (Valle del Sol) y el Consejo Comunitario de Puerto Claver en 

El Bagre (ver Figura 21). Estas comunidades además de estar asentadas en el mismo 

corregimiento, realizan intercambios de saberes para el fortalecimiento político y cultural, 

desarrollan trabajos colaborativos para el buen vivir como la gestión de proyectos o la prestación 

de servicios mutuos, y representan un apoyo fundamental para las acciones que han emprendido 

como comunidades étnicas en la defensa de sus derechos. 

En lo referente a los informantes o personas a entrevistar para esta investigación, se realizó una 

selección con base en los siguientes criterios: 

-Ser habitante del Bajo Cauca o tener amplio conocimiento de la Región. 

-Pertenecer a una comunidad étnica del Bajo Cauca. 
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-Tener conocimiento de los procesos políticos y de movilización liderados por comunidades 

étnicas. 

-Hacer parte de una institución u organización con incidencia en el Bajo Cauca. 

Las personas entrevistadas que se relacionan en el Anexo 2, posibilitaron la incorporación de las 

diferentes visiones y lógicas del fenómeno abordado desde los ámbitos o sectores a los cuales 

pertenecen, teniendo en cuenta su fortaleza y amplio conocimiento del tema. Este encuentro de 

voces y miradas permitió realizar la confrontación de los hallazgos obtenidos en el trabajo de 

campo y en la literatura consultada. 

Por otro lado, el uso de la cartografía técnica fue clave en la espacialización de los procesos y 

dinámicas que tienen lugar en el territorio del Bajo Cauca, lo cual facilitó su observación y 

comprensión a la luz de la pregunta de investigación. En este trabajo se elaboraron diversos mapas 

temáticos que buscan representar la ocupación del territorio por parte de comunidades étnicas en 

municipios del Bajo Cauca; las territorialidades ejercidas por los diferentes actores institucionales, 

privados, comunitarios o grupos armados y su entrecruzamiento en el territorio tanto a escala 

regional como local; y la implementación proyectada de los acuerdos de paz en municipios de la 

región.  

Por último, los documentos y bibliografía consultada, permitieron corroborar datos y establecer 

precisiones en lo referente a los procesos de titulación, comunidades con presencia en el territorio, 

la sistematización de experiencias y la gestión institucional proyectada para la región. Asimismo, 

se hizo uso de otras investigaciones de la Escuela de Planeación Urbano-Regional sobre territorios 

indígenas con el fin de enriquecer los planteamientos desarrollados.  
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Anexo 1. Normatividad  

 

COLOMBIA. Ley 89 de 1890 ñPor la cual se determina la manera cómo deben ser gobernados 

los salvajes que vayan reduci®ndose a la vida civilizadaò. 

OIT. Convenio 169 de 1989 ñSobre pueblos ind²genas y tribales en pa²ses independientesò. 

COLOMBIA. Ley 21 de 1991 ñPor medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre 

pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado por la 76a. reunión de la 

Conferencia General de la O.I.T., Ginebra 1989ò. 

COLOMBIA. Constitución Política de Colombia 1991. 

COLOMBIA. Ley 99 de 1993. ñPor la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena 

el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los 
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recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se 

dictan otras disposicionesò. 

COLOMBIA. Ley 70 de 1993 ñPor la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la 

Constitución Políticaò. 

COLOMBIA. Decreto 1088 de 1993 ñPor el cual se regula la creación de las asociaciones de 

Cabildos y/o Autoridades Tradicionales Ind²genas.ò 

COLOMBIA. Ley 160 de 1994 ñPor la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y 

Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras, se 

reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras disposicionesò. 

COLOMBIA. Decreto 2664 de 1994 ñPor el cual se reglamenta el Capítulo XII de la Ley 160 de 

1994 y se dictan los procedimientos para la adjudicación de terrenos baldíos y su 

recuperaci·nò. 

COLOMBIA. Decreto 1386 de 1994 ñPor el cual se reglamentan los art²culos 25 de la Ley 60 de 

1993 y 2 del Decreto 1809 de 1993.ò. 

COLOMBIA. Decreto 1745 de 1995 ñPor el cual se reglamenta el Capítulo III de la Ley 70 de 

1993, se adopta el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la propiedad 

colectiva de las "Tierras de las Comunidades Negras" y se dictan otras disposicionesò. 

COLOMBIA. Decreto 2164 de 1995 ñPor el cual se reglamenta parcialmente el Capítulo XIV de 

la Ley 160 de 1994 en lo relacionado con la dotación y titulación de tierras a las 

comunidades indígenas para la constitución, reestructuración, ampliación y saneamiento 

de los Resguardos Indígenas en el territorio nacionalò. 

https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/decreto_1809_1993.htm#2
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COLOMBIA. Decreto 1396 de 1996 ñPor el cual se crea la Comisión Nacional de Territorios 

Indígenas y la mesa Permanente de Concertación con los pueblos y las organizaciones 

indígenas y se dictan otras disposicionesò. 

COLOMBIA. Ley 388 de 1997 ñPor la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 2 de 1991 y se 

dictan otras disposiciones.ò 

COLOMBIA. Decreto 1320 de 1998 ñPor el cual se reglamenta la consulta previa con las 

comunidades indígenas y negras para la explotación de los recursos naturales dentro de 

su territorioò. 

COLOMBIA. Decreto 3600 de 2007 ñpor el cual se reglamentan las disposiciones de las 

Leyes 99 de 1993 y 388 de 1997 relativas a las determinantes de ordenamiento del suelo 

rural y al desarrollo de actuaciones urbanísticas de parcelación y edificación en este tipo 

de suelo y se adoptan otras disposiciones.ò 

COLOMBIA. Directiva Presidencial NÁ1 de 2010 ñGarantía del derecho fundamental a la 

consulta previa de los grupos étnicos nacionalesò. 

COLOMBIA. Directiva Presidencial NÁ10 de 2013 ñGuía para la realización de consulta previaò. 

COLOMBIA. Decreto 2613 de 2013 ñpor el cual se adopta el protocolo de coordinaci·n 

interinstitucional para la consulta previaò. 

COLOMBIA. Decreto 1953 de 2014 ñPor el cual se crea un r®gimen especial con el fin de poner 

en funcionamiento los Territorios Indígenas respecto de la administración de los sistemas 

propios de los pueblos indígenas hasta que el Congreso expida la ley de que trata el 

artículo 329 de la Constitución Política. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=297#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=339#0
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COLOMBIA. Decreto 2333 de 2014 ñPor el cual se establecen los mecanismos para la efectiva 

protección y seguridad jurídica de las tierras y territorios ocupados o poseídos 

ancestralmente y/o tradicionalmente por los pueblos indígenas acorde con lo dispuesto en 

los artículos 13 y 14 del Convenio 169 de la OIT, y se adicionan los artículos 13,16 Y 19 

del Decreto 2664 de 1994ò. 

COLOMBIA. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Decreto 2366 DE 2015 ñPor el cual 

se crea la Agencia de Renovación del Territorio ïART, se determina su objeto y 

estructuraò.  

COLOMBIA. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Decreto 2096 de 2016 ñPor el cual se 

modifica la Agencia de Renovación del Territorio ïART, y se dictan otras disposicionesò. 

COLOMBIA. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Decreto 893 de 2017 ñPor el cual se 

crean los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial.ò 
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Anexo 2. Mandato autoridades y comunidades indígenas del pueblo Senú y el pueblo 

Embera del Bajo Cauca 

 

MANDATO DE LAS AUTORIDADES Y COMUNIDADES INDÍGENAS DEL 

PUEBLO SENÚ Y EL PUEBLO EMBERA DEL BAJO CAUCA, RESPECTO AL 

INCUMPLIMIENTO SISTEMÁTICO POR PARTE DE LAS INSTITUCIONES DEL 

ESTADO, EN LA GARANTÍA DE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 

HUMANOS DE SUS COMUNIDADES 

Las Autoridades y Comunidades indígenas Senú y Embera de la subregión del Bajo Cauca, 

del departamento de Antioquia, en uso de sus facultades conferidas por la Ley de Origen y 

el Derecho Mayor, en aplicación del pluralismo jurídico y los derechos reconocidos por la 

Constitución Política de la República de Colombia, los Acuerdos Internacionales y 

convocando la fuerza de la energía y la sabiduría de la Madre Naturaleza, aunada a los 

espíritus de nuestros ancestros, mediante este mandato de obligatorio cumplimiento. 

CONSIDERAMOS 

Que, de acuerdo al desplazamiento interno surgido con ocasión del conflicto armado 

colombiano y los pronunciamientos de la Corte Constitucional, a través de la sentencia T-

025 de 2004, la cual declara el estado de cosas inconstitucional y se refiere específicamente 

al tema indígena por medio del Auto 004 de 2009, revela el riesgo de extinción que corren 

actualmente la mayoría de pueblos indígenas, entre los que se encuentran el pueblo Senú y 

el pueblo Embera. 

http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
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Así mismo, por medio del Auto 092 de 2008, declaró la protección de los derechos 

fundamentales de las mujeres indígenas víctimas del desplazamiento forzado por causa del 

conflicto armado y del Auto 237 de 2008 al tema del incumplimiento de las órdenes 

impartidas en el Auto 092 de 2008 para proteger los derechos fundamentales de las mujeres 

en desarrollo de la sentencia T-025 de 2004. 

Que en el año 2016 el Gobierno de Colombia y las FARC-EP, firmaron el Acuerdo General 

para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 

estableciéndose el nuevo Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, 

donde se logró incorporar la propuesta de los Pueblos Indígenas con la creación del 

Capítulo Étnico, obteniendo la inclusión del enfoque étnico territorial en los Acuerdos. 

No obstante dichos acuerdos, el informe de vulneración de derechos humanos e 

infracciones al derecho internacional humanitario en contra de los pueblos indígenas de 

marzo de 2017, manifiesta que: ñEn relaci·n con el post conflicto y la desmovilizaci·n de 

las FARC ï EP, se alerta al gobierno nacional en torno a la reparamilitarización en los 

territorios, denunciándose principalmente el accionar de actores narco paramilitares 

(Águilas Negras, Autodefensas Gaitanistas de Colombia, desmovilizados de las 

Autodefensas Unidas de Colombia - AUC, Rastrojos y Urabeños); con especial énfasis en 

las zonas en las que hab²a presencia primordialmente de dicho grupo subversivoò. 

En este mismo sentido, y de acuerdo al informe de riesgo No 010-17 A.I de la Defensoría 

del Pueblo, con fecha del 30 de Marzo de 2017, señala que dada la salida de las FARC EP 

de los territorios donde permanecieron históricamente y donde se consolidó como única 

autoridad reguladora, en la actualidad se presenta una ausencia total de control, situación 
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ésta, que ha facilitado el ingreso de grupos armados como el ELN, las mismas disidencias 

de las FARC y las AGC, lo que ha incrementado la delincuencia común, los homicidios 

selectivos, las amenazas y los desplazamientos forzados, generando la afectación de los 

procesos político organizativos de las comunidades al limitar la participación de los 

integrantes de la comunidad y el desarrollo de los ejercidos de los lideres, entre otros. 

Así las cosas, resulta imperativo que el gobierno nacional dé cuenta a los pueblos indígenas 

de las respuestas, acciones, indicadores y programas implementados eficazmente en 

materia de garantía de derechos humanos, para determinar si existe un avance, 

estancamiento o retraso en la superación de dicho estado y en el goce efectivo de los 

derechos de la población indígena víctima en lo individual y colectivo, por lo cual 

MANDATAMOS 

PRIMERO: implementar todas las acciones pertinentes, por parte de las entidades 

competentes, para garantizar la no repetición de los hechos víctimizantes y que se dé 

cumplimiento: 

A los programas de garantía de los derechos de los pueblos indígenas. 

A los planes de salvaguarda étnica, para cada uno de los Pueblos Senú y Embera. 

A informar sobre las medidas adoptadas por la Fiscalía General de la Nación encaminadas 

a evitar la impunidad. 

SEGUNDO: Solicitar a institucionalidad competente, informe a la Organización Indígena 

de Antioquia, sobre las acciones implementadas mediante el Auto 092 de 2008 para las 
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siguientes órdenes y su ámbito de aplicación en el Bajo Cauca antioqueño, para los Pueblos 

Indígenas Senú y Embera. 

El Programa de Prevención del Impacto de Género Desproporcionado del Desplazamiento, 

mediante la Prevención de los Riesgos Extraordinarios de Género en el marco del Conflicto 

Armado. 

El Programa de Prevención de la Violencia Sexual contra la Mujer Desplazada y de 

Atención Integral a sus Víctimas. 

El Programa de Prevención de la Violencia Intrafamiliar y Comunitaria contra la Mujer 

Desplazada y de Atención Integral a sus Víctimas. 

El Programa de Promoción de la Salud de las Mujeres Desplazadas. 

El Programa de Apoyo a las Mujeres Desplazadas que son Jefes de Hogar, de Facilitación 

del Acceso a Oportunidades Laborales y Productivas y de Prevención de la Explotación 

Doméstica y Laboral de la Mujer Desplazada. 

El Programa de Apoyo Educativo para las Mujeres Desplazadas Mayores de 15 Años. 

El Programa de Facilitación del Acceso a la Propiedad de la Tierra por las Mujeres 

Desplazadas. 

El Programa de Protección de los Derechos de las Mujeres Indígenas Desplazada. 

El Programa de Protección de los Derechos de las Mujeres Afrodescendientes Desplazadas. 
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El Programa de Promoción de la Participación de la Mujer Desplazada y de Prevención de 

la Violencia contra las Mujeres Desplazadas Líderes o que adquieren Visibilidad Pública 

por sus Labores de Promoción Social, Cívica o de los Derechos Humanos. 

El Programa de Garantía de los Derechos de las Mujeres Desplazadas como Víctimas del 

Conflicto Armado a la Justicia, la Verdad, la Reparación y la No Repetición. 

El Programa de Acompañamiento Psicosocial para Mujeres Desplazadas. 

El Programa de Eliminación de las Barreras de Acceso al Sistema de Protección por las 

Mujeres Desplazadas. 

TERCERO: Solicitar a las instituciones competentes de las acciones implementadas por el 

auto 237 del 19 de septiembre de 2008, y su ámbito de aplicación en el Bajo Cauca 

antioqueño, para los Pueblos Indígenas Senú y Embera. 

CUARTO: Solicitar a la UARIV, a la URT y a la ANT, informe a la Organización Indígena 

de Antioquia -OIA- sobre los procesos y procedimientos de caracterización poblacional y 

territorial adelantados con las comunidades indígenas. 

QUINTO: Exigir celeridad en el proceso de toma de declaraciones en el marco del Decreto 

4633 de 2011 y en el traspaso desde la Ley 1448 de 2011, que permitan la inclusión de las 

comunidades indígenas y de sus miembros individualmente considerados que han sido 

víctimas del conflicto armado, para su inclusión en el registro único de víctimas y por ende 

en los procesos de reparación integral. 

SEXTO: Exigir a la Dirección de Asuntos Étnicos del Ministerio del Interior, adelantar los 

procesos de registro de todas las comunidades indígenas de la subregión del Bajo Cauca 
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antioqueño, que no se encuentran registradas, lo anterior para la protección de los derechos 

colectivos. 

SÉPTIMO: Exigir a la Agencia Nacional de Tierras -ANT- adelantar todos los procesos de 

titulación de la propiedad colectiva de los Pueblos Indígenas de la subregión del Bajo 

Cauca antioqueño. 

OCTAVO: Exigir al Gobierno Nacional el inicio del proceso de desminado humanitario en 

los territorios indígenas Antioquia afectados por MAP, MUSE y AEI. 

NOVENO: Exigir al Gobierno Nacional en el marco de los Acuerdos de Paz con las FARC-

EP, que la legislación expedida en materia de justicia transicional y la nueva 

institucionalidad, cuenten con un real y efectivo enfoque diferencial para los Pueblos 

Indígenas. 

DÉCIMO: Rechazar toda iniciativa de reglamentación del derecho a la consulta y el 

consentimiento previo, libre e informado adelantada por el gobierno nacional, la cual va en 

contra de los derechos fundamentales de los Pueblos Indígenas y los 

estándares internacionales   sobre derechos humanos. 

DÉCIMO PRIMERO: Denunciar el incumplimiento del gobierno nacional en la garantía 

del derecho fundamental de consulta y consentimiento previo, 

libre e informado en la reglamentación del Acuerdo Final a través del mecanismo de Fast 

Track. 

DÉCIMO SEGUNDO: Exigir el pronto cumplimiento de lo aquí mandatado, dada la 

gravedad actual de las repeticiones de hechos víctimizantes y vulneración de los derechos 
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humanos de los Pueblos Indígenas Senú y Embera de la subregión del Bajo Cauca en el 

departamento de Antioquia. 

Mandato de las autoridades y comunidades indígenas del pueblo Senú y el pueblo 

Embera del Bajo Cauca, respecto al incumplimiento sistemático por parte de las 

instituciones del estado, en la garantía de la protección de los derechos humanos de 

sus comunidades24 

      Dado en la comunidad Indígena del Pando en el municipio de Caucasia a los 30 días 

del mes de agosto de 2017. 

 

Anexo 3. Personas entrevistadas 

 

Tabla 15. Personas entrevistadas. 

 

Secuencia Fecha Nombre Etnia Profesión Perfil  

E1 9 de febrero 

de 2017 

Jonathan 

Gaspar 

Senú Licenciado en 

Madre Tierra 

Hace parte de la 

comunidad indígena 

Jardín Tamaná del 

municipio de Cáceres. 

Actualmente labora en 

la Organización 

Indígena de Antioquia, 

                                                           
24 http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indígenas-del-pueblo-senu-y-el-

pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-

de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade 

 

http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
http://www.oia.org.co/index.php/oia-al-dia/725-mandato-de-las-autoridades-y-comunidades-indigenas-del-pueblo-senu-y-el-pueblo-embera-del-bajo-cauca-respecto-al-incumplimiento-sistematico-por-parte-de-las-instituciones-del-estado-en-la-garantia-de-la-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-sus-comunidade
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en la cual se ha 

desempeñado como 

directivo docente en el 

proceso de 

implementación del 

sistema de educación 

indígena propio y ha 

hecho parte del proceso 

organizativo en la zona 

del Bajo Cauca, en los 

municipios de 

Zaragoza, Bagre, 

Caucasia y Cáceres.  

E2 17 de 

febrero de 

2017 

N/A Afrodescendiente Tecnólogo 

agropecuario y 

Administrador 

Público 

Líder afrodescendiente, 

desarrolla procesos con 

las comunidades 

afrodescendientes de 

Antioquia. 

E3 14 de marzo 

de 2017 

Adolfo 

Echeverría 

Castañeda 

Afrodescendiente Técnico de 

manejo 

ambiental 

Representante legal del 

consejo comunitario 

afrocolombiano de 

colorado 

(COCOAFROCOL) 

del municipio de Nechí 

E4 11 de mayo 

de 2017 

Nury Yagari Embera Chamí Abogada Especialista en 

Derecho 

Constitucional, laboro 

en la Organización 
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Indígena de Antioquia 

como coordinadora del 

programa de Territorio; 

fue jefe de la Oficina 

Territorial de Citará, 

Corantioquia y 

actualmente es 

contratista de Parques 

Naturales Nacionales. 

E5 22 de junio 

de 2017 

N/A N/A Licenciada en 

educación 

Mujer habitante del 

Bajo Cauca 

antioqueño, trabajó en 

la Gobernación de 

Antioquia y 

Corantioquia. 

E6 22 de junio 

de 2017 

Cristina Vélez 

Sarrazola 

N/A Nutricionista Trabaja como 

funcionaria de 

Corantioquia, desde el 

año  2010 acompaña el 

proceso de intervención 

con comunidades 

afrodescendientes de la 

jurisdicción de 

Corantioquia 

E7 24 de junio 

de 2017 

Luis Eduardo 

Agudelo 

N/A Abogado Trabajó en la Gerencia 

Indígena de Antioquia 

y en la Organización 

Indígena de Antioquia 
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ïOIA como asesor 

jurídico y coordinador 

de Planeación. 

También laboro  

E8 30 de junio 

de 2017 

Richar Nelson 

Sierra 

Alquerque 

Senú Licenciado en 

Madre Tierra 

Trabajó como 

coordinador del 

programa de Territorio 

y actualmente es 

Consejero de 

Relaciones Políticas y 

Justicia Propia en la 

Organización Indígena 

E9 6 de 

septiembre 

de 2017 

N/A Afrodescendiente Planificadora 

social del 

desarrollo 

Mujer 

afrodescendiente 

perteneciente al 

Consejo Comunitario 

Pueblo Nuevo de 

Zaragoza 

Anexo 4. Cartografía
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Mapa 1. Comunidades étnicas en la región del Bajo Cauca 
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Mapa 2. Territorialidades étnicas en el municipio de Zaragoza 
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Mapa 3. Territorialidades múltiples escala regional 


